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Resumen: La internacionalidad del Derecho Espacial no elimina la capacidad de su regulación por 
parte de los Estados. Lo que se suma a la contraposición de intereses existente entre los países con 
capacidades espaciales que genera que se produzcan disensos al momento de llegar a acuerdos espe-
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cíficos sobre ciertos institutos de la materia. Esta anomia en la comunidad internacional determina que, 
en las últimas décadas, sea cada vez más común la producción de normas nacionales que abarquen 
aspectos relacionados al espacio ultraterrestre. En este sentido, no es absurdo suponer que esta legis-
lación eventualmente encuentre su lugar en el texto constitucional. En la Argentina, existe una tradi-
ción sostenida a nivel de políticas públicas de plasmar en un cuerpo legal la planificación de la política 
espacial contemplando amplios períodos de tiempo. Por lo tanto, la inclusión de este tipo de acuerdos 
base en la Constitución Nacional, en un modo general a través de una «cláusula espacial», parece el 
desenlace natural a los fines de consolidar una política de Estado en el área.

Palabras clave: Derecho Espacial; Derecho Constitucional; Cláusula espacial; Política espacial.

Abstract: The international nature of space law does not eliminate the capacity of States to regu-
late it. Added to this is the existing clash of interests among countries with space capabilities, which 
leads to disagreements when trying to reach specific agreements on certain legal frameworks within 
the field. This anomie in the international community has meant that, in recent decades, the enact-
ment of domestic laws covering aspects related to outer space has become increasingly common. 
In this regard, it is not unreasonable to assume that this legislation will eventually find its place in 
constitutional texts. In Argentina, there is a sustained public policy tradition of enshrining long-term 
space policy planning within legal frameworks. Therefore, the inclusion of these core principles in 
the National Constitution, broadly through a “space clause”, appears to be the natural outcome to 
consolidate a State policy in this area.

Keywords: Space Law; Constitutional right; Space Clause; Space policy.

1. Introducción
La historia de nuestro país puede condensarse en la lucha por la organización nacional. Dentro 

de esta disputa siempre existió un elemento central: la Constitución Nacional. La sanción de este ins-
trumento jurídico había sido una de las principales aspiraciones del bando vencedor en la Batalla de 
Caseros. Logrado entonces el objetivo por los antirrosistas en el campo de batalla estos procedieron 
a definir, legal y nominalmente, el modelo de país que nos acompaña hasta el presente.

Sin embargo, como expresaba José María Rosa, en las luchas intestinas del siglo XIX la palabra «Cons-
titución» no dejaba de ser «una expresión atractiva con virtudes de magia: bastaría pronunciarla para 
que cesaran los males del país»1. Se imponía así la idea de que lo importante era el instrumento formal, 
dejando de lado las condiciones que lo sustentaban. Esto planteaba el problema de legislar de manera 
idealista, de «arriba hacia abajo», intentando moldear la realidad de una manera que quizá no era coin-
cidente con los deseos e intereses mayoritarios del pueblo al que estaba destinado.

Según el citado autor, esta disonancia de base implicó —y aún lo hace— la aparición de oportu-
nistas que, en su nombre, cometerían toda clase de excesos políticos. En consecuencia, no podría 
considerarse una «Constitución» en sentido propio, pues carecería de instituciones que reflejen las 
costumbres públicas, los antecedentes, las necesidades y el carácter de los pueblos, y que consti-

1	 Rosa, J. M. (1984). El Fetiche de la Constitución: la Constitución del 53, estatuto de la Dependencia. Edi-
ciones Ave Fénix, 3.
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tuyan la expresión de su verdadero ser político2. De esta reflexión se desprende que, más allá del 
aparato jurídico, lo verdaderamente determinante son los valores y la idiosincrasia de la sociedad 
sobre la que se erige toda norma.

Por otra parte, lo cierto es que la existencia de una ley suprema respondió a la preeminencia, en 
nuestro país, del sistema de derecho continental europeo, cuyo fundamento reside en la ley escrita 
y no en las decisiones judiciales. Con el transcurso de las décadas, esta tradición jurídica —estrecha-
mente vinculada a los lazos históricos con la antigua metrópoli— se vería influida por el surgimiento 
del positivismo jurídico y por la consolidación del Estado nacional a finales del siglo XIX.

Ya en el siglo XX, los constantes cambios políticos provocaron que el marco legal nacional se 
caracterizara por una producción normativa incesante, reflejo de las sucesivas variaciones de ten-
dencias e ideologías. Esta dinámica persiste en la actualidad. Por ello, no resulta sorprendente  
—ni siquiera hoy— que cada nuevo gobierno procure consolidar sus políticas públicas mediante la 
promulgación de leyes que refuercen sus propias iniciativas, a menudo en detrimento de aquellas 
impulsadas por su predecesor.

Esta tendencia legislativa presenta tanto ventajas como desventajas. Por un lado, permite siste-
matizar en un cuerpo normativo los proyectos en los que el Estado debe orientar sus esfuerzos e 
inversiones. Sin embargo, por otro, condiciona la actuación de gobiernos de distinto signo polí-
tico —incluso de gobiernos democráticos respecto de normas heredadas de regímenes ilegítimos, 
como ocurre con leyes aún vigentes provenientes de dictaduras— y contribuye a la inflación legis-
lativa. Todo ello ha dificultado la consolidación de la seguridad jurídica en nuestro país. Asimismo, 
cabe destacar que, más allá de las buenas intenciones que puedan inspirar una norma, es la coyun-
tura política y, especialmente, la disponibilidad de recursos económicos los factores que en última 
instancia determinan la efectiva concreción de las políticas públicas.

En este sentido, al enfocarnos de manera específica en el ámbito espacial, lo cierto es que en las últimas 
décadas se han promulgado normas que han contribuido a la consolidación de la Política Espacial Nacio-
nal. Esta, si bien no ha estado exenta de los vaivenes políticos y económicos mencionados anteriormente, 
ha experimentado un desarrollo sostenido que contrasta con la evolución más irregular de otras áreas del 
Estado igualmente consideradas estratégicas, como la educación, la energía nuclear o la defensa.

Una de las razones de este éxito puede atribuirse a la ejecución efectiva y concreta de los proyec-
tos planificados, entre los cuales destaca la creación de la Comisión Nacional de Actividades Espa-
ciales (CONAE) en 1991, hecho que marcó un hito fundamental. A partir de entonces, se impulsaron 
iniciativas satelitales de gran envergadura, como los Satélites de Aplicaciones Científicas (SAC), 
desarrollados en diversas versiones. Asimismo, en el seno de la CONAE se concibieron los satélites 
de observación terrestre SAOCOM y SABIA-Mar3.

En este contexto, y con el propósito de otorgar sustento legal a los diversos proyectos espaciales, 
se sancionó el primer Plan Espacial Nacional que abarcaba el período 1995-2006, habiéndose rea-
lizado dos revisiones posteriores: el Plan 1997-2008 y el Plan 2004-2015, con una actualización en 
el año 2010. Este instrumento constituía el marco rector que orientaba y coordinaba el desarrollo de 

2	 Rosa, J. M. (1984). Op. Cit., 21.
3	 CONAE. (s.f.). Misiones Espaciales. https://www.argentina.gob.ar/ciencia/conae/misiones-espaciales
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las actividades espaciales en el país. El plan establecía los objetivos, prioridades y líneas de acción 
en materia espacial, con el doble propósito de fomentar el progreso científico y tecnológico, y de 
promover la aplicación de las tecnologías espaciales en beneficio de la sociedad4.

Posteriormente, en el año 2015 se promulgó la Ley 27.208 de Desarrollo de la Industria Sate-
lital, mediante la cual se aprobó el «Plan Satelital Geoestacionario Argentino 2015–2035». Dicha 
norma se vincula con la Ley 26.092, que había creado la Empresa Argentina de Soluciones Sateli-
tales Sociedad Anónima (AR-SAT). Esta empresa es la responsable de operar los primeros satélites 
geoestacionarios de telecomunicaciones argentinos, ARSAT-1 y ARSAT-2, ambos construidos por 
INVAP, compañía estatal surgida de un convenio entre la Comisión Nacional de Energía Atómica 
(CNEA) y la Provincia de Río Negro.

De este modo, puede advertirse que en Argentina existe una clara tendencia a respaldar legisla-
tivamente los avances de la industria espacial, consolidando así el desarrollo de proyectos estratégi-
cos vinculados con la tecnología satelital y las telecomunicaciones.

Sin embargo, esta inclinación a sancionar normas que instituyen políticas de Estado —en este 
caso, en el ámbito espacial— carece de un fundamento explícito a nivel constitucional. Ello se debe 
a que, más allá de la reforma de nuestra Ley Fundamental en 1994, que incorporó nuevos derechos 
y garantías (protección de consumidores, derecho a un ambiente sano, jerarquía constitucional de 
ciertos tratados, acción de amparo, entre otros), así como la regulación de instituciones preexisten-
tes (Ministerio Público, Auditoría General de la Nación) y la creación de otras (Defensoría del Pueblo, 
Jefatura de Gabinete), la Constitución argentina ha permanecido sustancialmente inalterada en su 
espíritu y estructura desde su sanción por la Confederación en 1853. Esto sucedió pese también a 
las modificaciones parciales de 1860, 1866, 1898 y la controvertida reforma de 1957 —convocada 
por un gobierno de facto—.

En consecuencia, su fundamento continúa respondiendo al paradigma del constitucionalismo libe-
ral del siglo XIX, un modelo que ya en su tiempo podía ser cuestionado por su limitada adecuación a las 
necesidades y aspiraciones del pueblo, y cuya vigencia actual plantea nuevos desafíos frente a la evolu-
ción del Estado moderno y la aparición de políticas públicas de carácter estratégico, como la espacial.

De todas maneras, existió un antecedente constitucional —sobre el cual se profundizará más ade-
lante— que implicó una reforma integral del texto original e incorporó elementos propios del consti-
tucionalismo social vigente en su época: se trata de la Constitución de 1949.

En lo que respecta al ámbito aeronáutico, dicha Constitución introdujo una «cláusula aeronáu-
tica», mediante la cual se confería al Congreso Nacional la facultad de dictar un Código Aeronáutico 
y se establecía la jurisdicción federal en las materias vinculadas con la aviación5. Asimismo, disponía 
que los servicios públicos pertenecían originariamente al Estado, y que no podían ser enajenados 
ni cedidos para su explotación. Si bien el texto constitucional no enumeraba expresamente el trans-
porte aéreo entre dichos servicios, puede inferirse —a la luz de los criterios fijados por la Doctrina 

4	 CONAE. (s.f.). Plan Espacial Nacional. https://www.argentina.gob.ar/ciencia/conae/plan-espacial
5	 Capaldo, G. (2017). «La Constitución y el Derecho Aéreo. Apuntes propedéuticos sobre la cláusula aero-

náutica en la Constitución argentina». Revista de la Facultad de Derecho de México, 67(267), 78.
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Ferreira, dominante en aquel momento6— que este quedaba comprendido dentro de esa categoría, 
lo cual resulta de especial relevancia para la interpretación jurídica del régimen aeronáutico de la 
época.

En este sentido, sin desconocer que el destino de esta norma fue su derogación por una pro-
clama militar en 1956 durante unos de los tantos interregnos dictatoriales, resulta relevante el ante-
cedente que representa la experiencia constitucional de 1949 en cuanto a la definición de políticas 
de Estado. A su vez, dado que el ámbito de la aviación ha compartido —y continúa compartiendo— 
numerosos desarrollos con la industria espacial, es posible establecer paralelismos entre ambos 
campos. Si bien no es momento de profundizar en estas analogías ni de analizar las implicancias 
que tendría la inclusión de una «cláusula espacial» en una futura reforma constitucional, conviene 
mencionarlo como uno de los escasos antecedentes nacionales susceptibles de ser considerados 
en el futuro desarrollo normativo del sector espacial.

Sumado a lo anterior, y trascendiendo el marco jurídico nacional, resulta útil analizar también las 
experiencias constitucionales de países vecinos que compartan tradiciones jurídicas similares y en 
los cuales se han llevado a cabo reformas recientes que pueden servir de inspiración para el obje-
tivo propuesto. Cabe señalar, no obstante, que Argentina presenta características particulares en 
la región al contar con un desarrollo avanzado en el ámbito espacial, lo que confiere singularidad a 
cualquier comparación internacional.

En síntesis, se anticipa que la perspectiva de este trabajo se articula en torno a tres ejes principa-
les: i) el derecho constitucional; ii) el derecho del espacio ultraterrestre y; iii) las políticas públicas. 
Por su parte, el contenido se estructurará en tres secciones o capítulos, cada uno de ellos con sus 
correspondientes subtítulos, a fin de organizar de manera ordenada el análisis de los distintos aspec-
tos abordados.

En la primera sección se examinarán las interrelaciones entre la creación de políticas públicas, 
las normas constitucionales y las actividades de la industria espacial. Asimismo, se estudiará el Plan 
Espacial Nacional y las normativas asociadas, al considerarlos ejemplos concretos de políticas de 
Estado que han logrado sostenerse en el tiempo dentro del ámbito espacial.

El segundo capítulo se centrará en analizar la Constitución de 1949, considerando las posturas 
que este cuerpo normativo adoptaba respecto a la intervención del Estado en actividades estraté-
gicas y en los servicios públicos. Sumado a ello, se realizará una comparación somera con las cons-
tituciones de Brasil, Colombia y Paraguay, poniendo de relieve las disposiciones que guardan rela-
ción con el derecho del espacio (por ejemplo, órbitas geoestacionarias, navegación aeroespacial, 
entre otros). Respecto a los criterios de selección de los países analizados, la elección se justifica 
inicialmente por la cercanía temporal de sus reformas con la de la Constitución Nacional de 1994 
y la presencia de una «cláusula de los códigos» análoga al artículo 75 inciso 12 de nuestro texto 
constitucional. Asimismo, para el caso de Brasil, la elección se complementa por considerarlo, junto 
con nuestro país, como uno de los actores con mayor desarrollo normativo en la región. Por último, 

6	 Arana Tagle, L. A. (2014). «Propiedad estatal del tráfico aéreo y la evolución del concepto de servicio 
público». Centro de Estudios de Derecho Aeronáutico y Espacial (CEDAE). https://cedaeonline.com.
ar/2014/05/14/propiedad-estatal-del-trafico-aereo-y-la-evolucion-del-concepto-de-servicio-publico/
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se hará referencia a legislaciones provinciales, como las normas dictadas por Chaco y Santiago del 
Estero, que presentan relevancia en el análisis del marco normativo espacial a nivel provincial.

En el tercer apartado, el enfoque estará puesto en la naturaleza internacional del derecho del 
espacio y en la influencia que este ejerce sobre la legislación nacional. A su vez, se identificarán algu-
nos de los vacíos existentes en el marco normativo interno en relación con las actividades espaciales 
y se evaluará cómo una ley espacial general, en consonancia con una eventual cláusula constitucio-
nal, podría subsanarlos. Adicionalmente, se abordará la irrupción del sector privado en la industria 
espacial y la necesidad de promover y regular adecuadamente sus actividades, a fin de garantizar un 
desarrollo sostenible y seguro del ámbito espacial nacional.

Para concluir, se elaborará una síntesis general que reúna las reflexiones derivadas de los diversos 
análisis, con el propósito de responder a la hipótesis del trabajo: si la inclusión en la Constitución 
Nacional de una cláusula que regule aspectos generales de las actividades espaciales contribuiría a 
consolidar una política de Estado sostenida en el tiempo en esta área. De manera complementaria, 
se presentará una propuesta legislativa que contemple la incorporación de una «cláusula espacial» 
en una futura reforma constitucional, así como los elementos relevantes de una posible Ley General 
de Actividades Espaciales.

En lo que respecta a la metodología, el presente trabajo se califica como descriptivo y explora-
torio con un enfoque cualitativo, es descriptivo en tanto analiza las dimensiones del fenómeno que 
implica la constitucionalización de la política espacial y exploratorio al situarse ante un supuesto que 
carece de regulación específica en la normativa nacional actual. Existe además un aspecto correla-
cional subyacente, debido a que se pretende buscar vínculos entre la incorporación de una norma 
constitucional —denominada «cláusula espacial»— con la consolidación efectiva de una política de 
Estado en el ámbito espacial.

En cuanto al tratamiento de las fuentes, se otorgará preeminencia a las fuentes primarias del dere-
cho internacional y a la normativa nacional vigente, la cual incluye leyes, decretos, resoluciones y 
documentos oficiales. Estos instrumentos se contrastarán con fuentes secundarias compuestas por 
la doctrina especializada en derecho constitucional y espacial.

2. La actividad espacial como política de Estado

2.1. Consideraciones de Derecho Constitucional 
y de Derecho Internacional

Hans Kelsen, en su obra fundamental Teoría pura del derecho, planteó la jerarquía normativa bajo 
la siguiente premisa:

«El fundamento de validez de una norma solo puede encontrarse en la validez de otra norma. La 
norma que representa el fundamento de validez de otra es caracterizada, metafóricamente, como una 
norma superior en relación con una inferior. Puesto que pareciera que la validez de una norma pudiera 
fundarse en el hecho de haber sido establecida por alguna autoridad (...) la búsqueda del fundamento 
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de validez de una norma no puede proseguir hasta el infinito, como la búsqueda por la causa de un 
efecto. Tiene que concluir en una norma que supondremos la última, la suprema. Como norma suprema 
tiene que ser presupuesta, dado que no puede ser impuesta por una autoridad cuya competencia ten-
dría que basarse en una norma aún superior. Su validez no puede derivarse ya de una norma superior, 
ni puede volver a cuestionarse el fundamento de su validez. Una norma semejante, presupuesta como 
norma suprema, será designada aquí como norma fundante básica»7.

En otras palabras, según este autor, todo ordenamiento jurídico posee una «norma fundante 
básica», situada en la cúspide de una pirámide legal que sirve de cimiento a los preceptos de menor 
rango. La validez de esta norma suprema no puede derivarse de ninguna otra instancia preeminente, 
ni cuestionarse su fundamento, y su imposición debe provenir de una autoridad cuya competencia 
no dependa de otra entidad jerárquicamente superior.

En tal sentido, resulta necesario establecer un límite a esta remisión vertical, ya que, de lo contrario, 
resultaría infinita. Desde una perspectiva de síntesis con el derecho natural, podría considerarse que dicha 
disposición proviene de una autoridad suprema, denominada Dios, ser todopoderoso y omnipresente. 
En contraste, en el derecho positivo —y siempre dentro de las fronteras de un sistema jurídico nacional—, 
la autoridad máxima se identifica con el Estado, que ejerce soberanía sobre un territorio determinado y su 
población, sin reconocer —al menos nominalmente, y con las salvedades que se abordarán más adelante 
en relación con la comunidad internacional— a ningún otro ente por encima de él.

Por supuesto, la referencia es a un Estado creado mediante un acto soberano —acto constitu-
yente— por el cual un pueblo le otorga su origen, como ocurre en el sistema republicano en el 
que nos encontramos inmersos. En un sistema monárquico absoluto, en cambio, la figura del rey 
se equipararía a la del Estado. De este modo, se configura un cuadro normativo en el que siempre 
una norma superior da origen y sustento a un sistema legislativo en el cual los ciudadanos desarro-
llan su vida sometidos al poder estatal. Dentro de este esquema jurídico existirá un estrato positivo 
superior, representado por una constitución en sentido material, es decir, una norma o conjunto de 
normas que regularán la producción de normas jurídicas inferiores.

Según explica el citado autor alemán, una constitución puede originarse por la costumbre o 
mediante un acto legislativo llevado a cabo por uno o varios individuos8. Esta segunda situación es 
la que se verifica en nuestro país, donde el texto constitucional se gestó a través de una asamblea 
legislativa, y se caracteriza por ser escrito —plasmado en un documento concreto— y rígido, puesto 
que el procedimiento para su modificación está estrictamente estipulado y presenta mayor dificultad 
que la sanción de una ley ordinaria. Nos encontramos, así, ante la constitución en sentido formal.

Esta constitución, productora de normas generales, puede a su vez determinar el contenido de 
las futuras leyes, algo que sucede en muchas constituciones positivas que incluyen ciertos conte-
nidos e impiden restringir otros, al estipular un catálogo de derechos y libertades fundamentales 
—libertad personal, de conciencia, igualdad ante la ley, entre otros9—. Cada reforma constitucional, 
tal como sucedió en la historia de nuestro país, tendió a ampliar el abanico de derechos y garantías, 
incluso mediante el establecimiento de procedimientos sancionatorios expresos para casos específicos. 

7	 Kelsen, H. (1982). Teoría pura del derecho. Instituto de Investigaciones Jurídicas - UNAM, 201-202.
8	 Kelsen, H. (1982). Op. Cit., 232-233.
9	 Kelsen, H. (1982). Op. Cit., 234.
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Un ejemplo claro se observa en el artículo 29, que impide la suma del poder público, o en el artículo 36, 
que protege la inmutabilidad de la Constitución frente a actos de fuerza que alteren el orden institucional 
y democrático.

Como se adelantó, en el orden internacional la situación difiere, ya que existen países con mayor 
poder económico o militar que otros, lo que les otorga la capacidad de influir en los demás Estados, 
incluso en sus asuntos internos. Esta influencia puede ejercerse mediante la imposición de la fuerza —
provocando un conflicto armado— o, más comúnmente, a través de medios diplomáticos o de injeren-
cia indirecta, tales como instrumentos económicos, control de comunicaciones o la acción de líderes 
sociales opositores. A ello se suma que existen actores privados con mayor capacidad de influencia en 
la comunidad internacional que algunos Estados, lo que complejiza aún más las dinámicas de poder y 
regulación global.

Cabe recordar que la teoría positivista enfrenta una limitación significativa al analizar la comunidad 
internacional, dado que, según esta perspectiva, no existe en dicho ámbito una autoridad superior indis-
cutida de la cual pueda emanar una norma fundamental. El autor citado señaló el carácter primitivo del 
derecho internacional en comparación con el derecho estatal, ya que la formación de normas generales 
se produce mediante la costumbre o tratados celebrados por los propios miembros de la comunidad, y 
además no existe un órgano que sancione o aplique dichas reglas a casos concretos10.

Finalizado el orden bipolar con la disolución de la URSS y la posterior pérdida de hegemonía global 
por parte de los Estados Unidos en los años 2000, y estando bien adentrados en la era de las comuni-
caciones digitales, surgieron regiones del mundo donde el derecho supranacional se ha consolidado, 
asumiendo un rol delegado voluntariamente por los Estados. El ejemplo más claro de esto lo constituye 
el derecho comunitario europeo y los órganos con poder de coacción para sancionar leyes que existen 
dentro de la Unión Europea. Así, este modelo se presenta como la excepción a las integraciones fallidas 
existentes en otras partes del mundo (como el Mercosur) y su desarrollo continúa sirviendo de prototipo 
para la sanción de legislación interestatal.

En este sentido, una institución que ejemplifica de manera clara el proceso de integración supranacio-
nal en el ámbito espacial es la Agencia Espacial Europea (ESA), la cual constituye un modelo de ejecución 
coordinada de políticas públicas en esta materia y cuya historia se remonta a varias décadas atrás. La ESA 
ha desempeñado un papel fundamental tanto en la colaboración como en la competencia —en muchos 
casos en condiciones de igualdad— con las industrias espaciales rusa y estadounidense. A su vez, en el 
marco específico de la Unión Europea, este proceso de integración se ha visto reforzado por la creación 
de la Agencia de la Unión Europea para el Programa Espacial (EUSPA), establecida mediante el Regla-
mento (UE) 2021/696 del Parlamento Europeo y del Consejo, el que cual también instituye el «Programa 
Espacial de la Unión Europea (2021–2027)»11, consolidando así los objetivos estratégicos y regulatorios 
del sector espacial europeo bajo una lógica de integración comunitaria.

Se aprecia entonces que, en el ámbito del derecho internacional, también existen proyecciones de 
políticas legislativas, en este caso, regionales. Esto resulta lógico, debido a que en un entorno donde la 
colaboración es esencial para emprender proyectos costosos en términos de recursos materiales, finan-

10	 Kelsen, H. (1982). Op. Cit., 325-326.
11	 Consejo Europeo. (s.f.). EU space programme. https://www.consilium.europa.eu/es/policies/eu-spa-

ce-programme
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cieros, humanos y de tiempo, conocer las intenciones de otros actores espaciales facilita la conexión y 
optimiza las oportunidades disponibles. En un análisis análogo, se observa que esta internacionalización 
ha estado presente en el derecho aeronáutico desde sus inicios. Ello se debe a la naturaleza del espacio 
aéreo, cuya titularidad y exclusividad no pertenecen de forma absoluta a ningún Estado, salvo las excep-
ciones establecidas en el Convenio de Chicago de 1944 y sus instrumentos conexos.

Asimismo, el hecho técnico de la navegación en el espacio aéreo y en el espacio ultraterrestre genera 
puntos de contacto entre el derecho aeronáutico y el espacial. Por ejemplo, cuando un vector de lanza-
miento despega desde un país, atraviesa el espacio aéreo de uno o varios Estados antes de continuar su 
trayectoria más allá de la denominada Línea de Kármán —situada a una altitud de 100 kilómetros sobre 
el nivel del mar, según la Federación Aeronáutica Internacional (FAI)12—. Cabe aclarar, sin embargo, que 
esta delimitación, si bien es utilizada frecuentemente carece de carácter jurídicamente vinculante, ya 
que se trata de una convención técnica empleada para fines de registro aeronáutico y no de una norma 
de derecho internacional. De hecho, la cuestión sigue siendo objeto de debate en la Subcomisión Jurí-
dica de la Comisión sobre la Utilización del Espacio Ultraterrestre de las Naciones Unidas (COPUOS), 
sin que hasta la fecha se haya alcanzado consenso respecto de la definición del límite entre espacio 
aéreo y espacio ultraterrestre13. Por lo tanto, resulta razonable sostener que deben existir reglas y prin-
cipios comunes que definan un mínimo de conducta deseada para garantizar el correcto desarrollo de 
la industria espacial. De todos modos, a pesar de que ambos derechos comparten un espíritu eminen-
temente global, poseen principios que los diferencian y que, en el caso del derecho espacial, están 
reflejados en el Corpus Iuris Spatialis14.

En conclusión, la normativa que rige la actividad espacial y el desarrollo de su industria no surge de 
manera aislada. Esta se encuentra moldeada tanto por el derecho interno —determinado por la estructura 
constitucional y el proceso histórico de cada nación— como por la dinámica de poder e integración de 
la comunidad internacional. Ambas esferas convergen para influir, de manera directa o indirecta, en la 
formación y creación de las normas que regulan el ámbito espacial y el progreso de su industria.

2.2. La constitucionalización de políticas públicas

Antes de abordar este punto, resulta imperativo establecer una definición precisa de lo que se 
entiende por política pública. Sobre este concepto, se ha sostenido que:

«Las políticas públicas establecen cursos de acción para abordar los problemas o para proporcionar 
bienes y servicios a segmentos de la sociedad. Las políticas se presentan en una variedad de formas 

12	 FAI. (s.f.). «100km Altitude Boundary for Astronautics». FAI Astronautic Records Commission (ICARE). ht-
tps://www.fai.org/page/icare-boundary.

13	 Comisión Sobre la Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pacíficos [COPUOS]. (2024). Cues-
tiones relativas a la definición y delimitación del espacio ultraterrestre... [Proyecto de Informe]. 63.º pe-
ríodo de sesiones. https://www.unoosa.org/res/oosadoc/data/documents/2024/aac_105c_2l/aac_
105c_2l_329add_2_0_html/AC105_C2_L329Add02S.pdf, 3 

14	 Este cuerpo jurídico está integrado por el Tratado del Espacio de 1967, el Acuerdo de Salvamento de 
1968, el Convenio sobre Responsabilidad de 1972, el Convenio de Registro de 1975 y el Tratado de la 
Luna de 1979, junto con las demás Declaraciones de Principios y Resoluciones aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.
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que incluyen a la legislación, órdenes ejecutivas, reglas u otros actos oficiales. Estas hacen más que 
simplemente anunciar un curso de acción. Las políticas suelen contener un conjunto de intenciones u 
objetivos, una combinación de instrumentos o medios para llevarlas a cabo, una designación de entida-
des gubernamentales y no gubernamentales encargadas de estas y una asignación de recursos para las 
tareas requeridas. En resumen, esto especifica un diseño de política para lograr un propósito público»15.

Por su parte, se ha remarcado que las políticas públicas constituyen propuestas de soluciones a 
determinadas problemáticas sociales consideradas relevantes, expresando tanto las demandas de 
la sociedad como la voluntad de la autoridad gubernamental de turno16. Esta es, en todo caso, una 
definición general, ya que es posible realizar subclasificaciones de políticas públicas orientadas a 
distintas áreas de la sociedad.

Cabe agregar que la Constitución Nacional no indica políticas espaciales o aeronáuticas de forma 
explícita. Sin embargo, del análisis del plexo normativo constitucional se desprenden diversos ejem-
plos de políticas públicas que resultan relevantes. Entre ellas, se destacan las denominadas «cláu-
sulas del progreso» (artículo 75, inciso 18 y art. 125); la pauta del desarrollo humano, el progreso 
económico con justicia social y el crecimiento armónico de las provincias (artículo 75, inciso 19); el 
régimen de coparticipación federal (artículo 75, inciso 2) y las políticas de integración de los pueblos 
originarios (artículo 75, inciso 17)17. Esta enumeración posee un carácter no taxativo, ya que el texto 
constitucional contiene otras disposiciones que funcionan como pautas de política pública, tales 
como el artículo 41 —incorporado en la reforma de 1994—, que introduce principios vinculados con 
el desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente.

Sumado a esto, es posible realizar una distinción dentro de la «cláusula del progreso» contenida 
en el artículo 125. En esta, se hace referencia en el primer párrafo al progreso de las provincias como 
entes autónomos, a lo que se agrega, tras la última reforma constitucional, un segundo párrafo que 
refiere particularmente al progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la 
educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura. Esta incorporación refleja una visión integral y 
moderna del desarrollo provincial, dado que vincula directamente el bienestar social con el avance 
científico y tecnológico.

Profundizando en los artículos mencionados, resulta relevante señalar que la mayoría de ellos 
derivan del artículo 75, el cual establece las atribuciones del Congreso de la Nación. De ello se des-
prende que una de las vías fundamentales para materializar las directrices y objetivos previstos en 
la Constitución es a través de la sanción de leyes por parte del órgano legislativo. De igual modo, 
se puede destacar que, tanto en las constituciones de derecho comparado como en las constitu-
ciones provinciales argentinas, se incluyen secciones y capítulos destinados a consagrar principios 
rectores y lineamientos generales que sirven como base para la formulación y ejecución de políticas 
públicas18.

15	 May, P. (2012). «Policy design and implementation». En Peters, B. G. y Pierre, J. (Ed.), The SAGE Hand-
book of Public Administration. Sage, 279.

16	 Santiago, A. (2018). «El derecho constitucional de las políticas públicas». Revista Praxis de la Justicia 
Fiscal y Administrativa, 10 (23). Trabajo N.º 8, 2.

17	 Santiago, A. (2018). Op. Cit., 4.
18	 Santiago, A. (2018). Op. Cit., 4-5.
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En otro orden de ideas, y para profundizar sobre lo que en definitiva implican este tipo de estipu-
laciones en nuestra norma fundamental, resulta pertinente considerar lo que destacó María Angélica 
Gelli al referirse, en particular, a la cláusula para el progreso y el bienestar general:

«El inciso 18 del art. 75, replica exactamente el anterior art. 67, inc. 16, que en la libérrima Cons-
titución histórica de 1853/60 atribuyó al Estado la instrumentación del bienestar general a través de 
políticas educativas; industriales; poblacionales y de colonización; de creación y desarrollo de vías de 
comunicación; de captación de capitales extranjeros y admitió el uso, para favorecer aquellos objetivos, 
de medidas de protección, concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo»19.

En otras palabras, la programación de políticas que configura el citado artículo perfila un Estado 
con una amplitud de acción considerable, permitiéndole la elección de diferentes alternativas según 
las necesidades y las coyunturas que atraviese el país, así como planificar y seleccionar los medios 
necesarios para alcanzar los objetivos de bienestar general20. Esto último se aprecia en la circuns-
tancia de que este inciso se mantuvo incólume en la reforma de los años 90, conservando plena 
vigencia hasta nuestros días y enfocándose, como se ha señalado, en las potestades legiferantes 
del Poder Legislativo. Sin embargo, resulta paradójico que, si bien la Constitución histórica estuvo 
signada por el paradigma del constitucionalismo liberal del siglo XIX —bajo la máxima del laissez 
faire, laissez passer—, contenga una norma que confiera al Estado un abanico de posibilidades de 
acción tan vasto.

Lo anteriormente expresado puede considerarse una contradicción con lo que el propio Juan 
Bautista Alberdi destacó en el siglo XIX en su obra fundamental, Bases y puntos de partida para la 
organización política de la República Argentina:

«Gobernar poco, intervenir lo menos, dejar hacer lo más, no hacer sentir la autoridad, es el mejor 
medio de hacerla estimable. A menudo entre nosotros gobernar, organizar, reglamentar, es estorbar, 
entorpecer, por lo cual fuera preferible un sistema que dejase a las cosas gobernarse por su propia impul-
sión (...) Nuestra prosperidad ha de ser obra espontánea de las cosas, más bien que una creación oficial. 
Las naciones, por lo general, no son obra de los gobiernos, y lo mejor que en su obsequio puedan hacer 
en materia de administración, es dejar que sus facultades se desenvuelvan por su propia vitalidad. No 
estorbar, dejar hacer, es la mejor regla cuando no hay certeza de obrar con acierto»21.

Independientemente del rol que debiera asumir el Estado, no se puede desconocer que, en 
aquellos años, el país era en gran medida una vasta extensión de tierra desolada y desprovista de 
centros urbanos importantes, donde la acción estatal, ya fuera nacional o provincial, resultaba funda-
mental para dotar de forma a la Nación, más allá de consideraciones dogmáticas.

Un hecho histórico que refleja el clima de época y es interesante para analizar el rol que el Estado 
debía tener es la disputa por el modelo de país que se da en las llamadas Cartas Quillotanas, un 
debate epistolar entre Alberdi y Sarmiento. En esta polémica, el primero de los próceres se oponía 
a la idea de que la educación fuera o constituyera el camino más rápido y adecuado para «producir» 

19	 Gelli, M. (2004). Constitución de la Nación Argentina. Comentada y concordada. La Ley, 575-576.
20	 Gelli, M. (2004). Op. Cit., 576.
21	 Alberdi, J. B. (2017). Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina; 

Prólogo de Matías Farías. Biblioteca del Congreso de la Nación, 214-215.
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ciudadanos y trabajadores valiosos, considerando que las instituciones educativas eran un elemento 
poco dinámico para poner en marcha el proyecto modernizador y argumentando a favor de la indus-
tria como un ente capaz de moralizar a través del trabajo22.

Esta postura era diametralmente opuesta a la sostenida por Sarmiento, quien, en su obra de 1849 
llamada Educación Popular, defendía la necesidad de crear un sistema educativo público orientado 
a la formación de ciudadanía. En cambio, la posición alberdiana se apoyaba, además de los argu-
mentos ya mencionados, en la llamada «teoría del trasplante», sintetizada en la máxima «gobernar 
es poblar». Esta concepción implicaba promover la inmigración laboriosa europea —principalmente 
proveniente de Francia, Inglaterra y Estados Unidos— con el propósito de transformar la composi-
ción social del país y, en última instancia, reemplazar a la población autóctona por una considerada 
más apta para el progreso23.

Por otra parte, no resulta desacertado afirmar que sin educación no hay ciencia, y sin ciencia no 
hay progreso, independientemente de que este último sea promovido por el Estado o impulsado 
por sectores privados que se beneficien de sus resultados. En este sentido, cobra especial relevan-
cia volver sobre el análisis del artículo 75 de la Constitución Nacional, aunque en esta ocasión cen-
trando la atención en su inciso 19:

«Corresponde al Congreso: (...) Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso econó-
mico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la 
formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al 
desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento (...) Proveer al crecimiento armónico 
de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar 
el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones (...) Sancionar leyes de organización y de base de 
la educación que consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales; 
(...) y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía 
y autarquía de las universidades nacionales…».

Este inciso, incorporado en la reforma constitucional de 1994, puede considerarse complemen-
tario del anterior, ya que abarca cuestiones que van desde el necesario desarrollo armónico entre la 
Nación y las provincias, la protección de la cultura y la libre creación de ideas (parte final no citada), 
hasta un punto que merece especial atención: la educación vinculada al progreso científico. No es 
un detalle menor que ambos aspectos se encuentren mencionados conjuntamente en una misma 
disposición constitucional, pues constituyen pilares esenciales para cualquier país con aspiraciones 
espaciales. En efecto, el desarrollo de la industria aeroespacial exige no solo capital económico, sino 
también capital humano altamente capacitado y un acervo de conocimiento acumulado a lo largo 
de años —e incluso de décadas—, sin el cual resulta imposible llevar adelante proyectos sostenibles 
y exitosos.

En resumen, es innegable que el debate sobre el modelo de Nación persiste hasta el presente. Es 
crucial, además, reconocer que, en numerosas ocasiones, las circunstancias económicas y geopo-
líticas han convertido en letra muerta muchos de los postulados de la Constitución. Si esto ha suce-
dido con nuestra norma fundamental, es previsible que también ocurra con las leyes promulgadas 

22	 Alberdi, J. B. (2017). Op. Cit., 20-21.
23	 Alberdi, J. B. (2017). Op. Cit., 21-22.
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siguiendo su espíritu. Por ello, aunque este trabajo se asienta en la tesis de constitucionalizar la pro-
yección de políticas públicas espaciales, resulta necesario advertir que el idealismo jurídico, conce-
bido en gran medida como una construcción académica, a menudo encuentra severas dificultades 
para materializarse en el complejo ámbito jurídico-político.

2.3. La politicidad del Derecho espacial y el Plan Nacional Espacial

Al realizar un análisis comparativo con el derecho aeronáutico, se observa que uno de sus rasgos 
fundamentales es la politicidad, es decir, la influencia que la política ejerce sobre la legislación aero-
náutica. Este efecto se debe a su conexión con el derecho internacional y la diplomacia, así como al 
uso histórico de la aviación con fines bélicos, lo que ha requerido que sea regulada y controlada por 
los estados debido a su carácter estratégico.

Aunque hoy en día, con la creciente influencia de los actores privados en el ámbito aeronáutico, 
este factor se ha vuelto más difuso, es evidente que las fluctuaciones en la coyuntura nacional e inter-
nacional continúan afectando al sector. En última instancia, este elemento de politicidad se refleja en 
lo que se conoce como «política aérea», la que ha sido definida como «el conjunto de principios y 
normas que regulan la orientación definida del Estado frente a los problemas que plantea la aero-
náutica civil»24.

En nuestro derecho nacional se aprecia la existencia de una serie de normativas que dieron forma 
a esta política, como la Ley 19.030 de 1971 que regulaba el transporte aéreo de carácter comercial, 
tanto en relación a los servicios prestados a nivel internacional como de cabotaje, y el Decreto-Ley 
12.507 de 1956, que fijaba la Política Nacional en Materia Aeronáutica y contenía disposiciones 
sobre la conducta que debía seguir el Estado nacional en relación con la aeronavegación y temas 
afines; ambas hoy derogadas por el DNU 70/2023. A su vez, el Código Aeronáutico, sancionado 
por la Ley 17.285 de 1967, rige la aeronáutica civil en todo el territorio de la República Argentina, sus 
aguas jurisdiccionales y el espacio aéreo que la cubre, e incluye previsiones específicas sobre polí-
tica aérea, particularmente en la sección dedicada a la regulación de la aeronáutica comercial y la 
explotación de los derechos de tráfico aéreo. Estas normas, junto con las reglamentaciones dictadas 
por la Administración Nacional de Aviación Civil (ANAC) —autoridad aeronáutica del país creada 
por el Decreto 239/07—, son las que regulan la aviación en nuestro país.

De este modo, es posible proyectar el carácter político observado en la aeronáutica al ámbito 
espacial, puesto que este último también se encuentra ampliamente influenciado por la política 
nacional e internacional. Esta influencia se ve particularmente acentuada por la necesidad de coo-
peración en los diferentes desarrollos espaciales, considerando los costos y plazos requeridos para 
su ejecución. En consecuencia, y atendiendo a la importancia de la planificación estratégica de las 
actividades espaciales, se puede hablar de «política espacial», entendida esta como «toda política 
tendiente a lograr los objetivos espaciales...»25.

24	 Folchi, M. (2015). Tratado de derecho aeronáutico y política de la aeronáutica civil (Tomo 1). Astrea, 29.
25	 Blinder, D. (2017). «Argentina en el espacio: política internacional en relación a la política tecnológica y 

el desarrollo industrial». Revista de Relaciones Internacionales, Estrategia y Seguridad, 12(1). https://doi.
org/10.18359/ries.2468, 162.
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Como se destacó al inicio de este trabajo, uno de los grandes hitos en el campo espacial argen-
tino fue la creación de la CONAE mediante el Decreto 995/1991. Este organismo, de carácter civil, 
reemplazó lo que hasta ese momento había sido la Comisión Nacional de Investigaciones Espaciales 
(CNIE), que estaba bajo la órbita de la Fuerza Aérea26. Como agencia espacial nacional, la CONAE 
se encarga de diseñar, ejecutar, controlar, gestionar y administrar proyectos y emprendimientos 
en materia espacial en el país. Además, tiene la fundamental misión de redactar y proponer el Plan 
Nacional Espacial y, una vez aprobado, de administrarlo y ejecutarlo.

Este documento, que planifica la política espacial nacional, tuvo una primera versión aprobada 
por el Decreto 2076/94 que abarcó el período 1995-2006. Posteriormente, se realizaron dos 
revisiones: la primera, sancionada por el Decreto 1330/99, que cubrió el período 1997-2008; y la 
segunda, aprobada mediante el Decreto 532/05, que comprendió los años 2004-2015. Los planes 
espaciales declaraban al desarrollo de la actividad espacial en el país como política de Estado y le 
otorgaban prioridad nacional. Asimismo, fijaban toda una serie de lineamientos referidos a los pro-
gramas científicos en desarrollo y a desarrollarse, al beneficio económico de las actividades espacia-
les, a los asuntos jurídicos, de cooperación y de relaciones internacionales, a los «cursos de acción» 
—con objetivos a corto, mediano y largo plazo— y, por último, al presupuesto disponible para su 
implementación.

Lamentablemente, existe cierta incertidumbre en torno al último Plan Nacional Espacial, que 
debería haber contemplado el período 2016-2027. Según lo expuesto en la propia página oficial 
de CONAE, se explicita que esta agencia presentó una versión preliminar del mismo al Poder Ejecu-
tivo Nacional27. No obstante, hasta la fecha28, este no ha sido aprobado ni se ha hecho público su 
borrador. En línea se encuentran únicamente referencias incompletas a su posible contenido, tales 
como un video institucional subido a la plataforma YouTube titulado «El Plan Espacial Nacional 2016-
2027»29 y una solicitud de informes de un senador donde se formulan ciertas preguntas relativas a 
este documento, pero sin acompañarse el mismo30.

En forma más reciente, fue publicada una noticia por parte de la propia agencia que hacía refe-
rencia a una nueva actualización del Plan Espacial Nacional que abarcaría el período 2021-203031, 
sin embargo, tampoco han existido novedades sobre esta última versión. Por último, en diciembre 
de 2025, se presentaron las «Bases para el Desarrollo Espacial Argentino», donde se planteó una 
hoja de ruta del ecosistema espacial nacional y se hizo referencia a la necesidad de «un nuevo plan 
espacial que esté a la altura de las transformaciones tecnológicas que vivimos (…) elaborado con 
todo el ecosistema, donde los emprendedores, las empresas y el talento argentino sean protagonis-

26	 CONAE. (s.f.). Antecedentes. https://www.argentina.gob.ar/ciencia/conae/misiones-espaciales
27	 CONAE. (s.f.). Plan Espacial Nacional. https://www.argentina.gob.ar/ciencia/conae/plan-espacial. 
28	 La última consulta a la página web oficial fue realizada en febrero de 2026.
29	 TÉLAM. (5 abril de 2017). «El Plan Espacial Nacional 2016-2027» [Video]. YouTube. https://www.youtu-

be.com/watch?v=QVsIHFvFAP0yt
30	 Crexell, L. (2018). Proyecto de comunicación que solicita informes sobre diversas cuestiones referidas al 

Plan Espacial Nacional 2016-2027 (Expediente N.º 1923/18). Senado de la Nación Argentina. https://
www.senado.gob.ar/parlamentario/comisiones/verExp/1923.18/S/PC

31	 CONAE. (2021). «El Plan Nacional Espacial cumple 27 años». https://www.argentina.gob.ar/noticias/
el-plan-nacional-espacial-cumple-27-anos
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tas y lideren el crecimiento de la economía espacial argentina»32. Este documento no se encuentra 
publicado y solo fue presentado en conferencia de prensa, por lo que se puede considerar el mismo 
como únicamente una declaración gubernamental sin rango normativo que no reemplaza la necesi-
dad de sanción del instrumento fundamental aquí analizado.

Otro indicio sobre la suerte del Plan Espacial se encontró al analizar el Decreto 242/16, que dis-
puso la transferencia de la CONAE a la órbita del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación 
Productiva (medida revertida posteriormente por el Decreto 8/2023, que transfirió la agencia a la 
Jefatura de Gabinete), dado que en su artículo 3 hace referencia a la «Entidad 106 – Comisión Nacio-
nal de Actividades Espaciales (CONAE)», modo en el que se designa a este ente en el detalle del 
presupuesto nacional.

En relación con esto último, al analizar las leyes de presupuesto de los últimos años, se advierte 
que hasta el año 2018 se hacía mención, en los considerandos, de la nueva versión del Plan Espacial 
Nacional para el período 2016-202733. Pese a ello, en el presupuesto del año 2019, esta referencia 
se encuentra ausente y solo se habla del plan en forma genérica, detallándose la política presupues-
taria a ejecutar únicamente durante el período de vigencia de la norma, es decir, en el plazo de un 
año34. Esta omisión también se repitió en los años posteriores35.

Por otra parte, en el año 2021 se efectuó un pedido de acceso a la información pública en los 
términos del artículo 2 de la Ley 27.275, donde se solicitó a la CONAE la versión preliminar del Plan 
Espacial Nacional 2016-2027. La respuesta obtenida se limitó a reiterar la información disponible en 
la página web oficial de la agencia. En suma, en la actualidad, vencido el plazo del Decreto 532/05 
(que aprobaba el Plan Espacial para el período 2004-2015), no se cuenta con un marco político claro 
en esta área estratégica. A la fecha también se encuentra en trámite otro pedido solicitando la publi-
cación del documento «Bases para el Desarrollo Espacial Argentino».

En definitiva, esta acefalía reglamentaria acarrea consecuencias significativas, debido a que la 
falta de un plan vigente desdibuja la prioridad nacional de la materia. Esto permite afirmar que, en 
consideración a la tesis central de este trabajo, mientras la política espacial no cuente con un anclaje 
constitucional que exija la vigencia y renovación periódica de sus leyes de base, su desarrollo seguirá 
supeditado a los vaivenes y omisiones de la coyuntura política

32	 Jefatura de Gabinete de Ministros. (2025). «Se presentaron las Bases para el Desarrollo Espacial Argen-
tino». https://www.argentina.gob.ar/noticias/se-presentaron-las-bases-para-el-desarrollo-espacial-ar-
gentino

33	 Secretaría de Hacienda, Ministerio de Economía. (2019). Entidad 106: Comisión Nacional de Activida-
des Espaciales. https://www.economia.gob.ar/onp/documentos/presutexto/ley2019/jurent/pdf/
D19E106.pdf

34	 Secretaría de Hacienda, Ministerio de Economía. (2019). Entidad 106: Comisión Nacional de Activida-
des Espaciales. https://www.economia.gob.ar/onp/documentos/presutexto/ley2019/jurent/pdf/
D19E106.pdf

35	 Secretaría de Hacienda, Ministerio de Economía. (2024). Entidad 106: Comisión Nacional de Activida-
des Espaciales. https://www.economia.gob.ar/onp/documentos/presutexto/proy2024/jurent/pdf/
P24E106.pdf
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Por último, dejando de lado las referencias a la última versión del plan, se procederá a realizar un 
breve análisis de la primera versión del Plan Espacial Nacional, establecido por el Decreto 2076/94, 
junto con menciones a las posteriores revisiones aprobadas. En su estructura, la primera edición de 
esta norma se dividía en 8 títulos: 1) Introducción; 2) Marco Conceptual; 3) Políticas y asuntos jurí-
dicos y relaciones internacionales; 4) Actividades espaciales previstas; 5) Las acciones de CONAE; 
6) Objetivos principales; 7) Cronograma y presupuesto; 8) Metodología para la revisión periódica 
del plan.

De estos apartados es importante resaltar especialmente los siguientes:

- Sección 3: Se presenta al Plan Espacial Nacional como un proyecto nacional y se reconoce la 
participación, directa o indirecta, de un sinnúmero de actores sociales, tales como el sistema pro-
ductivo y científico nacional, el gubernamental y el académico. Esta enumeración no es taxativa y se 
prevé la incorporación de otros grupos humanos.

A su vez, se enfatiza en todo lo relacionado con la cooperación internacional y la integración 
regional, especialmente con el MERCOSUR (cabe recordar que por aquellos años este sistema de 
integración estaba en sus inicios). También se hace mención al uso pacífico de la tecnología espacial 
y a la participación en la COPUOS y en el Régimen de Control de Tecnología Misilística (MTCR).

- Secciones 5, 6 y 7: En estos apartados se destacan los cursos de acción de la CONAE, se defi-
nen ciertos conceptos de manera dogmática, se detalla la ejecución presupuestaria y se establecen 
las etapas en las cuales se llevarán a cabo los objetivos: i) Tareas en curso (1995-1996); ii) Corto plazo 
(1997-2000); iii) Mediano plazo (2001-2006); iv) Largo plazo (posterior a 2006).

- Sección 8: Esta última parte describe la metodología para la actualización y renovación del 
Plan Espacial, precisando que su revisión debe efectuarse cada dos años y que, en cada oportu-
nidad, su alcance debe ampliarse por un período bienal adicional. El objetivo de este proceso es 
asegurar que el plan mantenga una visión o meta que abarque al menos diez años en el futuro, 
ajustándose a las condiciones económicas imperantes y contemplando tanto los avances tecnoló-
gicos globales como los logros de la cooperación internacional para la evaluación y programación 
de nuevas misiones.

Esta planificación resulta especialmente relevante, ya que concibe las políticas espaciales como 
una tarea de Estado a desarrollarse en un horizonte decenal, superando así el esquema coyuntural 
de los períodos de gobierno que, tras la reforma de 1994, corresponde a cuatro años para el Poder 
Ejecutivo.

Por su parte, la revisión efectuada por el Decreto 1330/99 para el período 1997-2008 mantiene, 
en líneas generales, los postulados básicos, actualizando aspectos relacionados con la oferta de ser-
vicios por terceros y planteando modificaciones en los sistemas satelitales y la infraestructura terrena 
para adaptarse a nuevas realidades. Cabe destacar que se eliminan de la sistematización de la norma 
los apartados referidos a cuestiones dogmáticas —como el marco conceptual y el de políticas y rela-
ciones internacionales—, procediendo directamente a legislar sobre los objetivos y cursos de acción 
para la nueva franja temporal. Del mismo modo, no se modifica la sección dedicada al proceso de 
modernización periódica del Plan Espacial.



27CUADERNOS DIGITALES DE DERECHO AERONÁUTICO Y ESPACIAL | N.º 2 
ISBN ELECTRÓNICO:

 ANDRES PIENIZZIO 

La Constitución Nacional argentina y el derecho del espacio ultraterrestre...

Finalmente, la segunda revisión, aprobada mediante el Decreto 532/05 y que comprendió el 
período 2004-2015, se constituyó como la versión más completa del Plan Espacial hasta la fecha. 
Al respecto, si bien mantuvo el núcleo básico y los principios rectores de los documentos anteriores 
(sin realizar modificaciones en lo que no estuviera expresamente previsto), planteó que, a partir de la 
propia ejecución del programa, se recogieron experiencias valiosas que ampliaron el conocimiento 
disponible y generaron la imprescindible adecuación del mismo a las condiciones actuales. Esta 
actualización resulta lógica, debido a que desde la década de los 90 hasta la entrada en el nuevo 
siglo se concretaron y finalizaron numerosas misiones espaciales.

En lo referido a la nueva estructura planteada, esta se resume en los siguientes capítulos: 1) Marco 
conceptual; 2) Contenido programático del plan; 3) Los cursos de acción; 4) Metas, cronograma y 
estimación presupuestaria. Sobre estos se pone de relieve lo siguiente:

- Sección 1: Se procede nuevamente a establecer una sección conceptual que presenta un marco 
actualizado, caracterizado por el reconocimiento de la necesidad de: i) establecer el papel de la 
CONAE como asesora del Poder Ejecutivo Nacional en materia de tecnología espacial; ii) promover 
el uso de la tecnología espacial en diversas acciones de gobierno; iii) satisfacer las demandas de los 
sectores económicos y de la sociedad en materia de información de origen espacial; iv) fortalecer los 
vínculos de la CONAE con la comunidad científica y educativa; v) intensificar la relación de la agencia 
con la sociedad.

Asimismo, se hace hincapié en la esencialidad de la cooperación internacional a través de 
la CONAE como organismo especializado. Se exhibe la vinculación de la agencia con el sistema 
socioeconómico, científico y tecnológico nacional, con los usuarios de información espacial y con la 
capacitación de recursos humanos. Además, se presenta al Plan Espacial como un proyecto de inver-
sión que genera beneficios económicos directos —relacionados con el aumento de la recaudación 
impositiva por la explotación de información— e indirectos —provenientes del uso no espacial de 
desarrollos innovativos y de la experiencia técnica adquirida—.

- Sección 3 y 4: De igual modo que en las normativas anteriores, se realiza una división tem-
poral de las tareas en tres etapas, donde el presupuesto asignado guarda estricta relación con los 
cursos de acción previstos: i) En curso (2004-2005); ii) Corto plazo (2006-2009); iii) Largo plazo 
(2010-2015).

A nivel conceptual, el diseño institucional de la política espacial argentina refleja fielmente lo que 
Sagasti remarcó al analizar el proceso de planificación científica y tecnológica. Según el mencio-
nado autor, el proceso se encuentra signado por diversos principios rectores, dentro de los cuales 
se destacan: la continuidad (conjunto de situaciones interrelacionadas y previstas), la participación 
(involucramiento de los usuarios, el gobierno y la comunidad científica), la integración (vinculación 
entre los aspectos económicos, educativos, científicos y tecnológicos), la coordinación y coherencia 
interna (diseño institucional y estructural adecuado entre las organizaciones involucradas), y la expe-
rimentación y adaptación (toma de medidas para interpretar los cambios de forma anticipada y real 
dentro de un marco experimental y de incertidumbre)36.

36	 Sagasti, F. R. (2011). «Hacia un nuevo enfoque para la planificación científica y tecnológica». En Sabato, 
J. A., El pensamiento latinoamericano en la problemática ciencia-tecnología-desarrollo-dependencia. 
Ediciones Biblioteca Nacional, 419-422.
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En mayor o menor medida, todas estas pautas se encuentran presentes en la planificación espacial 
nacional. Sin embargo, resulta evidente que han existido inconsistencias en los tiempos de revisión 
entre las diversas ediciones, cuyo mecanismo está expresamente previsto en la última parte del Decreto 
2076/94, como fuera analizado en los párrafos anteriores. El principal inconveniente radica en que este 
se ha utilizado en forma inconsistente a través de los sucesivos períodos de gobierno, lo que se manifiesta 
en la existencia de lapsos superiores a dos años entre los decretos y las ediciones del Plan Espacial Nacio-
nal. Esto, sumado al limbo en el cual se encuentra la última versión del plan espacial para el período en 
curso (años 2016-2027), marca un lamentable antecedente que, de mantenerse, hará mucho más difícil 
el desarrollo de proyectos satelitales de gran envergadura y del siempre deseado vector de lanzamiento 
nacional, todo lo que requiere una considerable inversión de tiempo, materiales y recursos humanos.

En definitiva, puede concluirse que el Plan Espacial Nacional constituye una verdadera política de 
Estado extendida en el tiempo, respecto de la cual no abundan ejemplos similares en nuestro país. Esta 
continuidad es fundamental, ya que la naturaleza de los desarrollos espaciales —como satélites, vec-
tores de lanzamiento e infraestructura terrena— exige una estabilidad plurianual debido a su extrema 
complejidad tecnológica y la cuantiosa inversión de recursos humanos y materiales que requieren.

3. Experiencias constitucionales nacionales 
y en el derecho comparado

3.1. Análisis de la Constitución de 1949

Es evidente que en la experiencia constitucional argentina no se hallan antecedentes que con-
templen al derecho espacial, por lo que resulta esencial estudiar precedentes análogos. De este 
modo, el análisis de lo que fue la Constitución de 1949 constituye un excelente ejemplo de cómo 
el derecho nacional intentó adaptarse a la regulación de nuevas tecnologías. En este sentido, es 
oportuno añadir que no se puede separar la legislación de los procesos políticos y coyunturales que 
marcaron la época de su promulgación. Toda normativa es producto de su tiempo histórico y, a 
menudo, se presenta como la concreción escrita de cambios sociales impulsados por actores de 
la sociedad civil o de grupos políticos influenciados por ideologías con principios muy marcados.

Para abordar la Constitución justicialista, resulta necesario contextualizar el gobierno que le dio 
origen. En consecuencia, cabe destacar que el primer mandato de Juan Domingo Perón, iniciado en 
1946, coincidió plenamente con la posguerra y el inicio del orden bipolar. Este período se caracte-
rizó por un avance tecnológico desmesurado producto de los desarrollos en el arte de la guerra que 
ahora se proyectaban en la sociedad civil.

A su vez, en el ámbito de la aviación, se produjo el traspaso de todo el material aeronáutico  
—principalmente aviones de transporte— del ámbito militar al civil. Este proceso, sumado a la firma 
del Convenio de Chicago en 1944, marcó el verdadero comienzo de la historia de la aeronáutica civil 
y el establecimiento de un marco legal internacional para la política aerocomercial. Dicho marco, 
definido por las famosas «libertades del aire» y el proceso de bilateralismo aéreo, dio origen a miles 
de tratados internacionales entre diversos países a lo largo de las siguientes décadas37.

37	 Folchi, M. (2015). Tratado de derecho aeronáutico y política de la aeronáutica civil (Tomo 1). Astrea, 9.
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En este aspecto, el propio presidente al momento de propiciar la reforma constitucional 
manifestó:

«La estabilidad es condición fundamental de toda Constitución, pero ella no ha de ser tal, que sufra 
en su perfectibilidad, que está en razón directa a su evolución. La Constitución no puede ser artículo de 
museo que cuanto mayor sea su antigüedad, mayor es su mérito y no podemos aceptar sin desmedro, 
que, en la época de la navegación estratosférica, que nos permite trasladarnos a Europa en un día, noso-
tros usemos una Constitución creada en la época de la carreta, cuando para ir a Mendoza debíamos 
soportar un mes de viaje»38.

La referencia que se hace a la navegación aérea es significativa e incluso curiosa, dado que en 
nuestra Constitución Nacional no existe, hasta el presente, ningún tipo de mención a otros medios 
de transporte que no sean carruajes, buques o animales de carga. Dicho de otro modo, tanto las 
palabras citadas anteriormente como el derogado texto constitucional, sancionado hace más de 50 
años, son en muchos aspectos más modernas que nuestra legislación constitucional actual. Como es 
sabido, la constitución que hoy nos rige es, en su esencia y espíritu, la misma que fuera promulgada 
en el año 1853, con las reformas parciales de 1860, 1866, 1898, 1957 y 1994.

Como explica el profesor Lorenzo, la originaria Constitución de nuestro país reflejaba en su arti-
culado los aspectos sustanciales del denominado constitucionalismo liberal39. Sin embargo, esta 
concepción de la Norma Fundamental como una salvaguarda de las libertades individuales y del 
principio de igualdad ante la ley era una entelequia abstracta que dejaba de lado las condiciones 
reales de existencia de los hombres y entraba en profundas contradicciones cuando las leyes se 
aplicaban indistintamente a aquellos que poseían y a aquellos que no. Al respecto, era imposible 
desconocer, en pleno siglo XX, que los avances técnicos y científicos que se venían produciendo 
desde hacía décadas, y que habían dado paso a la consiguiente revolución industrial y a la nueva 
organización capitalista de producción de bienes y servicios, generaron situaciones de fricción que 
pusieron de relieve lo que se bautizaría como «la cuestión social»40.

Este drástico cambio en el entramado productivo y social fue un elemento presente en los dos 
conflictos mundiales que marcaron a sangre y fuego la primera mitad del siglo pasado. A su vez, 
el avance de la maquinaria bélica e industrial aumentó de manera inconmensurable la destrucción 
que las guerras ya de por sí generaban en las poblaciones. Todo esto, junto con los cambios en los 
balances de poder que se produjeron entre las naciones tras el último conflicto global, es algo que 
todavía se percibe hasta nuestros días y que moldea el mundo donde vivimos.

Por su parte, en el plano jurídico, estas corrientes de cambio darían origen al llamado «constitu-
cionalismo social», el cual se reflejó en constituciones como la de la República de Weimar (1919), 
Austria (1920) y México (1917). La Constitución de 1949, con los matices que se abordarán más ade-
lante, también se inscribe en este proceso. Esta nueva corriente se caracterizaba por tres aspectos:

- Los derechos sociales: si las constituciones liberales habían puesto el foco en los derechos 
individuales (vida, libertad, propiedad, etc.), conocidos también como «derechos de primera gene-

38	 Arzac, A. (2011). La constitución justicialista de 1949. Fabro, IX.
39	 Lorenzo, C. (1999). Manual de historia constitucional argentina (Vol. 3). Ed. Juris, 163.
40	 Lorenzo, C. (1999). Op. Cit., 163-164.
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ración», las nuevas normas fundamentales integraron los derechos vinculados con el ser humano 
en sociedad, o «derechos de segunda generación» (trabajo, jornada laboral limitada y salario justo, 
descanso, salud, vivienda, educación, protección de la familia, etc.);

- La función social de la propiedad: si la primera corriente constitucional se había caracteri-
zado por una concepción absoluta del derecho de propiedad, esta nueva etapa le otorgaría a la 
propiedad un rol social. En otras palabras, el uso de un fundo no debía realizarse únicamente en 
beneficio del individuo —su propietario—, sino que su utilización debía ser favorable a los intereses 
de la sociedad en la que se encuentra, teniendo como fin último el bien común.

- Un Estado intervencionista: a diferencia de la concepción del laissez faire, laissez passer  
—dejar hacer, dejar pasar—, que atribuía al Estado una mera función de gendarme de los intereses 
de los particulares, ahora se le dotaría de funciones destinadas a supervisar, controlar y participar en 
el proceso productivo, y en la difusa quimera llamada mercado. Dicho de otro modo, ahora la inter-
vención estatal en la economía se llevaría a cabo con el fin último de mitigar los efectos adversos que 
esta tenía en los sectores más vulnerables de la sociedad41.

Procediendo con el análisis de la derogada constitución, encontramos los siguientes artículos a 
destacar:

- La función social de la propiedad, el capital y la actividad económica (artículos 38, 39 y 
40):

«Art. 38 - La propiedad privada tiene una función social y, en consecuencia, estará sometida a las 
obligaciones que establezca la ley con fines de bien común (...) Art. 39 - El capital debe estar al servicio 
de la economía nacional y tener como principal objeto el bienestar social (...) Art. 40 - La organización 
de la riqueza y su explotación tienen por fin el bienestar del pueblo, dentro de un orden económico con-
forme a los principios de la justicia social. El Estado, mediante una ley, podrá intervenir en la economía y 
monopolizar determinada actividad, en salvaguardia de los intereses generales (...) Los servicios públi-
cos pertenecen originariamente al Estado, y bajo ningún concepto podrán ser enajenados o concedidos 
para su explotación. Los que se hallaran en poder de particulares serán transferidos al Estado (...) cuando 
una ley nacional lo determine»42.

Como se ha subrayado, con estos artículos se configuraba un nuevo orden económico dentro 
de un esquema político que buscaba, a través de la justicia social, equilibrar el uso personal de la 
propiedad con las exigencias del bien común43.

La mención que se hace de los servicios públicos no es menor, ya que, a mediados de la década 
de 1940, estaba en boga la doctrina elaborada por el Dr. Domingo Ferreira, la cual se sostenía en 
dos premisas: la propiedad y la unidad de tráfico. Esta tesis caracterizaba al transporte aéreo inter-
nacional como un servicio público y sostenía que cada Estado era propietario del tráfico aéreo que 

41	 Lorenzo, C. (1999). Op. Cit., 164-165.
42	 Arzac, A. (2011). Op. Cit., 73-74.
43	 Biocca, S. M. (2015). «Sistema económico en la Constitución de la Nación Argentina de 1949». En Chol-

vis, J. F. (Ed.), La Constitución de 1949: Vigencia de sus principios básicos y consecuencias de su deroga-
ción. Honorable Cámara de Diputados de la Nación, 223.
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originaba44. Esta postura fue luego discutida por entender que el tráfico aéreo no puede ser objeto 
de titularidad estatal ni privada, y que son los servicios de tránsito aéreo (comunicaciones e informa-
ciones, meteorología e iluminación y balizamiento), y no el tráfico aéreo en sí, los que se constituyen 
como un verdadero servicio público —lo que no excluye su concesión45—.

De todos modos, en la dispersa legislación argentina encontramos normas que caracterizan 
al transporte aerocomercial como servicio público, como el Decreto 1238/03 o la derogada Ley 
19.030. Otras, como la versión actual de nuestro Código Aeronáutico (Ley 17.285, modificada por el 
DNU 70/23), definen a la aeronáutica civil aerocomercial como un servicio esencial. Cabe recordar 
que, como antecedente a este último, existió la Ley 14.307 que dio origen en 1954 al anterior Código 
Aeronáutico. Este cuerpo normativo reflejaba las ideas predominantes del momento y adoptaba, en 
su artículo 98, la concepción del monopolio estatal para la creación y explotación de los servicios 
de transporte aéreo, permitiendo la participación de la actividad privada solo en aspectos limitados. 
En palabras de Videla Escalada, esta intervención cada vez mayor del Estado era incluso anterior a la 
sanción de la Constitución de 1949 y reflejaba el clima de la época46.

En definitiva, no es intención entrar en el debate sobre este aspecto, pero sí es importante remar-
car que la visión de la Constitución justicialista le otorgaba un rol preponderante al Estado. Esto 
plantea el interrogante ineludible sobre qué sucederá cuando la actividad espacial pase de ser pro-
movida casi exclusivamente por los Estados a ser liderada masivamente por actores privados. En 
este escenario será crucial el desarrollo de un marco regulatorio adecuado que garantice un uso 
responsable, equitativo y sostenible del espacio.

- Atribuciones del Congreso (artículo 68, incisos 11, 16 y 26):

«Art. 68 - Corresponde al Congreso: (...) 11. Dictar los códigos Civil, de Comercio, Penal, de Minería, 
Aeronáutico, Sanitario y de Derecho Social (...) 16. Proveer lo conducente a la prosperidad del país (...) y 
el establecimiento de otros medios de transporte aéreo y terrestre (...) 26. Ejercer una legislación exclu-
siva sobre todo el territorio de la Capital de la Nación (...) para establecer fortalezas, arsenales, aeródro-
mos, almacenes u otros establecimientos de servicios públicos o de utilidad nacional»47.

Como se aprecia, se asignaban al Congreso Nacional diversas potestades vinculadas con la acti-
vidad aeronáutica, tanto en lo que respecta a su regulación, como a su promoción y fomento. En 
este contexto, despierta particular interés el inciso 11, conocido como la «cláusula de los códigos» 
(actual artículo 75, inc. 12), el cual expresamente estipulaba la sanción de un Código Aeronáutico; 
disposición que la doctrina también ha denominado como «cláusula aeronáutica»48.

Esta norma no permaneció intacta tras la derogación de la Constitución, y resulta incluso sorpren-
dente que la Convención Constituyente de 1957 haya incorporado al listado el Código de Trabajo y 
Seguridad Social, pero no haya conservado el Código Aeronáutico. No obstante, esto puede expli-
carse por el carácter caótico del proceso constituyente, que dejó sin efecto la Constitución justi-

44	 Arana Tagle, L. A. (2014). Op. cit.
45	 Folchi, M. (2015). Op. cit., 169-170.
46	 Videla Escalada, F. N. (1969). Derecho aeronáutico (Vol. 1). Editorial V. P. de Zavalía, 440-441.
47	 Arzac, A. (2011). Op. Cit., 80-82.
48	 Capaldo, G. (2017). Op. Cit., 78.
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cialista en todos sus aspectos y retrotrajo la Norma Fundamental al texto de 1853, junto con sus 
reformas de 1860, 1866 y 1898. Además de este cambio, la Convención incorporó el artículo 14 bis, 
relativo a los derechos laborales y sindicales49.

Todo esto pone de manifiesto, junto con lo establecido en los citados incisos 16 y 26, el foco en la 
modernización tecnológica que imponía el texto constitucional derogado. Esto es algo indudable-
mente puede servir como antecedente histórico para justificar el fomento de la actividad espacial a 
nivel constitucional, ya que, como se verá en el último apartado de este capítulo (donde se exami-
nará el derecho comparado), existen cláusulas internacionales de este tipo que estipulan la sanción 
de códigos espaciales y el fomento expreso de dicha actividad.

- Otras menciones al ámbito aeronáutico (Artículos 11, 12 y 95):

Como último punto, corresponde hacer una breve mención a otros artículos que también abor-
dan la cuestión aérea:

«Art. 11 - Los artículos de producción o fabricación nacional o extranjera (...) estarán libres de los dere-
chos llamados de tránsito, estándolo también los vehículos, ferrocarriles, aeronaves, buques o bestias 
en que se transporten (...) Art. 12 - Los buques o aeronaves destinados de una provincia a otra no serán 
obligados a entrar, anclar, descender, amarrar ni pagar derechos por causa de tránsito»50.

Estos dos artículos —en conjunto con los artículos 9 y 10— trataban sobre la prohibición de adua-
nas internas, la libre circulación de mercaderías y los derechos de tránsito. La novedad radicaba en 
la inclusión de las aeronaves y vehículos, una actualización lógica para una constitución del siglo XX, 
sancionada post Revolución Industrial. De cara a una futura reforma que contemple el derecho espa-
cial, resultaría innecesario que esta enumeración contemple a los vehículos espaciales o vectores de 
lanzamiento, ya que su propia naturaleza técnica determina que los desplazamientos que realizan 
sean eminentemente verticales, es decir, más allá del espacio aéreo nacional. En otras palabras, no 
es lógico pensar en actividad espacial en un contexto de cabotaje.

En lo que respecta a las atribuciones del Poder Judicial y las cuestiones asociadas a la jurisdicción 
federal para dirimir conflictos aeronáuticos, se establecía lo siguiente:

«Art. 95 - Corresponde a la Corte Suprema de Justicia y a los tribunales inferiores de la Nación el 
conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución; por 
las leyes de la Nación (...) de las causas concernientes a embajadores, ministros plenipotenciarios y cón-
sules extranjeros; de las de almirantazgo y jurisdicción marítima y aeronáutica»51.

Esta norma es análoga al actual artículo 116 de la Constitución Nacional. La diferencia clave radica 
en que específicamente determinaba que los litigios que versen sobre la materia aeronáutica son de 
jurisdicción federal, algo que no surge del texto vigente y que genera conflictos hasta el día de hoy, 
especialmente en cuestiones de derecho del consumidor. Aunque el Código Aeronáutico actual 
resuelve este vacío de forma parcial mediante sus artículos 197 y 198 —los cuales declaran como 

49	 Petrocelli, H. (2009). Historia constitucional argentina (Vol. 2). UNR Editora, 164.
50	 Arzac, A. (2011). Op. Cit., 60.
51	 Arzac, A. (2011). Op. Cit., 90-91.
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materia de legislación nacional todo lo relativo a la circulación aérea y establecen la competencia 
federal—, la realidad incontrastable es que no existe normativa constitucional vigente que haga refe-
rencia directa a la aviación.

Sobre este tema, Capaldo señaló que, al excluirse la reforma de 1949, el texto constitucional 
quedó huérfano de referencias a la aviación civil, una omisión que no se subsanó en las reformas 
de 1957 y 1994. Esto ha llevado a que la distribución de competencias y la jurisdicción aeronáutica 
entre el Estado federal y las provincias sea una cuestión que ha quedado implícitamente delegada 
al intérprete52, sobre todo teniendo en cuenta que las provincias conservan todo el poder no dele-
gado al gobierno federal53.

En síntesis, nuestra actual Constitución se presenta, en muchos aspectos, como desfasada de la rea-
lidad aeronáutica, y en adición, también de la actividad espacial. En el pasado, existió una constitución 
que en parte solucionaba lo relativo a la actividad aérea, la de 1949, pero fue derogada en su totalidad 
por el gobierno de facto a través de una «proclama» en el año 1956; un hecho calificado como insólito 
en nuestra historia constitucional54. Asimismo, su final definitivo ocurrió con la reforma de 1994, la cual, 
a pesar de su relativa modernidad (para entonces la CONAE ya tenía casi tres años de existencia y se 
había aprobado el primer Plan Espacial Nacional), no profundizó en materias ajenas al núcleo de coin-
cidencias básicas llamado «Pacto de Olivos», acordado entre los dos partidos mayoritarios de aquella 
época. Así, se sepultó, de una vez y para siempre, cualquier posibilidad de resurgimiento de la Consti-
tución de 1949, y se le dio legitimidad a la Convención Constituyente de 1957.

3.2. Los objetos celestes y la Constitución chaqueña de 1994: 
un caso de estudio para comprender la legislación interna

Antes de ingresar al ámbito jurídico, es conveniente mencionar un sitio geológico de gran interés 
astronómico que se encuentra en nuestro país, ubicado en una región comprendida entre el este de 
Santiago del Estero y el oeste del Chaco, conocido como «Campo del Cielo». Esta zona, que abarca 
una extensión de 1.350 km², es un lugar donde se encuentra una gran cantidad de meteoritos de 
composición metálica, producto de la desintegración de un asteroide de 3 metros de diámetro y 
840 toneladas, hace aproximadamente unos 4.000 años55.

El origen extratelúrico de estos objetos celestes ha dado lugar a mitos y leyendas que se remon-
tan a la época precolombina y que, incluso, forman parte de la cosmovisión de algunos pueblos 
originarios. En relación con esto, una integrante de la comunidad mocoví expresaría que:

«En el lugar donde cayó esa piedra se estableció el cementerio, donde nosotros enterrábamos a 
los miembros de nuestra comunidad que partían de esta tierra, por lo que los meteoritos siempre, para 

52	 La citada autora encuentra en los artículos 9, 26, 27, 75 (incisos 13 y 18), 116 y 126 (numeración de la actual 
Carta Magna, pero que se encuentran igualmente redactados en la Constitución de 1853/1860) referen-
cias que permiten inferir la competencia del gobierno nacional. Capaldo, G. (2017). Op. cit., 83-88.

53	 Capaldo, G. (2017). Op. Cit., 77-79.
54	 Petrocelli, H. (2009). Op. Cit., 162.
55	 Acevedo, R. D. y Rocca, M. (2011). «Catálogo de los meteoritos hallados en territorio argentino». Revista 

Historia Natural, 1(1). Fundación Félix Azara. https://ri.conicet.gov.ar/handle/11336/13202, 21.
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nosotros, significaron algo muy importante, como indígenas lo vemos como una parte o extensión del 
cielo que cae a la tierra, eso trae para nosotros buena suerte, buena energía, abundancia, es por eso que 
nuestra comunidad se funda alrededor de una de estas piedras, consideradas desde nuestra cosmovi-
sión indígena como sagradas»56.

Luego, en la época colonial, se llevaron a cabo varias expediciones para localizar el meteorito 
conocido como «Mesón de Fierro», siendo la más destacada la realizada por Miguel Rubín de Celis 
en 1783. Hasta la fecha, su ubicación sigue siendo desconocida; en su momento, se lo consideraba 
el de mayor tamaño, con un peso estimado de 16 toneladas. No obstante, las numerosas explora-
ciones permitieron hallar otros meteoritos de dimensiones aún mayores, como «El Chaco» y «Gan-
cedo», de 28 y 39 toneladas, respectivamente57.

La relevancia de estos meteoritos se debe a varios factores. En primer lugar, su valor histórico y 
la influencia cultural que ejercen sobre las comunidades autóctonas cercanas a Campo del Cielo58. 
En segundo lugar, su importancia como recurso natural, ya que, en su momento, su composición 
metálica lo hacía ideal para la fabricación de herramientas. De hecho, según consta en los diarios de 
las expediciones organizadas en busca del Mesón de Fierro, este era mencionado con frecuencia 
como si se tratara de una mina59 . Por último, su valor científico, dado que el estudio fisicoquímico 
de sus propiedades permite conocer más sobre el origen del universo y nuestra posición dentro del 
cosmos.

De todos modos, no se puede dejar de mencionar otro factor que no fue señalado anteriormente 
por considerarse de menor relevancia, pero que, a su vez, no debe ser ignorado: su comercializa-
ción como objetos de coleccionismo y orfebrería. Este aspecto es especialmente significativo, ya 
que representa un expolio que ha afectado a nuestro país. Como destacan Acevedo y Rocca, la 
búsqueda de los meteoritos argentinos y su posterior catalogación es una tarea sumamente dificul-
tosa, debido a que muchos de ellos han sido sustraídos y trasladados fuera del país, ingresando así 
al circuito global de tráfico y compraventa de meteoritos60.

Este fenómeno no ha mermado y, hasta el día de hoy, sigue siendo un asunto que, frecuente-
mente, se hace lugar en los medios periodísticos nacionales e internacionales61. Lamentablemente, 

56	 Bobasso, M. (2023). «El color que cayó del cielo: Una mirada jurídica del documental que analiza 
la naturaleza jurídica de los meteoritos y la relevancia de la preexistencia de los pueblos indígenas ar-
gentinos». Centro de Estudios de Derecho Aeronáutico y Espacial (CEDAE). https://cedaeonline.com.
ar/2023/03/22/el-color-que-cayo-del-cielo-una-mirada-juridica-del-documental-que-analiza-la-natura-
leza-juridica-de-los-meteoritos-y-la-relevancia-de-la-preexistencia-de-los-pueblos-i/, 8.

57	 Sellés-Martínez, J. (2020). «El registro del Mesón de Fierro en la cartografía de los siglos XVI a XIX». Revis-
ta de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, 7(1). https://revistas.unc.edu.ar/index.php/
FCEFyN/article/view/28665, 221.

58	 Existe un documental que profundiza en estos aspectos, titulado «El color que cayó del cielo», y además 
expone el intento de robo del meteorito «El Chaco» por parte del traficante norteamericano Robert Haag, 
quien contó con la ayuda de habitantes locales. Wolf, S. (Director). (2014). El color que cayó del cielo 
[Película]. IMDb. https://www.imdb.com/es/title/tt3668644/

59	 Sellés-Martínez, J. (2020). Op. cit. 214.
60	 Acevedo, R. D. y Rocca, M. (2011). Op. cit. 19.
61	 «Gendarmería frustró el robo de 1500 kilos de meteoritos en el Chaco». LA CAPITAL. (31 de mayo de 
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el tráfico está tan extendido que es posible encontrar a la venta fragmentos de meteoritos de Campo 
del Cielo en tiendas de regalos, como la que se encuentra en el Centro Espacial John F. Kennedy, 
lugar desde donde se lanzaron los cohetes Saturno V de las misiones Apolo. En la página oficial se 
pueden encontrar desde «souvenirs» que contienen fragmentos de meteoritos hasta joyería elabo-
rada con estos62.

Es por todo lo comentado anteriormente que se ha intentado proteger jurídicamente este lugar 
a través de normas nacionales y provinciales. Dentro de la legislación nacional, encontramos la Ley 
26.306, la cual establece, en sus artículos 1 y 2, que:

«Los meteoritos y demás cuerpos celestes que se encuentren o ingresen en el futuro al territorio 
argentino, su espacio aéreo y aguas jurisdiccionales son bienes culturales en los términos del primer 
párrafo del artículo 2º de la Ley Nº 25.197 (…) Los meteoritos y demás cuerpos celestes referidos en el 
artículo precedente quedan comprendidos dentro de los efectos y alcances de la ‘Convención sobre las 
medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia 
ilícitas de bienes culturales’ [UNESCO], aprobada por Ley Nº 19.943 y por la ‘Convención de UNIDROIT 
sobre Objetos Culturales Robados o Exportados Ilegalmente’, aprobada por Ley Nº 25.257».

Por su parte, el primer párrafo del artículo 2 de la Ley 25.197 de «Régimen del Registro del Patri-
monio Cultural», determina que:

«A los efectos de la presente ley se entiende por “bienes culturales”, a todos aquellos objetos, seres 
o sitios que constituyen la expresión o el testimonio de la creación humana y la evolución de la naturaleza 
y que tienen un valor arqueológico, histórico, artístico, científico o técnico excepcional. El universo de 
estos bienes constituirá el patrimonio cultural argentino...».

En este sentido, si bien es valiosa la protección que se quiso otorgar a los meteoritos a nivel nacio-
nal, la forma en que esta ley los define, sumada a una técnica legislativa que peca de tener excesivas 
remisiones, puede dar lugar a múltiples cuestionamientos.

2015). https://www.lacapital.com.ar/edicion-impresa/gendarmeria-frustro-el-robo-1500-kilos-meteori-
tos-el-chaco-n654093.html; «¿Por qué los meteoritos robados en Chaco son una joya invaluable en el 
mercado negro?». INFOBAE. (28 de mayo de 2019). https://www.infobae.com/sociedad/2019/05/28/
por-que-los-meteoritos-robados-en-chaco-son-una-joya-invaluable-en-el-mercado-negro/; «La fiebre 
del meteorito: roban cada vez más en el país y los venden a mil dólares el kilo». CLARÍN. (18 de agosto 
de 2019). https://www.clarin.com/sociedad/fiebre-meteorito-roban-vez-pais-venden-mil-dolares-ki-
lo_0_d9IMyYtxG.html; «Los ladrones de meteoritos en Argentina se frotan las manos: en eBay había 
más de los que tenemos en stock». EL PAÍS. (8 de junio de 2024). https://elpais.com/economia/nego-
cios/2024-06-08/los-ladrones-de-meteoritos-en-argentina-se-frotan-las-manos-en-ebay-habia-mas-de-
los-que-tenemos-en-stock.html; «Exponen en la Bienal del Chaco dos meteoritos que habían sido roba-
dos de Campo del Cielo, sitio de la mayor lluvia cósmica del mundo». INFOBAE. (14 de julio de 2024). 
https://www.infobae.com/sociedad/2024/07/14/exponen-en-la-bienal-del-chaco-dos-meteroritos-
que-habian-sido-robados-de-campo-del-cielo-sitio-de-la-mayor-lluvia-cosmica-del-mundo/.

62	 Hace algunos años, se envió un mensaje a la dirección de correo electrónico de esta tienda para consultar 
si conocían el origen de los productos que comercializan. Hasta la fecha, no se ha recibido respuesta. 
The Space Shop. (s.f.). Silver star meteorite earrings. https://thespaceshop.com/silver-star-meteori-
te-earrings/
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Para comenzar, es importante destacar que los dos tratados citados en la Ley 26.306 están rela-
cionados con el tráfico de bienes y objetos culturales y emplean una definición similar de los mismos, 
dividiéndolos además en diversas categorías. La Convención de la UNESCO considera como bienes 
culturales a «los objetos que, por razones religiosas o profanas, hayan sido expresamente designa-
dos por cada Estado como de importancia para la arqueología, la prehistoria, la historia, la literatura, 
el arte o la ciencia...». Dichos objetos deben pertenecer, asimismo, a colecciones y ejemplares raros 
de zoología, botánica, mineralogía, anatomía; bienes relacionados con la historia, incluida la historia 
de las ciencias y de las técnicas; entre otros.

Por su parte, el convenio de UNIDROIT establece que «los objetos culturales son aquellos que, 
por motivos religiosos o laicos, son importantes para la arqueología, prehistoria, historia, literatura, 
arte o ciencia y pertenecen a una de las categorías enumeradas en el Anexo de esta Convención». En 
dicho anexo se realiza una categorización muy similar a la del primer tratado. No obstante, cabe des-
tacar que en ninguno de los instrumentos internacionales se nombra expresamente a los meteoritos 
ni se hace referencia a otros cuerpos celestes63. Si bien esto no excluye que puedan considerarse 
dentro de la categoría de ejemplares raros de mineralogía, debido a sus particulares composiciones 
químicas, o como un bien relacionado con la historia, por su valor cultural para algunos pueblos 
originarios, o en la historia de la ciencia y tecnología, por su relevancia en investigaciones científicas.

Aun así, lo mencionado anteriormente no deja de ser cuestionable, ya que, considerando la 
amplitud de tipologías, podría existir una referencia específica a objetos celestes. Además, se suma 
a esto el concepto mismo de cultura, el cual está vinculado indefectiblemente a la influencia humana 
dentro de un entorno, es decir, no es algo producto únicamente de las fuerzas de la naturaleza, 
como un meteorito64.

Sumado a ello, se observa que en nuestra historia jurídica ha existido la postura de conside-
rar a los meteoritos como «Patrimonio Natural de la Nación» en lugar de bienes culturales. Este 
debate surgió en el seno de la Convención Constituyente de 1994, específicamente durante el tra-
tamiento del artículo 41, el cual fue incorporado en la parte dogmática de la Constitución dentro 
del capítulo de «Nuevos Derechos y Garantías». Al respecto, si se analiza el Diario de Sesiones, 
se menciona la obligación del Estado de velar por la preservación del patrimonio natural, enten-
diendo por tal «el conjunto de los paisajes, restos fósiles, aerolitos, meteoritos y demás cuerpos 
celestes que constituyen no solo bienes naturales, sino un patrimonio de valor científico muy 
importante para nuestro país»65.

Cabe destacar que el artículo finalmente sancionado es bastante amplio y hace referencia al dere-
cho a un ambiente sano, al desarrollo sostenible y la utilización racional de los recursos naturales, así 
como a la preservación del patrimonio natural y cultural, atribuyendo al Estado Nacional la obliga-

63	 Pienizzio, A. (2022b). «La naturaleza jurídica de los meteoritos y su protección legislativa». Revis-
ta de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Rosario, (26). https://rephip.unr.edu.ar/
items/473cf356-5c8c-4af6-af81-7de8ff0ee9cd, 131.

64	 Pienizzio, A. (2022b). Op. Cit. 131-132.
65	 Convención Nacional Constituyente. (1994). «Diario de sesiones: Debate sobre el artículo 41 de la 

Constitución Nacional (artículo nuevo incorporado por la reforma de 1994)». 3.ª sesión ordinaria, 13.ª re-
unión. Honorable Cámara de Diputados de la Nación. https://www4.hcdn.gov.ar/dependencias/dip/
Debate-constituyente.htm, 92.
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ción de dictar leyes que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, la 
responsabilidad de establecer normas complementarias.

En este contexto, resulta pertinente hacer un pequeño comentario sobre el uso del término 
«demás cuerpos celestes», que, como se aprecia, es utilizado tanto en el debate constituyente como 
en la Ley 26.306 y luego también se mencionaría en la jurisprudencia que se analizará a continua-
ción. Respecto a ello, como bien remarcara Cocca: «Los meteoritos no son cuerpos celestes en el 
sentido de las resoluciones y del Tratado elaborado en las Naciones Unidas. Por lo tanto, esos textos 
no le son aplicables»66. Dicho de otro modo, los meteoritos no están comprendidos dentro de los 
tratados internacionales de derecho espacial que integran el Corpus Iuris Spatialis, por lo que son 
objeto de la regulación del país donde impactan y se depositan.

Sobre esto, González Ferreiro precisa que:

«De conformidad con la Resolución 5 A de la Unión Astronómica Internacional, se consideran como 
cuerpos celestes a los «pequeños cuerpos del sistema solar» que incluyen asteroides, cometas, objetos 
transneptunianos y meteoroides (...) pero no así a los meteoritos, por tanto, se deduce que en el momento 
en el que la roca extraterrestre [meteoroide] alcanza la superficie de cualquier cuerpo celeste (incluida la 
Tierra) [meteorito] su régimen jurídico varía. La cuestión es la nueva condición que adquiere…»67.

En cambio, los «cuerpos celestes» —como la Luna, los planetas, los cometas y asteroides—, 
entendidos como objetos naturales e identificables, de extensión limitada y situados en el espacio 
ultraterrestre68, sí se encuentran sometidos a la normativa internacional. Pese a esta caracterización, 
que es la aportada por la Real Academia Española y a la que se acude a fines prácticos, resulta insos-
layable advertir que el derecho espacial adolece de una falta de consenso dogmático y normativo 
en materia de definiciones. En efecto, ante el silencio de los tratados internacionales, aún existen 
numerosas áreas en las que la comunidad jurídica no ha alcanzado un consenso básico, tales como 
la definición de «recursos espaciales» o la delimitación precisa de la frontera física y legal entre el 
espacio aéreo y el espacio exterior. Es por esto que Cocca, al entender que no existía una opinión 
unificada entre los juristas sobre lo que se entiende por cuerpo celeste, era partidario del uso del 
término «objetos en el espacio» u «objetos celestes» para referirse a los meteoritos69; en tal sentido, 
corresponde señalar que esta discusión continúa hasta la fecha70.

66	 Cocca, A. (1967). «Tratamiento legal de la materia extraterrestre». Anales de la Universidad del Salvador. 
https://racimo.usal.edu.ar/3732/, 123.

67	 González Ferreiro, E. C. (2024). «Fundamentos jurídicos para incluir la protección de los meteoritos en 
la ley del espacio española». En Meteoritos: origen, naturaleza y régimen jurídico. Ed. Colex. https://
d2eb79appvasri.cloudfront.net/erp-colex/openaccess/libros/openaccess_7728.pdf, 272-273.

68	 Real Academia Española. (s.f.). «Cuerpo celeste». Diccionario Panhispánico del Español Jurídico. https://
dpej.rae.es/lema/cuerpo-celeste

69	 Cocca, A. (1966). Condición jurídica de las cosas procedentes del espacio. Instituto de Cultura Hispáni-
ca, 14.

70	 Marboe, I. y Friedl, M. (2018). «What are space resources? What are celestial bodies? The need for refi-
ned legal definitions in view of recent regulatory efforts concerning space resources». International Insti-
tute of Space Law, 61, 749–760. https://doi.org/10.5553/IISL/2018061005009.
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Esta carencia de claridad terminológica permea tanto en las legislaciones citadas como en las 
que se estudiarán a continuación, lo cual constituye una problemática que debe ser abordada, espe-
cialmente en la regulación de fenómenos tan particulares como los vinculados al espacio exterior. El 
objetivo primordial debe ser brindar certeza jurídica, procurando que el marco legal resulte armo-
nioso con lo debatido en el plano científico. Por lo tanto, ante la falta de precisiones técnicas, lo más 
conveniente sería evitar el uso de conceptos inciertos; en esta línea, una propuesta sería eliminar 
directamente cualquier referencia a los «demás cuerpos celestes», permitiendo así que el objeto de 
regulación sea más concreto71.

En otro orden de ideas, y habiendo ya analizado la normativa constitucional y nacional, resta pro-
seguir con algunas de las legislaciones internas de las provincias que componen nuestro país. Como 
se había adelantado anteriormente, la región de Campo del Cielo se encuentra ubicada entre las 
provincias del Chaco y de Santiago del Estero. Por lo que será natural, considerando lo destacado 
del sitio, que exista algún tipo de protección de este lugar a nivel provincial.

En cuanto a esto, encontramos que la Constitución del Chaco, sancionada en 1994, establece de 
manera expresa:

«Artículo 38: Todos los habitantes de la Provincia tienen el derecho inalienable a vivir en un ambiente 
sano, equilibrado, sustentable y adecuado para el desarrollo humano, y a participar en las decisiones 
y gestiones públicas para preservarlo, así como el deber de conservarlo y defenderlo. Es deber de los 
poderes públicos dictar normas que aseguren básicamente: (...) 10) El resguardo de los cuerpos celestes 
existentes en el territorio de la Provincia, los que son bienes del patrimonio provincial. 11) La sanción a 
autoridades y personas que infrinjan la presente norma, y la condena accesoria a resarcir y/o reparar los 
daños ambientales».

Se aprecia en este artículo el uso del término «cuerpos celestes», expresión que, como se 
explicara anteriormente, puede dar lugar a confusiones. De todas maneras, en una interpretación 
armónica del texto constitucional, es claro que se refiere a los meteoritos, en virtud de que men-
ciona objetos ya existentes en la provincia (como los que se encuentran en Campo del Cielo). 
Como comentario accesorio, se destaca que al utilizar el vocablo «existentes» podría interpretarse 
que se hace referencia solo a los cuerpos celestes que ya se encuentren en el territorio provin-
cial, y no a los que puedan depositarse en el futuro, aunque esta distinción resulta excesivamente 
minuciosa.

En consonancia con esta norma, tanto de forma previa como posterior a la sanción del texto cons-
titucional, la legislatura chaqueña dicto diversas leyes relacionadas con estos objetos:

- Ley 664-A (ex Ley 3563) de 1990: declara de utilidad pública, interés social e integrantes 
del dominio público provincial a todo meteorito, aerolito o cualquier cuerpo natural proveniente 
del espacio que se encuentre en la Provincia. A sui vez, establece el carácter inalienable e impres-
criptible de los meteoritos, restringe el dominio sobre las áreas de dispersión, prohíbe su alteración 
o traslado (salvo para fines de investigación), impone sanciones a los infractores y encomienda su 
custodia directa a la policía provincial junto con la obligación de inventariarlos.

71	 Pienizzio, A. (2022b). Op. Cit. 138.
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- Ley 770-R (ex Ley 3911) de 1993: estipula la protección de los intereses difusos y colecti-
vos, entendiéndose por tales los relacionados con la preservación, mantenimiento, mejora, defensa 
y recuperación del medio ambiente y los recursos naturales, aerolitos, meteoritos y todo cuerpo 
celeste ingresado al suelo chaqueño.

- Leyes 793-E (ex Ley 4011) de 1994, y 1082-R (ex Ley 4763) de 2000: declaran a la loca-
lidad de Gancedo como «Capital Provincial del Meteorito» y crean un parque natural en la zona de 
Campo del Cielo. A estas se suman las numerosas normas que declaran de interés provincial a la 
«Fiesta Nacional del Meteorito», que se realiza todos los años en la localidad mencionada. Además, 
existen proyectos de ley en la legislatura nacional para declarar a esta población como «Capital 
Nacional del Meteorito»72.

Por otra parte, en la Constitución de Santiago del Estero no se observa una clara referencia a los 
mencionados objetos celestes. Si bien se puede interpretar que existe una somera alusión a estos 
en el artículo 35, que habla sobre el medio ambiente y es análogo al artículo 41 de la Constitución 
Nacional, con una redacción muy similar. Otro artículo a tener en cuenta sería el artículo 136, que 
dispone sobre las atribuciones del Poder Legislativo y determina que este debe dictar leyes para 
preservar los bienes naturales, el equilibrio ecológico y el medio ambiente, sancionando los daños 
y destrucciones a estos. De cualquier forma, ocurre lo mismo que con la Constitución Nacional: no 
existe ningún tipo de referencia expresa a los meteoritos o demás objetos celestes.

Aun así, Santiago del Estero cuenta con la Ley 6.828, del año 2006, que es muy similar en su 
contenido a la Ley 664-A del Chaco, dado que también declara de dominio público de la provincia a 
todo meteorito, aerolito o cualquier cuerpo natural proveniente del espacio que se encuentre en el 
territorio de la misma. De igual modo, estipula la protección, recuperación y preservación de estos 
objetos, prohibiendo el traslado no autorizado fuera de la provincia. Sin embargo, como sucede con 
la homóloga legislación chaqueña, permite el otorgamiento de permisos con fines de investigación. 
Por último, también condena su tráfico, establece multas y penas, y determina la necesidad de reali-
zar un inventario de los mismos.

Algo interesante de esta norma es que, a diferencia de su par chaqueña, determina en su ante-
penúltimo artículo que la misma es de orden público y cuenta con efecto retroactivo a los fines de 
asegurar el cumplimiento de su objetivo. Esto resulta interesante, ya que es un principio jurídico 
establecido que las leyes rigen a futuro. Si bien hace la salvedad de que este efecto no contempla las 
sanciones penales e infraccionales, lo cual es acorde al principio de legalidad, la razón por la cual se 
decidió otorgarle este efecto retroactivo a la normativa podría ser para suplir los vacíos legales sobre 
la protección de meteoritos existente hasta esa fecha.

Esto último se puede contrastar con la legislación chaqueña, ya que, antes de la mencionada Ley 
664-A (de 1990) y de la reforma constitucional de 1994, esta provincia contaba con la Ley 1.017, que 
data de los años setenta y declaraba de utilidad pública a los meteoritos y a sus zonas de dispersión, 
condenando también su tráfico. En definitiva, al contar con una redacción muy similar, la ley de 1990 

72	 Senado de la Nación Argentina. (2024). Proyecto de ley que declara Capital Nacional del Meteorito 
a la región denominada «Campo del Cielo», ubicada en la localidad de Gancedo, provincia del Chaco 
(Expte. N.º 16/24). https://www.senado.gob.ar/parlamentario/comisiones/verExp/16.24/S/PL
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es básicamente una actualización y complementación de una ley ya existente. Esto evidencia cómo 
esta problemática está en la mente de los legisladores desde hace más de cincuenta años.

Para finalizar este título, es necesario comentar someramente lo que fue el derrotero judicial del 
caso «Campo del Cielo S.R.L. c/ Provincia del Chaco», ya que resulta uno de los pocos casos concre-
tos en los que llegó a la Corte Suprema de Justicia un litigio donde se debatieron temas vinculados 
con el derecho administrativo, constitucional e incidentalmente con el derecho espacial. Sin perjui-
cio de ello, se adelanta que la resolución a este conflicto trajo más dudas que certezas, sobre todo 
si se considera que los argumentos vertidos por los jueces en las diversas instancias fueron muchas 
veces contradictorios; además, cuando el caso llegó a la Corte, esta se limitó a establecer ciertos 
parámetros y remitir nuevamente la causa al juzgado inferior.

Comenzando con los hechos, la controversia inicia cuando la provincia del Chaco declara de 
utilidad pública el inmueble de un particular y lo expropia. El antiguo dueño se opone a la oferta de 
pago, ya que considera que en el precio no se incluyó el valor del meteorito «El Chaco», el cual se 
encontraba en esta propiedad, por lo que impugna judicialmente esta medida. Surge entonces la 
discusión respecto a si este objeto celeste está dentro del comercio, o si, por el contrario, es parte 
del patrimonio provincial, conforme lo establece el artículo 38, inciso 10, de la Constitución Provin-
cial y la Ley 3.56373.

Luego de atravesar las primeras dos instancias locales, la controversia llega al máximo tribunal 
provincial, el cual dictamina en contra del actor, concluyendo que los meteoritos son parte del patri-
monio natural de la provincia del Chaco. Para fundamentar esta postura, el tribunal no se basa exclu-
sivamente en el inciso 10 del artículo antes citado, sino que también hace referencia al inciso 1, el 
cual habla de la preservación de los recursos naturales, y al artículo 124 de la Constitución Nacional, 
que estipula que las provincias conservan el dominio originario de los recursos naturales existentes 
en su territorio.

Esta clasificación que hace el tribunal de meteoritos como recursos naturales es, cuando menos, 
confusa, ya que esta acepción se encuentra vinculada con otros elementos de la naturaleza destina-
dos a su transformación para el uso humano, como pueden ser, por ejemplo, los recursos madere-
ros, mineros, petrolíferos, etc. Los aerolitos, más allá de la problemática de su tráfico y su uso en orfe-
brería, no están particularmente destinados a satisfacer necesidades humanas elementales. Todo 
esto con la salvedad de que, en su momento, pudieron haberse usado partes de los mismos para la 
construcción artesanal de herramientas rudimentarias por parte de los pueblos autóctonos.

Una posible explicación de por qué el tribunal llegó a esta conclusión se puede encontrar en la 
cita que se hace de la Ley 4.076 —sancionada en el año 1994, hoy derogada—, que versaba sobre la 
protección y conservación del patrimonio cultural y natural de la provincia, la cual, en su artículo 2, 
declaraba como parte integrante de este patrimonio a los «yacimientos meteoríticos y los sitios natu-
rales que tengan valor artístico, histórico, paleontológico y arqueológico». Al analizar esta norma, se 
entiende cómo esta concepción de «yacimiento meteorítico» puede dar lugar a la interpretación de 
que estos son un recurso natural pasible de explotación, como cualquier otro yacimiento minero de 

73	 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chaco. (2007). Campo Cielo S.R.L. contra Provincia del 
Chaco. https://www.saij.gob.ar/superior-tribunal-justicia-local-chaco-campo-cielo-srl-provincia-chaco-f
a07990856-2007-05-28/123456789-658-0997-0ots-eupmocsollaf.
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oro, plata, cobre, etc. De todos modos, es importante agregar que esta normativa fue derogada en 
el año 2005 por la Ley 1400-E, la cual versa sobre la misma materia, pero no enumera dentro de los 
bienes que integran el patrimonio histórico, cultural y natural a este tipo de yacimiento.

Regresando al recorrido judicial, el actor nuevamente recurre el fallo, esta vez en queja ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, que hace lugar al recurso de hecho y revierte el argumento 
utilizado por el máximo tribunal chaqueño al invocar el artículo 124 de la Constitución Nacional. La 
Corte estableció que no existía sustento en la letra de la norma ni en los debates de la Convención 
Nacional Constituyente de 1994 para afirmar que la expresión «recursos naturales» incluyera a los 
cuerpos celestes que impactan sobre el planeta Tierra. Luego, agregó que estos integran el con-
junto de los «bienes naturales» de valor científico, protegidos por el artículo 41 de la Constitución 
Nacional. Asimismo, el tribunal hizo referencia al artículo 2340 del Código Civil de Vélez Sársfield 
—actualmente derogado—, el cual enumeraba los bienes de dominio público. Cabe señalar que uno 
de los argumentos que la parte actora sostuvo fue, precisamente, que los meteoritos no se encon-
traban incluidos en dicha enumeración. Finalmente, el máximo tribunal nacional dejó en manos del 
juzgado de origen la determinación del alcance de esa norma, por tratarse de una cuestión de dere-
cho común. A renglón seguido, privó de efectos a la sentencia y remitió la causa al inferior para que 
se dicte un nuevo fallo74.

Como se observa, el tribunal nacional cuestiona los argumentos esgrimidos por el tribunal pro-
vincial, pero se abstiene de emitir un pronunciamiento respecto del fondo del asunto. Esto dio lugar 
a que el Superior Tribunal de Justicia, al analizar nuevamente el tema, estableciera que la expropia-
ción fue acorde a derecho, pero esta vez considerando que la enumeración del artículo 2340 del 
Código Velezano no era taxativa. Por lo tanto, considera que la determinación del régimen de los 
bienes públicos debe decidirse conforme a las pautas del derecho administrativo provincial y con-
cluye que los meteoritos son bienes naturales que forman parte del dominio público, por lo que la 
expropiación fue acorde a derecho. En definitiva, desestima el recurso de inconstitucionalidad y falla 
en contra del actor75.

Teniendo en cuenta lo decidido por el tribunal en esta última sentencia, una apreciación es clara: 
los antecedentes jurisprudenciales de los máximos tribunales no dejan de ser pronunciamientos 
políticos, puesto que, si fueran exclusivamente jurídicos, no se llegaría a la misma conclusión utili-
zando normas diferentes. En otras palabras, se puede concluir que la intención del Superior Tribu-
nal de Justicia del Chaco siempre fue justificar la expropiación sin resarcir económicamente al actor. 
Sobre esto, si bien el fallo de la Corte Suprema parece acertado al controvertir la invocación del 
artículo 124 de la Constitución, lo cierto es que se termina aplicando una interpretación no pacífica 
del artículo 2340 del Código Civil de Vélez. En definitiva, lo único valioso de todo este recorrido 
judicial es que la postura de incluir a los meteoritos dentro de los objetos integrantes del patrimonio 
natural da lugar a una eventual reforma de la Ley 26.30676.

74	 Corte Suprema de Justicia de la Nación. (2011). Campo Cielo S.R.L. contra Provincia del Chaco. https://
www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-campo-cielo-srl-
provincia-chaco-fa11000049-2011-05-24/123456789-940-0001-1ots-eupmocsollaf

75	 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chaco. (2011). Campo Cielo S.R.L. contra Provincia del 
Chaco.

76	 Pienizzio, A. (2022b). Op. Cit. 138-139.
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En resumen, como se observó al momento de analizar las diferentes normativas, existe un vasto 
andamiaje jurídico tanto a nivel provincial como nacional vinculado a los meteoritos. Aunque esto, 
lamentablemente, no ha sido suficiente para evitar su sustracción y tráfico ilegal. Por otra parte, la 
cuestión reviste especial relevancia, ya que constituye uno de los pocos casos en que las legislacio-
nes internas y la jurisprudencia abordaron de manera directa conceptos propios del derecho espa-
cial, aunque sea de un modo que podría considerarse impreciso —como al emplear la expresión 
cuerpos celestes para referirse a los meteoritos— y sin una vinculación expresa con el Corpus Iuris 
Spatialis, tal como oportunamente señalaría Cocca.

Por último, como se ha puesto de manifiesto, resulta necesario avanzar en la armonización de los 
distintos criterios y usos terminológicos presentes en la doctrina, la legislación y la jurisprudencia, 
dado que con frecuencia se observan empleos inadecuados o incluso contradictorios. Ello pone de 
relieve la complejidad que reviste la regulación jurídica de las cuestiones vinculadas con el espacio 
ultraterrestre. Asimismo, si bien —como se ha destacado— no se trata de una materia directamente 
comprendida en el ámbito del derecho espacial, la creciente relevancia cultural y científica de esta 
problemática, especialmente en lo relativo a los meteoritos, justifica que sea considerada en el 
marco de una eventual reforma constitucional.

3.3. Las constituciones de Brasil, Colombia y Paraguay

Recurrir al derecho comparado resulta fundamental, especialmente respecto de naciones con las 
que se comparten tradiciones jurídicas, en tanto permite identificar soluciones a problemas comunes 
ya abordados por otras jurisdicciones. Sumado a esto, como fuera señalado al analizar la cuestión aero-
náutica en la Constitución de 1949, si bien la reforma constitucional de 1994 es relativamente reciente 
en términos históricos (aproximadamente 30 años), se perdió la oportunidad de lograr una norma fun-
damental más acorde con los tiempos actuales. Especialmente si se considera, además, la proximidad 
del nuevo milenio en aquel momento. Esto se debe a que no fue una reforma integral, sino una serie de 
agregados que, aunque valiosos, carecen de armonía con el texto legal decimonónico.

Es de destacar que, durante las últimas dos décadas del siglo XX, otros países de la región tam-
bién atravesaron procesos de transformación constitucional. Los que, como se verá, incluyen adicio-
nes que son sumamente relevantes para el desarrollo del ámbito espacial y aeronáutico. A tal efecto, 
las constituciones seleccionadas para realizar la comparación serán las de Brasil (1988), Colombia 
(1994) y Paraguay (1992).

El criterio utilizado para seleccionar estas normas y no otras se basa, en primer lugar, en la cercanía tem-
poral tanto entre ellas como con la última reforma de nuestra Constitución Nacional. En segundo lugar, 
obedece a que todas poseen un artículo análogo a nuestro artículo 75, inciso 12, que otorga al Congreso 
Nacional la facultad de dictar los códigos civil, penal, minería (entre otros); disposición comúnmente 
conocida como «cláusula de los códigos». Dentro de dichas disposiciones se hace mención expresa a la 
sanción de un código o ley espacial (salvo en Colombia, donde la referencia es implícita).

3.3.1. La Constitución de la República Federativa de Brasil de 1988

Comenzando con Brasil, resulta interesante lo remarcado por Gaggero Montaner en relación con 
las legislaciones espaciales internas de los países de América Latina. Según la autora, tanto este país 
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como la Argentina son los que cuentan con la mayor cantidad de normas sobre actividades espa-
ciales en la región77. Esto, en principio, no es de extrañar, ya que el desarrollo espacial en ambos 
Estados es análogo en términos históricos78. Incluso, al menos hasta hace algunos años, era también 
similar en términos presupuestarios79.

A continuación, procediendo con el análisis de la letra constitucional, se observa que la constitu-
ción brasileña, al definir las atribuciones del gobierno federal (denominado «la Unión»), dispone lo 
siguiente:

«Artículo 21. Corresponde a la Unión: (...) XII – explotar, directamente o mediante autorización, con-
cesión o permiso: (…) c) la navegación aérea, aeroespacial y la infraestructura aeroportuaria; (…) Artículo 
22. La Unión tiene competencia legislativa exclusiva con respecto a: I – el derecho civil, comercial, penal, 
procesal, electoral, agrario, marítimo, aeronáutico, espacial y del trabajo; (...) IV – las aguas, la energía, 
la informática, las telecomunicaciones y la radiodifusión; (...) IX – las directrices de la política nacional de 
transporte; (...) X – el régimen de los puertos, la navegación lacustre, fluvial, marítima, aérea y aeroespa-
cial; (...) XXVIII – la defensa territorial, la defensa aeroespacial, la defensa marítima, la defensa civil y la 
movilización nacional»80.

Se advierte en las normas citadas que la materia espacial queda reservada al gobierno federal. 
Al respecto, al igual que en nuestro país, la República Federativa de Brasil es una unión de entida-
des políticas autónomas, conocidas como estados federados, que cuentan con cierta autonomía y 
poderes propios, pero que están unidas bajo un gobierno central. Por lo tanto, es natural que sea el 
Estado nacional el encargado de la navegación, ya sea como explotador o concedente, dado que 
se trata de un fenómeno transfronterizo. Y si consideramos la cuestión aeroespacial, incluso podría 
llegar a ser interplanetario.

Asimismo, se aprecia la existencia de una «cláusula de los códigos», que otorga a la Unión la facul-
tad de sancionar legislación espacial. Sin embargo, no se emplea el término «código», por lo que no 
se establece expresamente la forma en la que el Estado nacional debe regular esta materia, más allá 
de que deba hacerlo mediante ley. Además, se incluyen referencias a otras áreas vinculadas con la 
actividad espacial, como las telecomunicaciones, el transporte y la defensa aeroespacial. Por último, 
se menciona el régimen de puertos, donde se podría incluir incluso a los puertos aeroespaciales.

Este último punto resulta especialmente relevante, dado que Brasil tuvo un temprano desarrollo 
de bases de lanzamiento, como el Centro de Lanzamiento Barrera del Infierno, ubicado cerca de 

77	 Gaggero Montaner, M. (2022). «Las legislaciones espaciales internas en América Latina». En Folchi, M. 
(Dir.), ALADA 60/62 AÑOS. La Asociación Latino Americana de Derecho Aeronáutico y Espacial y sus seis 
décadas de vida académica. ALADA, 443.

78	 Ozono, M. (2022). Emprendedores del espacio en Argentina. Organizaciones, redes y proyectos. Di-
rección Nacional de Desarrollo Tecnológico e Innovación. https://www.argentina.gob.ar/sites/default/
files/emprendedores_del_espacio.pdf, 16.

79	 Lucchesi Van Brussel, I. (2023). «La carrera espacial Latinoamericana: una breve aproximación sobre la 
Agencia Latinoamericana y Caribeña del Espacio». Instituto Iberoamericano de Derecho Aeronáutico y del 
Espacio. https://derechoaeroespacial.org/newsletter-not19, 12.

80	 Constitución de la República Federativa de Brasil. (1988). https://www.stf.jus.br/arquivo/cms/legisla-
caoConstituicao/anexo/CF_espanhol_web.pdf
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la localidad de Natal y construido en los años 60, así como el posterior Centro Espacial de Alcán-
tara, en el estado de Maranhão. Este último es de particular relevancia, ya que, al encontrarse más 
próximo a la línea del Ecuador, permite ahorrar combustible y posibilita el lanzamiento de vehículos 
de mayores dimensiones81.

Por otro lado, fuera del ámbito constitucional, el vecino país cuenta con un amplio desarrollo 
normativo en materia espacial, con un estimado de alrededor de sesenta normas, que pueden cla-
sificarse en tres grupos: 1) leyes adoptadas en la primera etapa de la actividad espacial, entre los 
años 60 y 80, cuando predominaba el interés científico y la seguridad nacional; 2) leyes aprobadas 
en los años 90, que otorgaron a las actividades espaciales un carácter civil y fomentaron la coopera-
ción internacional; y 3) leyes sancionadas a inicios del siglo XXI en respuesta a demandas del sector 
comercial espacial82.

En este marco jurídico interno cabe destacar:

- Ley 8.854 de 1994: crea la Agencia Espacial Brasileña (AEB), de carácter civil, y le asigna, entre 
otras facultades, la ejecución de la política nacional espacial y la elaboración del «Programa Nacional 
de Atividades Espaciais» (PNAE), con un plazo de diez años83. Esta es la versión brasileña de nuestro 
Plan Espacial Nacional y, a diferencia de lo que ocurre en nuestro país, Brasil ya ha aprobado una 
revisión para el período 2022-203184;

- Decreto 1.953 de 1996: establece el «Sistema Nacional para el Desarrollo de Actividades 
Espaciales» (SINDAE), un organismo colegiado encargado de organizar la ejecución de las activi-
dades espaciales de interés nacional. Este sistema está integrado por la AEB, como órgano central, 
el Departamento de Investigación y Desarrollo del Ministerio de Aeronáutica (DEPED), el Instituto 
Nacional de Investigaciones Espaciales (INPE), además de otros ministerios y/o secretarías del eje-
cutivo federal, provincial o municipal, y representantes del sector privado85;

- Resolución 54 de 2001 y Ordenanzas 698 y 1.109, de 2021 y 2022, respectivamente, que 
regulan y certifican la calidad de las actividades espaciales. La primera crea el Sistema Nacional de 
Certificación en el Área Espacial (SINCESPAÇO), mientras que las restantes establecen el «Regla-
mento para la licencia del operador de actividades espaciales y para la autorización de lanzamiento 

81	 Conde, D., Lucchesi Van Brussel, I., Flores, F. y Barceló Meseguer, J. M. (2022). «Legislación de agen-
cias espaciales en Iberoamérica con enfoque didáctico». Instituto Iberoamericano de Derecho Aeronáuti-
co y del Espacio. https://derechoaeroespacial.org/newsletter-not12, 9

82	 Gaggero Montaner, M. (2022). Op. Cit. 444-445.
83	 Presidência Da República. (1994). Lei n.º 8.854, de 9 de dezembro de 1994. https://www.planalto.gov.

br/ccivil_03/Leis/L8854.htm
84	 Ministério da Ciência, Tecnologia e Inovações. (2021). «Portaria n.º 756, de 29 de dezembro de 2021». 

Diário Oficial da União. https://www.in.gov.br/web/dou/-/portaria-n-756-de-29-de-dezembro-
de-2021-371515661

85	 Presidência da República. (1996). Decreto n.º 1.953, de 3 de outubro de 1996. https://www.planalto.gov.
br/ccivil_03/decreto/1996/d1953.htm
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desde territorio brasileño»86 87. Este último se divide en tres secciones: la primera define los procedi-
mientos y requisitos para obtener la licencia de operador; la segunda regula la autorización de lanza-
miento, incluyendo su obtención y los aspectos relacionados con la seguridad; y la tercera establece 
los requisitos del sistema de seguros espaciales, así como las normas de responsabilidad por daños.

En suma, entre las normas enunciadas, existe una de particular relevancia que fue promulgada 
en 2024: la Ley 14.946 de Actividades Espaciales Nacionales88. Esta se constituye como el marco 
jurídico que regula la actividad espacial en Brasil y se divide en varios capítulos que abarcan desde 
disposiciones generales y su ámbito de aplicación, hasta la regulación de la explotación económica 
y de los operadores espaciales. Asimismo, establece los procedimientos para la obtención de licen-
cias y autorizaciones, la creación del Registro Espacial Brasileño (RESBRA), la prevención e investiga-
ción de accidentes, los límites de responsabilidad, la protección ambiental, la mitigación y rescate 
de desechos espaciales, el uso de los recursos obtenidos en el espacio y la tipificación de infraccio-
nes y delitos.

Para finalizar, resta citar otro artículo de la Constitución de Brasil que también merece ser exa-
minado, especialmente porque aborda un tema sin consenso a nivel internacional y que, como se 
vio en capítulos precedentes, hasta la fecha sigue siendo objeto de debate en la Comisión sobre la 
Utilización del Espacio Ultraterrestre de las Naciones Unidas (COPUOS): el límite entre el espacio 
ultraterrestre y el espacio aéreo. Su determinación resulta compleja no solo por la falta de acuerdo 
político en su definición jurídica, sino también por la dificultad física de establecerlo, dado que la 
atmósfera está compuesta por elementos gaseosos sin una delimitación precisa. Respecto a esto, la 
Constitución brasileña establece:

«Artículo 48. Corresponde al Congreso Nacional, sometido a la sanción del presidente de la Repú-
blica, esta última no se requiere para lo que se especifica en los artículos 49, 51 y 52, legislar en todas 
las materias de competencia de la Unión, especialmente en relación con: (...) V – los límites del territorio 
nacional, el espacio aéreo y marítimo y los bienes de la Unión»89.

De una primera lectura, podría parecer que el Estado tiene la facultad de fijar el límite del espa-
cio aéreo, e incluso fijar su límite con el espacio ultraterrestre. Sin embargo, en las fuentes con-
sultadas (principalmente textos constitucionales comentados) no se encontró menciones a esta 
circunstancia90.

86	 Agência Espacial Brasileira. (2001). Resolução n.º 54, de 10 de julho de 2001. https://www.gov.br/aeb/
pt-br/servicos/licenciamento/normas-para-atividades-espaciais/resolucao-54-10-jul2001.pdf/view

87	 Agência Espacial Brasileira. (2021). Portaria n.º 698, de 31 de agosto de 2021. https://www.gov.br/
aeb/pt-br/servicos/licenciamento/normas-para-atividades-espaciais/portaria-no-698-de-31-de-agosto-
de-2021; Agência Espacial Brasileira. (2022). Portaria n.º 1.019, de 23 de dezembro de 2022. https://
www.gov.br/aeb/pt-br/servicos/licenciamento/normas-para-atividades-espaciais/copy_of_portaria-
no-698-de-31-de-agosto-de-2021

88	 Presidência da República. (2024). Lei n.º 14.946, de 31 de julho de 2024. https://planalto.gov.br/cci-
vil_03/_Ato2023-2026/2024/Lei/L14946.htm

89	 Constitución de la República Federativa de Brasil. (1988). Op. cit.
90	 Supremo Tribunal Federal. (2017). A Constituição e o Supremo (6.ª ed., actualizada). Supremo Tribunal 

Federal, Secretaria de Documentação. https://www.stf.jus.br/arquivo/cms/publicacaoLegislacaoAno-
tada/anexo/a_constituicao_e_o_supremo_6a_edicao.pdf
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Aun así, resulta interesante esta inclusión, dado que, si bien el Convenio de Chicago de 1944, en 
sus artículos 1 y 2, reconoce la soberanía exclusiva y absoluta de los Estados sobre el espacio aéreo 
que cubre su territorio —considerando este último como la extensión terrestre y las aguas territoria-
les bajo su jurisdicción—, lo cierto es que el espacio aéreo se define en función de la superficie sub-
yacente. En otras palabras, difícilmente podría extenderse más allá de su proyección vertical sobre 
el territorio de un Estado. Por lo tanto, dado el uso del término «límites», podría interpretarse que 
Brasil se reserva la facultad de definir, según su criterio, el punto en el que finaliza el espacio aéreo y 
comienza el espacio exterior. Esta hipótesis no resulta carente de fundamento, especialmente si se 
considera que existen países (como el que se analizará a continuación) que han incorporado en sus 
textos constitucionales reivindicaciones de soberanía sobre áreas del espacio ultraterrestre, cuyo 
uso está regulado internacionalmente.

3.3.2. La Constitución Política de Colombia de 1994

En consonancia con lo mencionado anteriormente, y al analizar la Constitución Política de Colom-
bia, se observa que en el Capítulo IV, relativo al territorio, se establece lo siguiente:

«ARTICULO 101. Los límites de Colombia son los establecidos en los tratados internacionales aproba-
dos por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República, y los definidos por los 
laudos arbitrales en que sea parte la Nación. Los límites señalados en la forma prevista por esta Constitu-
ción, sólo podrán modificarse en virtud de tratados aprobados por el Congreso, debidamente ratifica-
dos por el Presidente de la República. (…) También son parte de Colombia, el subsuelo, el mar territorial, 
la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmento 
de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el espacio donde actúa, de conformidad 
con el Derecho Internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales»91.

Esta afirmación del Estado colombiano sobre la propiedad de la órbita geoestacionaria situada 
sobre su territorio responde a una reivindicación histórica de los países ecuatoriales desde los ini-
cios del acceso al espacio exterior. A diferencia de otras órbitas, como las polares, bajas o medias, 
su ubicación a aproximadamente 36.000 km de la Tierra permite que una constelación de solo tres 
satélites cubra toda la superficie terrestre. Esta característica la hace ideal para satélites de comuni-
caciones. Sin embargo, al encontrarse exclusivamente sobre la línea ecuatorial, su disponibilidad 
se limita a 360.º longitudinales, lo que la convierte en un recurso natural escaso. Por esta razón, su 
asignación está regulada por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), el organismo de 
las Naciones Unidas encargado de normar las tecnologías de la información y la comunicación92.

Teniendo en cuenta lo anterior, varios de los países cuyos territorios están atravesados por la línea 
del ecuador celebraron en el año 1976 una conferencia que daría origen a un documento titulado 
como «Declaración de la primera reunión de los países ecuatoriales», más comúnmente conocida 

91	 Constitución Política de Colombia. (1991). https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/
BDL/2001/0219.pdf

92	 Pienizzio, A. (2022a). «La Declaración de Bogotá de 1976: soberanía satélite de los países ecuatoriales». 
Boletín Informativo del Grupo de Jóvenes Investigadores, (16). Instituto de Relaciones Internacionales. ht-
tps://sedici.unlp.edu.ar/handle/10915/137271, 7-8.
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como «Declaración de Bogotá». En el artículo 1, tercer párrafo de este instrumento, los países firman-
tes93 establecieron que:

«La órbita sincrónica geoestacionaria es un hecho físico vinculado a la realidad de nuestro planeta, 
ya que su existencia depende exclusivamente de su relación con fenómenos gravitatorios causados por 
la tierra, y es por eso que no debe ser considerado parte del espacio ultraterrestre. Por lo tanto, los seg-
mentos de la órbita sincrónica geoestacionaria son parte del territorio sobre el cual los estados ecuato-
riales ejercen su soberanía nacional. La órbita geoestacionaria es un recurso natural escaso, cuya impor-
tancia y valor aumentará rápidamente junto con el desarrollo de la tecnología espacial y con la creciente 
necesidad de comunicación…»94.

Esta tajante afirmación de soberanía sobre un recurso natural espacial, que opera como una espe-
cie de proyección del dominio aéreo hacia el infinito, está vedada por el artículo 2 del Tratado del 
Espacio de 1967. Dicho artículo establece el principio de no apropiación, el cual determina que 
ningún Estado puede reivindicar la soberanía del espacio ultraterrestre, incluida la Luna y demás 
cuerpos celestes. De todos modos, vale agregar que Colombia ha sido consecuente en la defensa 
de su reclamo durante muchas décadas, ya que ratificó el referido convenio internacional recién en 
marzo del año 2024. Al hacerlo, realizó incluso una «declaración interpretativa» en la que reafirma 
que considera que la parte de la órbita geoestacionaria que le corresponde geográficamente es de 
su soberanía y que el tratado no debe interpretarse en violación de estos derechos95. Como remarca 
Londoño de Vivero, esta reserva respondió a un pronunciamiento por parte de la Corte Constitucio-
nal de Colombia sobre la Ley 2107 de 2021, la cual aprobaba el Tratado del Espacio96.

Este autor también señala que, más allá de toda esta discusión sobre la órbita geoestacionaria, la 
legislación colombiana relacionada con la política espacial ha sido aislada y divergente, sin generar 
los resultados esperados, existiendo, además, un desorden normativo que ha impedido su consoli-
dación. Algunas de estas normas son: i) el Decreto 2.442 de 2006, que creó la Comisión Colom-
biana del Espacio (CCE), un organismo intersectorial cuyo propósito fue ejecutar la política nacional 
para el desarrollo y aplicación de las tecnologías espaciales, y coordinar la elaboración de planes, 
programas y proyectos en esta materia; ii) el Decreto 2.516 de 2013, que creó el Programa Presi-
dencial para el Desarrollo Espacial Colombiano (PPDEC), cuyo objetivo era impulsar el desarrollo 
de la tecnología y la ciencia espacial en cooperación con la comunidad internacional, proponer una 
política nacional espacial, formular un plan estratégico de desarrollo y promover la capacitación de 
personal y el impulso de programas académicos; iii) la Ley 2302 de 2023, de defensa e integridad 

93	 Ecuador, Colombia, Brasil (como observador), Indonesia, República del Congo, República Democrática 
del Congo, Zaire (posteriormente República Democrática del Congo), Uganda y Kenia, a los que luego se 
sumarían Somalia y Gabón.

94	 Pienizzio, A. (2022a). Op. cit. 8.
95	 U.S. Department of State. (2024). Status of international agreements relating to activities in outer space: 

Ratification by Colombia of the treaty on principles governing the activities of states in the exploration 
and use of outer space, including the moon and other celestial bodies. https://www.state.gov/wp-con-
tent/uploads/2024/04/Space-Outer-Space-Treaty-Notification-of-Deposit-of-Instrument-Colom-
bia-March-21-2024.pdf

96	 Londoño de Vivero, D. E. (2024). «Derecho espacial en Colombia: avance intermitente impulsivo en bus-
ca de la creación de una agencia espacial». Vniversitas Jurídica, (73). https://doi.org/10.11144/Javeriana.
vj73.deca, 5.
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territorial en el ámbito espacial, que contiene disposiciones generales sobre actividades espaciales 
en Colombia, marcando la primera vez que el Congreso aborda este tema. La norma regula la auto-
rización para realizar actividades espaciales, la responsabilidad por daños, la sostenibilidad ambien-
tal y el registro de objetos espaciales, bajo la supervisión de la Fuerza Aérea Colombiana97.

Por otro lado, volviendo al impacto de la Declaración de Bogotá de 1976, lo cierto es que esta, 
más allá de los postulados teórico-técnicos que contenía para justificar la pertenencia de las órbitas 
geoestacionarias al dominio soberano de los Estados ecuatoriales, lo que buscaba era poner de 
manifiesto una situación de desigualdad que persiste hasta el día de hoy. Es decir, la diferencia de 
acceso, por imposibilidad técnica y material, a ciertos dominios reservados a las principales poten-
cias espaciales98.

En relación con esto, como destaca Peña Saffon, incluso antes de la firma del citado instrumento, 
se habían producido cambios en los convenios internacionales de telecomunicaciones que regulan 
la tarea de la UIT, incluyendo la asignación de frecuencias y de posiciones orbitales alrededor de la 
Tierra. En este sentido, en el Convenio de Málaga-Torremolinos de 1973 se establecía que la órbita 
de los satélites geoestacionarios es un recurso natural limitado y que debe utilizarse de forma eficaz 
y económica, permitiendo el acceso equitativo. Posteriormente, en el Convenio de Nairobi de 1982 
y en la Conferencia de Minneapolis de 1998 se dejó asentada la especial consideración que se debe 
tener respecto de los países en desarrollo y en determinadas situaciones geográficas, así como el 
uso racional de estos recursos99.

Como una lección de la experiencia colombiana, y en vista de una futura reforma legislativa en 
nuestro país (sobre todo constitucional), podemos decir que termina siendo conflictivo contrave-
nir tan tajantemente principios ya asentados en el derecho internacional, sin perjuicio de que estas 
posturas puedan generar cambios a futuro. Aun así, el principal problema es que lo que se esgrime 
en el campo de las palabras debe respaldarse, indefectiblemente, en el campo de la realidad. Esto 
último sucedió en el presente caso, ya que a la fecha (sea por falta de decisión política o restriccio-
nes presupuestarias), Colombia no ha lanzado ningún satélite de telecomunicaciones de fabricación 
propia hacia la órbita geoestacionaria, y únicamente ha lanzado tres pequeños satélites: el Cubesat 
Libertad 1, de tipo experimental, y los nanosatélites FACSAT 1 y 2, de observación terrestre100.

En otro orden de ideas, y para finalizar con el análisis de este país, se puede destacar como algo 
valioso que la Constitución colombiana también ostenta, en su artículo 150, inciso 2, una «cláusula 
de los códigos», la cual estipula que corresponde al Congreso Nacional hacer las leyes y «expedir 
códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones»101. Como se aprecia, no 

97	 Londoño de Vivero, D. E. (2024). Op. cit. 6-8.
98	 Pienizzio, A. (2022a). Op. cit. 9.
99	 Peña Saffon, S. (2014). «Acceso a la órbita de los satélites geoestacionarios: Propuesta para un régimen 

jurídico especial». Revista de Derecho, Comunicaciones y Nuevas Tecnologías, (11). https://dialnet.unirio-
ja.es/servlet/articulo?codigo=4759665, 14-15.

100	 Catalán Armengol, A. (2024). Diagnóstico de la ciencia espacial en Iberoamérica. Organización de Es-
tados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI) y Plataforma Tecnológica Aeroespa-
cial de España (PAE). https://oei.int/wp-content/uploads/2024/07/diagnostico-sobre-la-ciencia-espa-
cial-en-iberoamerica-1.pdf, 33.

101	 Constitución Política de Colombia. (1991). https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/
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existe una enumeración taxativa por materia de los códigos que debe dictar el poder legislativo, 
lo que permitiría eventualmente el dictado, por parte del Estado colombiano, de un código o ley 
general que regule la materia espacial.

3.3.3. La Constitución de la República de Paraguay de 1992

Por último, hay que mencionar el caso de Paraguay, que, si bien posee un incipiente desarrollo 
de su industria espacial, ha manifestado matices en su legislación que son dignos de destacar. En el 
primer aspecto, a la fecha ha participado en la creación de dos satélites: 1) el nanosatélite Guaraní-
Sat-1, en el año 2021, de tipo educativo y experimental; 2) el KITSUNE, en el año 2022, de observa-
ción de la Tierra y comunicaciones. Ambos han sido desarrollados en forma conjunta con el Instituto 
de Tecnología de Kyushu de Japón102.

Por el lado gubernamental, este país también cuenta con una agencia espacial, la Agencia Espa-
cial de Paraguay (AEP), que fue creada por la Ley 5.151 del año 2014 y que tiene como objetivo 
promover y gestionar el desarrollo de las actividades espaciales. Sumado a esto, Paraguay dictó el 
Decreto 1.092 en el año 2019, el cual aprobó la Política Espacial de la República del Paraguay, 
cuyos objetivos son la formación de talentos humanos, el impulso al desarrollo nacional, el fortaleci-
miento del país en el campo de la actividad espacial y la cooperación internacional.

En síntesis, teniendo en cuenta lo antedicho, se podría concluir que el desarrollo espacial para-
guayo está limitado a la última década. Sin embargo, sucede algo curioso al analizar el texto consti-
tucional de 1992, el cual, cuando habla de las potestades del poder legislativo, establece:

«Artículo 202. De los deberes y de las atribuciones. Son deberes y atribuciones del Congreso: (...) 
21) reglamentar la navegación fluvial, la marítima, la aérea y la espacial, y; 22) los demás deberes y atri-
buciones que fije esta Constitución»103.

Como se aprecia, la Constitución paraguaya también posee una «cláusula de los códigos», según 
lo que estipula el citado artículo. En otras palabras, ya en el año 1992, hace más de 30 años, los 
constituyentes paraguayos previeron que eventualmente el Congreso debería establecer las reglas 
de la navegación aeroespacial. En definitiva, si bien el desarrollo espacial es emergente en este país 
y está limitado a los últimos años, lo cierto es que es destacable la técnica legislativa empleada en el 
texto constitucional al proyectar hacia el futuro, lo que permite a este país dictar legislación espacial 
en consonancia con su Carta Magna.

Como corolario a este título, se puede remarcar que no existe una forma determinada en la cual 
se puedan formular políticas espaciales en el nivel legislativo interno. No obstante, se evidencia 
que al menos todas las constituciones nacionales analizadas previeron la potestad de los congre-
sos de legislar sobre lo vinculado a la materia aeroespacial, algo de lo que carece la Constitución 
Argentina.

BDL/2001/0219.pdf
102	 Catalán Armengol, A. (2024). Op. cit. 49.
103	 Constitución de la República de Paraguay. (1992). https://www.senado.gov.py/images/archivos/cons-

titucion-nacional-2023/Libro%202023%20-2028%20para%20la%20Web.pdf
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4. Consideraciones finales

4.1. La evolución de la industria espacial, el 
«New Space» y los Acuerdos Artemisa

Como se advirtió en los capítulos anteriores, en los últimos años los Estados han avanzado en 
la regulación de los asuntos espaciales mediante normativas dentro de su derecho interno que, en 
muchos casos, superan lo establecido por las normas internacionales. Este cambio de paradigma 
resulta particularmente significativo, ya que, al igual que ocurre actualmente con el derecho aero-
náutico, en un principio eran las disposiciones de la legislación espacial internacional —acordadas 
en foros como la COPUOS y plasmadas en los tratados del Corpus Iuris Spatialis— las que se proyec-
taban al derecho interno de cada país. Hoy, sin embargo, la tendencia parece haberse invertido, y la 
explicación de este fenómeno no responde es difícil de comprender.

Como explica Gaggero Montaner, la legislación espacial internacional se encuentra en un estado 
de estancamiento, y la aprobación de nuevos tratados resulta poco probable. Según la autora, una 
de las razones de esta situación fue el fracaso del «Acuerdo que Gobierna las Actividades de los 
Estados en la Luna y otros Cuerpos Celestes» de 1979, más conocido como el Acuerdo de la Luna, 
en el que no se logró consensuar una definición de espacio ultraterrestre ni reconocer a la Luna como 
«Patrimonio Común de la Humanidad». Además, influyeron la falta de voluntad de los Estados para 
asumir nuevas responsabilidades compartidas y las restricciones que imponía el tratado sobre el uso 
militar del espacio104.

A modo ejemplificativo, se observa que el «Tratado sobre los principios que deben regir las activi-
dades de los Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros 
cuerpos celestes» de 1967, comúnmente conocido como Tratado del Espacio, ha sido ratificado 
hasta la fecha por 115 Estados. En contraste, el Acuerdo de la Luna, solo cuenta con 17 ratificaciones, 
ninguna de ellas por parte de potencias espaciales, y recientemente fue denunciado por Arabia Sau-
dita en enero de 2024105.

Como consecuencia del fracaso del Tratado de la Luna, y ante los vacíos legales que surgieron 
conforme los avances tecnológicos en la materia, la COPUOS comenzó a desarrollar normas de soft 
law. Es decir, disposiciones sin carácter vinculante, pero que incluyen recomendaciones y principios 
que pueden servir de base para futuras regulaciones internacionales o nacionales106. Entre estas, 
se destacan los «Principios pertinentes a la Utilización de Fuentes de Energía Nuclear en el Espa-
cio Ultraterrestre» de 1992, la «Declaración sobre la Cooperación Internacional en la Exploración 
y Utilización del Espacio Ultraterrestre en Beneficio e Interés de todos los Estados, teniendo espe-
cialmente en cuenta las Necesidades de los Países en Desarrollo» de 1996 y las «Directrices para la 

104	 Gaggero Montaner, M. (2022). Op. Cit. 440. 
105	 United Nations Office for Outer Space Affairs [UNOOSA]. (s.f.). «Status of International Agreements 

relating to Activities in Outer Space». https://www.unoosa.org/oosa/de/ourwork/spacelaw/treaties/
status/index.html

106	 Gaggero Montaner, M. (2022). Op. Cit. 440. 
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Reducción de Desechos Espaciales de la Comisión sobre la Utilización del Espacio Ultraterrestre con 
Fines Pacíficos» de 2007, entre otras.

No obstante, una de las más relevantes para fomentar la creación de normativa espacial interna 
por parte de los Estados son las «Recomendaciones sobre la legislación nacional pertinente a la 
exploración y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos», aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 2013. Dicho instrumento insta a que, al promulgar marcos regla-
mentarios para las actividades espaciales nacionales, se consideren ciertos requisitos: 1) respetar 
las obligaciones y compromisos internacionales, reflejando los intereses nacionales en materia de 
seguridad y política exterior; 2) establecer procedimientos para autorizar actividades espaciales, 
incluso de entidades no gubernamentales, mediante licencias; 3) supervisar y controlar dichas acti-
vidades dentro de la jurisdicción nacional y de sus nacionales en el extranjero, respetando la com-
petencia del otro Estado; 4) asegurar el registro de los objetos lanzados al espacio ultraterrestre; 5) 
implementar un régimen nacional de responsabilidades para las actividades espaciales; 6) dictar 
disposiciones para garantizar la realización de estas actividades en condiciones de seguridad; y 7) 
establecer mecanismos de vigilancia continua sobre actividades espaciales realizadas por entidades 
no gubernamentales en caso de transferencia de propiedad o control de un objeto en órbita, como 
en la compraventa de satélites107.

Se aprecia que las recomendaciones son bastante generales y no abordan en profundidad los 
desafíos que ha traído consigo la aparición del sector privado en el ámbito espacial. Si bien, en 
un principio, la exploración espacial promovida por los Estados tenía un propósito eminentemente 
científico, con la irrupción de estos nuevos actores, la discusión comenzó a girar en torno a su finali-
dad comercial. En consecuencia, los debates actuales se enfocan en temas como la minería espacial, 
la competencia por desarrollar vectores de lanzamiento que ofrezcan precios competitivos para la 
puesta en órbita de carga útil, e incluso la creación de bases espaciales privadas en cuerpos celestes 
como la Luna o Marte.

Este surgimiento de emprendimientos fuera del ecosistema espacial tradicional, impulsado por 
la aparición de nuevos estándares y avances tecnológicos, dio lugar a lo que se conoce como «New 
Space», caracterizado por una marcada preeminencia de empresas privadas108. Asimismo, este 
término identifica la comercialización del sector espacial, en la que los Estados asumen un papel 
secundario, enfocándose en la creación de un ecosistema que facilite la aceleración del desarrollo 
tecnológico del sector privado, del cual también pueden beneficiarse109. A todo esto, hay que tener 
en cuenta que lo que caracteriza a una empresa privada, a diferencia del Estado, es principalmente 
su fin de lucro y la sostenibilidad de sus operaciones a lo largo del tiempo.

107	 Gaggero Montaner, M. (2022). Op. Cit. 441-442.
108	 Ozono, M. (2022). Emprendedores del espacio en Argentina. Organizaciones, redes y proyectos. Direc-

ción Nacional de Desarrollo Tecnológico e Innovación, Subsecretaría de Políticas en Ciencia, Tecnología 
e Innovación. https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/emprendedores_del_espacio.pdf, 8.

109	 Conde Ordoñez, D. C. (2024). «El futuro de las agencias espaciales en el siglo XXI: El desarrollo de 
las legislaciones nacionales y la cooperación internacional en el Espacio Ultraterrestre». Centro de Estu-
dios de Derecho Aeronáutico y Espacial (CEDAE). https://cedaeonline.com.ar/2024/05/05/el-futu-
ro-de-las-agencias-espaciales-en-el-siglo-xxi-el-desarrollo-de-las-legislaciones-nacionales-y-la-coopera-
cion-internacional-en-el-espacio-ultraterrestre/, 47.
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Respecto a este cambio de paradigma, Hermida clasificó las etapas de la siguiente manera110:

i) La era de la exploración del espacio exterior: comenzó con el lanzamiento del Sputnik 1 en 
1957, en una etapa dominada por las potencias de la época, como la Unión Soviética y los Estados 
Unidos. El principal interés fue científico, sin actividades comerciales, y se establecieron los princi-
pios de exploración pacífica que más tarde se reflejarían en los tratados internacionales de derecho 
espacial;

ii) La edad de la inocencia comercial: inició en 1965 con el lanzamiento del satélite comercial 
Early Bird de INTELSAT. Las organizaciones internacionales lideraron, con las empresas privadas en 
un rol secundario, principalmente como apoyo. En los años 80 surgieron los servicios de transporte 
espacial a terceros, principalmente con el transbordador espacial de la NASA, y aunque las empresas 
privadas aún dependían de los gobiernos, se empezó a vislumbrar una futura exploración comercial;

iii) La era espacial comercial: abarcó desde los años 1980 hasta 2011 en EE.UU., aunque 
subsiste en otros países con capacidades espaciales. Con el fin de la Guerra Fría, el interés militar 
disminuyó y surgieron una gran cantidad de emprendimientos espaciales privados, muchos en tele-
comunicaciones. Algunos países en desarrollo se sumaron al grupo de Estados con capacidades 
espaciales, mientras los gobiernos privatizaron partes de sus estructuras, apoyando los emprendi-
mientos privados;

iv) La era de las empresas privadas: comenzó con la discontinuación de los servicios del trans-
bordador espacial de la NASA, cuando Rusia asume la prestación exclusiva de servicios de abaste-
cimiento a la Estación Espacial Internacional (ISS), hasta que los norteamericanos implementan el 
programa «Commercial Crew Transportation Capability», donde surgen empresas privadas como 
Orbital Sciences Corporation y SpaceX, que comienzan a ofrecer estos servicios. La principal carac-
terística es que, a diferencia de la existencia de licitaciones en décadas anteriores, las empresas pri-
vadas son dueñas de los sistemas de transporte que desarrollan, y la NASA solo contrata el servicio y 
controla el cumplimiento de las regulaciones de seguridad.

Por lo tanto, se observa que los cambios son progresivos y no se presentan de manera uniforme 
en todos los países con capacidades espaciales. Aun así, según lo comentado, no es de extrañar 
que Estados Unidos sea uno de los países con más normativa vinculada a los actores privados y 
al uso comercial de los recursos espaciales. Dentro de estas se pueden nombrar la «Commercial 
Space Launch Act» de 1984, la «Commercial Space Launch Competitiveness Act» de 2015 y la 
«Executive Order 13914 - Encouraging International Support for the Recovery and Use of Space 
Resources» de 2020.

A esto se sumó, a nivel internacional, la iniciativa norteamericana de los «Acuerdos Artemisa - 
Principios para la Cooperación en la Exploración y Utilización Civiles de la Luna, Marte, Cometas 
y Asteroides con Fines Pacíficos»111. Este instrumento, que acompaña el Programa Artemisa (desti-
nado a retomar la exploración lunar y establecer una presencia sostenida en la Luna y Marte), busca 

110	 Hermida, J. (2015). «La explotación comercial del espacio exterior y de la Luna». En Peinado Gracia, J. 
(Dir.), Nuevos Enfoques del Derecho Aeronáutico y Espacial (407-420). Marcial Pons.

111	 National Aeronautics and Space Administration [NASA]. (s.f.). «The Artemis Accords». https://www.
nasa.gov/specials/artemis-accords/index.html
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establecer un conjunto de principios comunes que rijan la exploración civil y el uso del espacio ultra-
terrestre. Aunque esta propuesta parece valiosa, dado el estancamiento en la creación de nueva 
normativa espacial internacional, es necesario analizar la controversia que rodea estos acuerdos, 
que han sido firmados, a la fecha, por 59 países, incluida la Argentina, que se unió en 2023112.

Al respecto, Fontana destaca que estos acuerdos no son multilaterales, como los tratados del 
Corpus Iuris Spatialis, sino que se presentan como convenios bilaterales entre Estados Unidos y 
otros países. Además, no consideran las disposiciones del Acuerdo de la Luna de 1979, sino que 
pretenden establecer un régimen de explotación de los recursos naturales diferente al propuesto 
por dicho tratado113.

Esta autora también remarca que la «Sección 10», referida a los recursos espaciales, es uno de 
los puntos más conflictivos. Esta parte de los acuerdos, que establece que la extracción de recur-
sos espaciales no constituye inherentemente apropiación nacional bajo el artículo 2 del Tratado del 
Espacio de 1967, puede ser entendida de dos maneras: i) que la apropiación no es contraria al Tra-
tado del Espacio en la medida en que se efectúe para posibilitar ciertas actividades en el espacio 
ultraterrestre, debido a que una exegesis inversa limitaría el desarrollo de la próxima generación de 
actividades espaciales; o ii) que la idea de explotación que tienen los Acuerdos se aproxima más a las 
necesidades planteadas por el modelo del New Space, donde existe una preeminencia de empre-
sas privadas. Para reforzar esta última interpretación, recurre a las citadas «Space Act» de 2015 y a la 
«Executive Order 13914», la primera, que otorga el derecho de los ciudadanos estadounidenses a 
poseer, transportar, comprar y vender recursos extraídos del espacio exterior, y la Orden Ejecutiva, 
que directamente se opone a tratar el Acuerdo de la Luna de 1979 como una expresión de costum-
bre internacional obligatoria114.

Otro punto discutible de estos acuerdos es lo estipulado en la «Sección 11 - Evitación de conflic-
tos en las actividades espaciales», que aborda la seguridad en las zonas donde operan los Estados, 
incluyéndose la obligación de compartir información y de notificar a los demás sobre sus activida-
des. Allí también se establece el confuso concepto de «zona de seguridad», definida como: «...el 
área en que las operaciones nominales de una actividad pertinente o un acontecimiento anómalo 
podrían razonablemente dar lugar a un obstáculo perjudicial»115.

La principal problemática que plantea el establecimiento de zonas seguras es que, en su propia 
génesis, lleva implícita la concepción de estas como de uso exclusivo por parte de quien se encuen-
tra a cargo de la misma, dado que la realización de actividades de explotación de un cuerpo celeste 
(como la extracción de minerales) debe contar, como requisito necesario, con algún grado de exclu-
sión de terceros. Por lo tanto, un emplazamiento comercial privado estadounidense, establecido, 

112	 Jefatura de Gabinete de Ministros. (2023). «El Gobierno nacional oficializó junto al titular de la NASA la ad-
hesión a los Acuerdos Artemisa de cooperación espacial internacional». Archivo Histórico de Noticias de 
Ciencia. https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-gobierno-nacional-oficializo-junto-al-titular-de-la-na-
sa-la-adhesion-los-acuerdos

113	 Fontana, A. V. (2021). «Los Acuerdos Artemisa». En XI Congreso Argentino de Tecnología Espacial, 7-9 
de abril, 2021, 1-2.

114	 Fontana, A. V. (2021). Op. cit. 3-4.
115	 National Aeronautics and Space Administration [NASA]. (2022). Artemis Accords – Translated versions. 

https://www.nasa.gov/wp-content/uploads/2022/11/Translated-Versions-of-the-Accords.pdf, 50.
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por ejemplo, en la Luna, difícilmente permitiría el libre acceso a sus instalaciones a una misión de un 
Estado no signatario de los Acuerdos Artemisa116.

En síntesis, las consecuencias de los postulados de estos acuerdos no serán claras hasta que 
efectivamente algún Estado consiga establecer bases permanentes en la Luna o Marte. Asimismo, 
a pesar de la gran cantidad de países que se están uniendo a los mismos (a la fecha, más de tres 
veces la cantidad de los que firmaron el Acuerdo de la Luna), lo cierto es que, al ser una iniciativa 
estadounidense, será prácticamente imposible que se unan otros grandes actores espaciales, como 
la Federación Rusa o la República Popular China (el más cercano a enviar misiones tripuladas a nues-
tro satélite natural). Vale destacar que incluso, en el caso de China, existe una prohibición legal de 
colaboración científica entre esta nación y los Estados Unidos, sancionada en 2011 por el Congreso 
estadounidense117.

Por último, en relación con nuestro país, al no conocerse el proceso interno de toma de decisio-
nes por parte del Poder Ejecutivo, solo se puede especular sobre cuál fue el motivo que determinó 
unirse a los Acuerdos Artemisa. Más aun teniendo en cuenta que, al no considerarse los acuerdos 
como un tratado internacional conforme a la Convención de Viena de 1969, no existió ningún tipo 
de trámite legislativo respecto a su aprobación. De todos modos, mientras nuestro país siga siendo 
parte, existen consecuencias jurídicas que incluso condicionan la sanción de nueva legislación 
interna, especialmente en todo lo referido a la participación de empresas privadas en la actividad 
espacial y a la posible explotación de recursos espaciales. Sumado a esto, este involucramiento se 
presentó como una toma de postura en un ámbito en el cual otros Estados que no forman parte de 
estos acuerdos, como es el caso de China, mantienen convenios vigentes con nuestro país118. Con 
la palabra «cooperación», cuando no se está en igualdad de condiciones, muchas veces se ocultan 
intenciones que no son gratuitas119.

4.2. La inconclusa integración regional: el caso de la ALCE

En consonancia con lo planteado en el título anterior, lo cierto es que existió otra iniciativa que 
podría haberse planteado como una tercera vía a la carrera espacial que se cierne en la actualidad, 
permitiendo un grado de autonomía regional para competir con otros actores espaciales: la Agencia 
Latinoamericana y Caribeña del Espacio (ALCE). Esta propuesta, que surgió en el marco de la Comu-
nidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) en el año 2020, tuvo como impulsores a 
México y a nuestro país, los cuales firmaron la «Declaración sobre la Constitución de un Mecanismo 

116	 Fontana, A. V. (2021). Op. Cit. 5.
117	 Pienizzio, A. (2021b). «Los Acuerdos Artemisa y el futuro de la exploración espacial: Un análisis a la luz de 

los postulados del Derecho del Espacio». Boletín Informativo del Grupo de Jóvenes Investigadores, (12). 
Instituto de Relaciones Internacionales. https://sedici.unlp.edu.ar/handle/10915/122900, 43.

118	 El principal de estos es el acuerdo aprobado por la Ley 27.123 que sirvio para el establecimiento de la 
Estación CLTC – CONAE-NEUQUEN.

119	 No se deben olvidar las presiones ejercidas por parte de los Estados Unidos, que motivaron la desactiva-
ción del proyecto misilístico Condor II (que podría haber sido un gran vector de lanzamiento de pequeños 
satélites), así como el ingreso de Argentina, en los años 90, al «Régimen de Control de Tecnología Misi-
lística», conocido como MTCR. BLINDER, D. (2022). El proyecto del misil Cóndor II y la política espacial 
argentina. EDUNPAZ, 377.
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de Cooperación en el Ámbito Espacial», estableciendo que la agencia iniciaría sus operaciones en 
2021120.

Lamentablemente, si bien la idea era loable, nació con defectos insalvables desde su comienzo. 
El primero y principal fue la ausencia de Brasil, el otro gran actor espacial en la región junto a nuestro 
país, el cual, debido al viraje político del gobierno brasileño, se había retirado de la CELAC en 2020, 
optando por firmar una declaración de intenciones para unirse a los Acuerdos Artemisa121. Final-
mente, se unió a estos últimos en junio de 2021, siendo el primer país latinoamericano en hacerlo122. 
Posteriormente, en 2023, Brasil se reincorporaría a la CELAC, aunque no manifestaría expresamente 
su deseo de integrarse a la agencia espacial latinoamericana123. A su vez, México, el gran impulsor 
de la ALCE, se unió a los Acuerdos Artemisa en diciembre de 2021124. Sumado a ello, como se vio 
anteriormente, nuestro país firmaría los acuerdos en 2023. Por su parte, otros países de la región, 
como Uruguay, Perú y Colombia, también ya se han unido125 .

En otras palabras, a pesar de que parecería que los destinos de los Acuerdos Artemisa y la Agen-
cia Espacial Latinoamericana comulgan por caminos separados, no se puede analizar uno sin el otro. 
Esto se debe a que la ALCE podría haber sido un intento de consolidar una política de cooperación 
multilateral y regional en materia espacial de forma autónoma, algo que ya no sucederá debido a 
que los diferentes países latinoamericanos se han sumado a la agenda espacial norteamericana.

Sin embargo, hay que agregar que no fue solamente la cuestión de Artemisa y la ausencia de 
Brasil los factores que hundieron finalmente el proyecto, sino que, desde su inicio, no se presentó 
un plan de acción claro. Más allá de que en el convenio constitutivo se establecía el desarrollo de 
tecnología satelital propia para la región, así como también la promoción, desarrollo y coordinación 
de programas, proyectos e investigaciones126, lo cierto es que nunca se terminó de presentar un 
proyecto concreto, más allá de los rumores sobre la creación de un satélite meteorológico regional 
dentro del marco de la agencia127.

120	 Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la República Argentina. (2021). 
«La Argentina firmó el Convenio Constitutivo de la Agencia Latinoamericana y Caribeña del Espacio 
(ALCE)» [Información para la Prensa N.º 373/21]. https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noti-
cias/la-argentina-firmo-el-convenio-constitutivo-de-la-agencia-latinoamericana-y

121	 Pienizzio, A. (2021b). Op. Cit. 43.
122	 National Aeronautics and Space Administration [NASA]. (2021). «Brazil Signs Artemis Accords». ht-

tps://www.nasa.gov/feature/brazil-signs-artemis-accords
123	 Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la República Argentina. (2023). 

«Brasil le confirmó al canciller Cafiero su reincorporación a la CELAC» [Información para la Prensa N.º 
011/23]. https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/brasil-le-confirmo-al-canciller-cafie-
ro-su-reincorporacion-la-celac

124	 Secretaría de Relaciones Exteriores. (2021). «Mexico joins NASA-led Artemis Program, which will take a 
woman and a man to the Moon». https://www.gob.mx/sre/prensa/mexico-joins-nasa-led-artemis-pro-
gram-which-will-take-a-woman-and-a-man-to-the-moon

125	 National Aeronautics and Space Administration [NASA]. (s.f.). Op. Cit.
126	 Lucchesi Van Brussel, I. (2023). «La carrera espacial Latinoamericana: una breve aproximación sobre la 

Agencia Latinoamericana y Caribeña del Espacio». Instituto Iberoamericano de Derecho Aeronáutico y del 
Espacio. https://derechoaeroespacial.org/newsletter-not19, 14.

127	 Comisión Nacional de Actividades Espaciales [CONAE]. (2023). «Avanza el proyecto de un satélite me-
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En relación con el tema presupuestario y en una comparación con la Agencia Espacial Europea 
(ESA), Lucchesi Van Brussel destaca que, más allá de las diferencias socioeconómicas, la ESA posee 
un sistema de «retorno geográfico» o «geo return», que implica que cada miembro recibe los retor-
nos de los recursos invertidos en proporción a la inversión que realiza. En el Convenio Constitutivo 
de la ALCE se planteó un sistema de cuotas similar al de las Naciones Unidas, por capacidad de pago, 
pero sin mencionar ningún tipo de sistema de retornos128. En otras palabras, la cuestión monetaria 
es particularmente relevante en el constante contexto de dificultades económicas y conflictividad 
social que existe en Latinoamérica, con problemas estructurales y demandas en áreas como salud, 
vivienda o educación. Más aún, si tenemos en cuenta que, de los países miembros, es la Argentina 
la que cuenta con mayores capacidades desarrolladas, lo que hace válido el cuestionamiento sobre 
cuál sería el valor agregado de participar en una experiencia de este estilo con otros protagonistas 
cuyo desarrollo espacial es más incipiente.

En suma, parece que hoy la ALCE sigue el mismo destino que otros proyectos regionales fraca-
sados, como la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), donde, una vez perdido el impulso 
político y sin el apoyo institucional ni de la sociedad civil, la iniciativa sucumbió ante su propio peso. 
A esto se agrega que, a la fecha, la agencia no cuenta siquiera con una página web institucional, y 
lo último que se puede rastrear como noticia significativa es que, aparentemente, la sede física de la 
agencia se ubicaría en la Universidad Aeronáutica de Querétaro (UNAQ), aunque sin existir mayores 
precisiones129.

Como corolario, resulta relevante traer a colación la opinión del histórico director de la CONAE 
e impulsor de INVAP, el físico Conrado Varotto, quien destacó que siempre estuvo la idea de crear 
una agencia espacial regional, pero no de la forma en que fue impulsada por México, remarcando 
además que cada país diseña su política exterior según los factores que pone en juego, y que debe-
ría retomarse el concepto de «asociación cooperativa», que establece una cooperación con socios 
de importancia, pero en igualdad de condiciones130. Esta postura está en consonancia con lo postu-
lado por el último Plan Espacial Nacional 2004-2015, el cual enfatizaba la cooperación internacio-
nal asociativa como una de las herramientas fundamentales para alcanzar objetivos a largo plazo. 
El mencionado físico también definió nuestra agencia espacial como una herramienta de política 
exterior, en la que se debe privilegiar el conocimiento sobre la ejecución, y donde aquello que la 
institución haga, por más pequeño que sea, debe estar alineado con lo que realizan otros países en 
la frontera del conocimiento131.

En definitiva, será necesario, al momento de elaborarse legislación espacial nacional, retomar y 
plasmar nuevamente la idea de tener propósitos y metas a largo plazo, y no caer en las vicisitudes 
de la coyuntura política, debiendo también privilegiarse la búsqueda de objetivos más concretos de 
cooperación regional.

teorológico para América Latina». Gobierno de Argentina. https://www.argentina.gob.ar/noticias/avan-
za-el-proyecto-del-servicio-meteorologico-nacional-para-la-construccion-del-satelite

128	 Lucchesi Van Brussel, I. (2023). Op. cit. 15.
129	 Periferia. (14 de febrero de 2024). «México será sede de la Agencia Espacial Latinoamericana». Periferia. 

https://periferia.com.ar/latinoamerica/mexico-sera-sede-de-la-agencia-espacial-latinoamericana/
130	 Agendarweb. (29 de enero de 2024). «Conrado Varotto: “Argentina debe tomar decisiones estratégicas”». 

https://agendarweb.com.ar/2024/01/29/conrado-varotto-argentina-debe-tomar-decisiones-estrategicas/
131	 Blinder, D. (2022). Op. cit. 427.
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4.3. Vacíos normativos y dispersión de la legislación nacional

Para concluir este trabajo, es preciso examinar algunas de las normas presentes en nuestro sis-
tema jurídico, cuyos principios deberán considerarse en una futura reforma constitucional o en la 
elaboración de una ley general de actividades espaciales. Algunas de estas disposiciones fueron 
abordadas al analizar el Plan Espacial Nacional, pero de todos modos se hará una breve mención 
con el propósito de presentar un esquema normativo organizado.

En este contexto, resulta pertinente comenzar por las normas directamente relacionadas con las 
actividades desplegadas por nuestra agencia espacial nacional:

─	 Decreto 995/91: Creó la Comisión Nacional de Actividades Espaciales (CONAE), 
estableció sus funciones y organización, y la situó bajo la dependencia directa y 
exclusiva del Presidente de la Nación. Este decreto fue ratificado por la Ley 24.061 
de Presupuesto para el año 1992 y por la Ley 11.672 Complementaria Permanente de 
Presupuesto.

─	 Decreto 2076/94: Aprobó el Plan Espacial Nacional para el período 1995-2006.
─	 Decreto 125/95: En consonancia con lo estipulado por el «Convenio sobre el 

Registro de Objetos Lanzados al Espacio Ultraterrestre» de 1975, se creó el «Registro 
Nacional de Objetos Lanzados al Espacio Ultraterrestre». Esta norma es complemen-
taria con la Resolución CONAE 260/99, que aprobó el «Reglamento Orgánico del 
Registro Nacional de Objetos Lanzados al Espacio Ultraterrestre», los «Formularios 
de Datos Relativos a los Objetos Espaciales» y el «Régimen de Aranceles» del men-
cionado registro.

─	 Decreto 660/96: Transfirió la CONAE del ámbito de la Presidencia de la Nación a la 
órbita de la Secretaría de Ciencia y Tecnología del Ministerio de Cultura y Educación.

─	 Decreto 1274/96: Transfirió nuevamente la CONAE, pero esta vez desde el Ministe-
rio de Cultura y Educación al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.

─	 Decreto 176/97: Instruye a la CONAE a la creación de medios de acceso al espacio 
y servicios de lanzamiento. Es el primer antecedente de la empresa Vehículo Espa-
cial Nueva Generación (VENG), que luego se constituiría como sociedad anónima en 
1998, siendo controlada por la CONAE132.

─	 Resolución CONAE 463/97: Creó el «Registro de Operadores Espaciales».
─	 Decreto 1330/99: Aprobó el Plan Espacial Nacional para el período 1997-2008.
─	 Decreto 532/05: Declaró al desarrollo de la actividad espacial como política de 

Estado y de prioridad nacional, y aprobó el Plan Espacial Nacional para el período 
2004-2015.

─	 Decreto 2197/12: Transfirió la CONAE del ámbito del Ministerio de Relaciones Exte-
riores y Culto a la órbita del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y 
Servicios.

─	 Decreto 242/16: Transfirió la CONAE del ámbito del Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios a la órbita del Ministerio de Ciencia, Tecnología 
e Innovación Productiva.

132	 Latam Satelital. (12 de junio de 2018). «20 años de VENG, la empresa de Acceso al Espacio de CONAE». 
https://latamsatelital.com/20-anos-veng-la-empresa-acceso-al-espacio-conae/
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─	 Decreto 8/23: Se transfirieron las competencias del Ministerio de Ciencia, Tecno-
logía e Innovación Productiva a la Secretaría de Innovación, Ciencia y Tecnología, a 
cargo de la Jefatura de Gabinete de Ministros. La CONAE volvió a la órbita del Poder 
Ejecutivo.

De esta enumeración, lo primero que se advierte es la cantidad de veces que la CONAE fue 
transferida entre distintas reparticiones del Estado. Incluso, si se consideran los decretos 660/96 
y 176/97, en un mismo año la agencia pasó de Presidencia al Ministerio de Cultura y, desde allí, a 
la Cancillería. Esta situación demuestra que el destino de la CONAE estuvo en múltiples ocasiones 
ligado al de la Secretaría de Ciencia y Tecnología, lo que también influyó en que, recientemente, con 
la supresión del Ministerio de Ciencia y Tecnología y su transformación nuevamente en secretaría, la 
agencia regresara a la órbita de la Presidencia, esta vez dentro de la Jefatura de Gabinete.

Esta situación no ha ayudado al desarrollo de una política espacial coherente y con proyección 
a la cooperación internacional. Más aún si considera, como se mencionó en el título anterior, que la 
visión político-institucional de Varotto sobre la CONAE —a diferencia de la CNIE, que dependía de 
la Fuerza Aérea- era la de una herramienta de política exterior, percepción que también extendía al 
Plan Espacial Nacional133—. Aun así, cabe señalar que cuando se produjo la transferencia estipulada 
en el Decreto 2197/12, se determinó que la cooperación internacional en materia espacial seguiría 
bajo la órbita de la Cancillería. De todos modos, esta división de competencias no hubiera sido 
necesaria si la CONAE permanecía en su ámbito natural.

A todo esto, se suma una dicotomía significativa entre el planteo de una política espacial a diez 
años, como se presenta en las distintas versiones del Plan Espacial, y la asignación del presupuesto 
de la CONAE en un formato anual134. En otras palabras, un presupuesto anual —afectado además por 
la inestabilidad macroeconómica— limita la posibilidad de garantizar la continuidad de desarrollos 
que requieren un flujo constante de recursos135. Por lo tanto, ante el actual escenario de incertidum-
bre, este es un aspecto que, indefectiblemente, deberá considerarse al momento de definir una 
nueva legislación espacial nacional con un enfoque serio y sostenido en el tiempo.

Por otro lado, resulta interesante destacar el Decreto 125/95, que creó el Registro de Objetos 
Lanzados al Espacio Exterior, y la Resolución 260/99, que aprobó su reglamento orgánico, ya que 
constituyen uno de los pocos ejemplos de cumplimiento directo de disposiciones emanadas de un 
tratado de derecho espacial, en este caso, el Convenio de Registro de 1975. Sin embargo, estas 
normativas dejaron ciertos aspectos abiertos a interpretación, los cuales no han sido objeto de regu-
lación posterior por parte de la CONAE.

Por ejemplo, en el artículo 4 del decreto y en los artículos 2, inciso e, y 3 de la resolución, se 
menciona el pago de un arancel para registrar un objeto lanzado al espacio. El problema radica en 
que no se establece de manera clara cómo se determina dicho arancel. Es decir, si se calcula en 

133	 Blinder, D. (2022). Op. cit. 359-360.
134	 Esta planificación limitada a 12 meses también surge claramente de las partidas presupuestarias analiza-

das en el Capítulo 2.3. de este trabajo, donde se buscaron referencias a la existencia de un nuevo Plan 
Espacial.

135	 López, A. y Pascuini, P. (2024). El sector espacial como impulsor de la I+D y el desarrollo empresarial: una 
revisión de instrumentos de política. https://doi.org/10.18235/0013088, 26.
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función del tamaño o peso del objeto espacial, si se basa en la carga útil del vehículo de lanzamiento 
o si se aplica otro criterio. Cabe destacar además que la Resolución 260/99 aprobó expresamente 
en su artículo 4 el «Régimen de Aranceles» y supuestamente lo incorpora como anexo 5, pero en 
la publicación del Boletín Oficial dicho anexo no figura. Lo curioso es que esta norma se dictó para 
actualizar la Resolución 252/96, que también había aprobado una reglamentación del registro, la 
cual sí incluía un detalle de los montos de los aranceles, aunque tampoco tenía una justificación clara 
sobre su determinación y los fijaba en pesos, algo siempre problemático en un país con alta inflación 
como el nuestro.

Otra cuestión confusa se encuentra en la referencia a los seguros que se hizo en el artículo 5, 
inciso 9, del Decreto 125/95, donde se estipuló: «En el Registro se anotarán: (...) 9) Información 
relativa a los seguros contratados». Y en el artículo 2, inciso d, del reglamento, el cual estableció: 
«La inscripción de un objeto espacial (...) se efectuará previa presentación de la siguiente documen-
tación: (...) d) Documentación que acredite el tipo y condiciones de los seguros contratados». Por la 
forma en que está redactada esta norma, y a diferencia de lo que sucede en el ámbito de la aviación, 
donde el artículo 192 del Código Aeronáutico asigna al explotador de aeronaves la obligación de 
constituir un seguro por los posibles daños causados, aquí no parece constreñirse de manera impe-
rativa a contratar un seguro (a pesar de tratarse de una actividad potencialmente riesgosa), solo se 
habla de informar al respecto.

Al respecto, Catani y Maron remarcan que, si bien el requisito se encuentra vigente, al no estar 
plenamente reglamentada la norma, depende de cada solicitante la decisión sobre qué tipo de 
póliza contratar y cuál será el monto del daño a cubrir, ya que no está establecido cuál es el mínimo 
y cuál el tope asegurable136. Esto no es un tema menor, ya que, en un caso de responsabilidad civil, 
un damnificado afectado por la caída de un desecho espacial puede demandar, de manera concu-
rrente, al Estado, por ser este, en definitiva, el responsable a nivel internacional de la actividad de 
sus nacionales, según lo dispuesto en el artículo VI del Tratado del Espacio. En la misma línea, debe 
recordarse que el Convenio sobre Responsabilidad Internacional por Daños Causados por Objetos 
Espaciales de 1972 —ratificado por la Argentina— establece la responsabilidad absoluta del Estado 
de lanzamiento por daños en la superficie de la Tierra y la responsabilidad por culpa en el espacio 
ultraterreste, lo que refuerza la necesidad de un régimen interno de seguros que contemple meca-
nismos de subrogación adecuados.

En suma, estos, junto con otros ejemplos que también se encuentran en la legislación espacial 
nacional, demuestran que aún existe mucho camino por recorrer, tanto en las áreas donde ya existen 
regulaciones, pero son incompletas, como en los lugares donde directamente no existe normativa. 
Lo más importante es que no se debe ir muy lejos para encontrar modelos que podrían ser extra-
polados a nuestra realidad. Por ejemplo, en el caso de los seguros, nuestro vecino Brasil, en su Ley 
14.946 de Actividades Espaciales y en su «Reglamento para la licencia del operador de activida-
des espaciales y para la autorización de lanzamiento», trata expresamente los temas referidos a la 
responsabilidad por daños y la obligatoriedad de los seguros espaciales. A su vez, estas normas 
fijan claramente los montos de cobertura que estos deben tener, expresados en dólares, brindando 

136	 Catani, C. y Maron, G. (2023). «Estado de lanzamiento, Registro Nacional de Objetos Lanzados al Es-
pacio Ultraterrestre y la reglamentación del artículo 5 inciso 9 del Decreto N.º 125/95» [Ponencia]. XII 
Congreso Argentino de Tecnología Espacial, 14. 
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valores de referencia y utilizando como parámetro de determinación los kilogramos de carga útil del 
vector de lanzamiento.

Por otra parte, existen otras normas a considerar que se vinculan directa o indirectamente con la 
actividad espacial y que se pueden dividir en dos categorías: las referidas a las telecomunicaciones 
y las asociadas con el sistema nacional de ciencia y tecnología. Las primeras se relacionan con la 
actividad espacial debido a que muchos de los servicios de tecnologías de información y comunica-
ciones (TIC) son prestados a través de satélites. Por lo tanto, dado que en muchos casos se está frente 
a recursos naturales limitados, como las órbitas geoestacionarias, gestionadas internacionalmente 
por la UIT o, a nivel nacional, con las bandas y frecuencias del espectro radioeléctrico, resulta funda-
mental establecer parámetros claros que garanticen su acceso.

En este sentido, existen referencias a las telecomunicaciones en algunas de las normativas que ya 
se han enumerado, como el Plan Espacial Nacional. Sumado a esto, se encuentran otras leyes que 
también abordan estas cuestiones de manera específica, como la Ley 26.522, de 2009, conocida 
como «Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual», que regula estos servicios en la Argentina, 
estableciendo cuotas de contenido nacional y local en los medios, y disponiendo sobre la titula-
ridad de licencias. La autoridad de aplicación de esta ley es, en la actualidad, el Ente Nacional de 
Comunicaciones (ENACOM). Por otro lado, se cuenta con la Ley 27.078, de 2014, conocida como 
«Ley Argentina Digital», que declara de interés público el desarrollo de las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones (TIC), garantizando la neutralidad de redes y la accesibilidad, y regu-
lando los servicios y recursos de telecomunicaciones en Argentina. Como puede apreciarse, ambas 
normas presentan similitudes, aunque puede sintetizarse su diferencia señalando que, mientras la 
Ley 27.078 se centra en la infraestructura y los servicios de telecomunicaciones, la Ley 26.522 regula 
los contenidos y servicios de comunicación audiovisual.

De igual modo, existen otras disposiciones referidas directamente a los satélites de comunicacio-
nes. En primer lugar, la Ley 26.092 de 2006, que crea la «Empresa Argentina de Soluciones Sate-
litales Sociedad Anónima AR-SAT», establece su estatuto, funciones y autorizaciones, y le asigna el 
uso de la órbita geoestacionaria en la posición 81.º Longitud Oeste y sus bandas de frecuencias 
asociadas. En segundo lugar, se encuentra la Ley 27.208 de 2015, que declara de interés nacional el 
desarrollo de la industria satelital, aprueba el «Plan Satelital Geoestacionario Argentino 2015-2035» 
y asigna a AR-SAT su implementación y gestión.

El mencionado Plan Satelital respondió a la misma lógica de planificación del Plan Espacial Nacio-
nal, estableciéndose un período de tiempo, en este caso de veinte años, en el cual debía de desa-
rrollarse. En este se estipuló la fabricación de al menos seis satélites geoestacionarios, incluido el 
ARSAT-3 y los reemplazos del ARSAT-1 y el ARSAT-2, que para esos momentos ya se encontraban en 
órbita. Vale señalar que el cronograma estimado para la fabricación y lanzamiento no fue cumplido, 
y hace años que existe incertidumbre sobre el destino del ARSAT-3 (hoy llamado ARSAT-SG1), cuyo 
lanzamiento se encuentra postergado y se prevé para el 2027137.

137	 Alfie, A. (27 de noviembre de 2024). «Postergan para 2027 el lanzamiento del tercer satélite de Arsat». 
Clarín. https://www.clarin.com/politica/postergan-2027-lanzamiento-tercer-satelite-arsat_0_5hRQ7R-
QGkk.html
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Por último, corresponde de manera sintética nombrar las leyes vinculadas al ámbito de la cien-
cia y tecnología, cuyos objetivos están más destinados al desarrollo de recursos humanos y como 
nexo entre las instituciones del sector público (nacional, provincial y municipal), el sector privado 
y la sociedad civil. Sobre esto, hay que remarcar que el Plan Nacional Espacial también posee dis-
posiciones vinculadas a expandir el uso de la tecnología espacial en los ámbitos educativos y de la 
sociedad civil.

Al respecto, la Ley 25.467 de 2001, estableció el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Inno-
vación (SNCTI), definió su estructura, objetivos, las responsabilidades del Estado, y la planificación, 
financiamiento y evaluación de actividades de investigación y desarrollo. Asimismo, creó el Consejo 
Interinstitucional de Ciencia y Tecnología (CICYT), integrado por organismos nacionales que realizan 
actividades científicas (entre ellos la CONAE), los rectores de universidades nacionales (según un 
criterio geográfico), un rector de una universidad privada y otras instituciones públicas o privadas 
invitadas por el Consejo.

En consonancia con ello, en 2023 fue sancionada la Ley 27.738, que aprobó el Plan Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación 2030, disponiendo como autoridad de aplicación el ahora inexis-
tente Ministerio de Ciencia y Tecnología. Este programa sigue en parte la lógica del Plan Espacial 
al establecer un período de tiempo prolongado, en este caso hasta el año 2030 (en consonancia 
con la Agenda 2030 de las Naciones Unidas). Los objetivos de dicho plan se centran en impulsar la 
generación y gestión del conocimiento para la innovación social y productiva de forma inclusiva y 
sostenible. A su vez, establece desafíos nacionales, agendas territoriales y transversales, promueve 
la inversión en investigación y desarrollo, la formación de recursos humanos y la colaboración inter-
sectorial. También propone la transformación del Sistema Nacional de Ciencia y Técnica y busca el 
involucramiento de sus actores. A pesar de todo esto, la aplicación efectiva de este plan es poco 
concreta.

En síntesis, teniendo en cuenta las diversas normativas descriptas, se puede apreciar que existe 
una amplia legislación que, directa o indirectamente, se involucra con el desarrollo de la industria 
espacial en nuestro país. Por lo tanto, será objeto de discusión si muchas de las disposiciones de 
estas normas deberán ser tenidas en cuenta al momento de confeccionar nueva normativa espacial 
a nivel nacional, así como la necesidad de regular aquellas áreas donde todavía existen evidentes 
vacíos legales.

5. Conclusiones
A los fines de expresar las conclusiones de este trabajo es conveniente mencionar brevemente los 

temas que fueron tratados a lo largo de cada uno de los capítulos.

Como punto de partida, corresponde comenzar con la primera sección, donde se examinó la 
validez intrínseca del texto constitucional y su relación con el derecho internacional, la constitucio-
nalización de las políticas públicas y el Plan Espacial Nacional. En ese capítulo inicial, se identificó 
una marcada diferencia entre la legislación que existe dentro de un Estado con poder sancionatorio 
y la situación en la comunidad internacional, donde los Estados funcionan como entes independien-
tes que pueden o no integrarse y aplicar normas comunes entre ellos, proyectándose luego estas 
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disposiciones desde el orden internacional hacia los sistemas internos. Como ejemplo de esto, se 
abordó el derecho europeo y se realizó una comparación analógica entre el derecho aeronáutico y 
el derecho espacial a nivel global, destacando cómo el reglamentarismo internacional del primero 
influye en las legislaciones nacionales.

Asimismo, se demostró que en la Constitución —incluso en su texto decimonónico— existen 
normas que consagran la consecución de políticas públicas, si bien no referidas específicamente 
a la cuestión espacial. Por lo tanto, cabe sostener que en una futura reforma se puedan establecer 
disposiciones de este tipo en nuestra Norma Fundamental. Finalmente, al abordar lo referido a la 
politicidad del derecho espacial, haciendo además una comparación con la cuestión aeronáutica, 
se procedió a llevar a cabo un análisis minucioso de su mayor expresión legislativa: el Plan Espacial 
Nacional. Este fue desglosado, teniendo en cuenta sus diferentes versiones, y se hizo mención sobre 
la incertidumbre que existe respecto a su vigencia actual.

En el segundo capítulo, se realizó el estudio de diversas experiencias constitucionales tanto en 
el derecho nacional —incluyendo la Constitución de 1949 y las constituciones de las provincias del 
Chaco y de Santiago del Estero— como en el derecho extranjero, con las constituciones de Brasil, 
Colombia y Paraguay. Además, se examinó legislación provincial y extranjera relevante relacionadas 
con la actividad espacial.

Respecto a la Constitución de 1949, se destacó el cambio de paradigma que ésta representó, 
especialmente en relación con los derechos sociales y lo abarcativa que era en lo referente a la cues-
tión aeronáutica. Se señaló además que, en ciertos aspectos, la Constitución se inclinaba por una 
visión estatista, caracterizada por la propiedad de los servicios públicos, y estipulaba la sanción de 
un código aeronáutico, promovía el transporte aéreo y regulaba la navegación aérea y los aeródro-
mos. Todo ello podría servir como parámetro para la futura elaboración de regulaciones espaciales.

Por su parte, en el análisis de las Constituciones Provinciales —especialmente la del Chaco— se 
subrayó la protección que esta otorga a los meteoritos hallados en su territorio. A continuación, se 
examinó normativa infraconstitucional, tanto provincial como nacional, relevante sobre el tema, y se 
estudió el único antecedente jurisprudencial que llegó hasta la Corte Suprema de la Nación, vincu-
lado con un aspecto del derecho espacial: la propiedad de la materia extraterrestre. Con esta parte 
del trabajo se buscó demostrar la dificultad que implica regular cuestiones relacionadas con el dere-
cho espacial y la falta de armonización conceptual existente al respecto.

Como cierre del capítulo, se observó lo avanzada que es en muchos aspectos la Constitución 
de la República Federativa de Brasil de 1988, debido a que regula expresamente muchos aspectos 
vinculados con el derecho espacial, como la navegación aeroespacial y los puertos espaciales. Se 
resaltó legislación brasileña relevante, como la reciente Ley 14.946 de Actividades Espaciales. Por 
otro lado, se analizó lo estipulado en la Constitución colombiana, sobre todo la reivindicación de 
soberanía de un recurso natural espacial como es la órbita geoestacionaria y se señalaron las proble-
máticas que esto conlleva. Para finalizar, se estudió brevemente la Constitución paraguaya, desta-
cándose la presencia en su texto de una «cláusula de los códigos», lo cual constituye una constante 
en el resto de los textos seleccionados. Al respecto, resulta relevante señalar que, a pesar del inci-
piente desarrollo de la industria espacial en dicho país, los convencionales constituyentes ya habían 
previsto la asignación al Congreso de potestades específicas relativas a la navegación espacial.
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En tercer lugar, se abordaron algunos temas vigentes que podrían influir en la forma en que se 
debe sancionar la legislación espacial en el futuro. Se comenzó entonces con la problemática del fra-
caso de los Estados en la creación de nuevas normas vinculantes dentro del Corpus Iuris Spatialis y 
se enumeraron las diversas etapas del desarrollo de la industria espacial. Además, se destacó cómo, 
en las últimas décadas, ha aumentado el protagonismo de los actores privados en el sector y cómo 
estos han influido en la sanción de normas espaciales con fines comerciales, tanto a nivel nacional 
como internacional, siendo un ejemplo de esto último el caso de los Acuerdos Artemisa. Finalmente, 
se examinaron las contradicciones entre los postulados de este instrumento y los principios estable-
cidos en el derecho espacial vigente, así como las posibles consecuencias jurídicas que su reciente 
firma podría acarrear para nuestro país.

Por otro lado, se abordó el tema de la integración regional en materia espacial, centrándose en 
el caso de la Agencia Latinoamericana y Caribeña del Espacio (ALCE) y en cómo esta experiencia 
parece encaminarse hacia un fracaso. Se destacó que no se tuvo en cuenta el concepto de coope-
ración internacional asociativa ni la necesidad de buscar socios en igualdad de condiciones, con 
objetivos y metas concretas a largo plazo.

Para finalizar, se abordó la normativa interna existente en materia espacial, comenzando con una 
enumeración de los decretos y resoluciones vinculadas con la agencia espacial nacional. Asimismo, 
se señalaron los vacíos normativos y algunas de las imperfecciones que afectan a estas regulaciones. 
Además, se mencionaron otras áreas temáticamente relacionadas con el ámbito espacial, como el 
sistema nacional de ciencia y tecnología y todo lo referido a las telecomunicaciones y su gestión. En 
este sentido, se puso de relieve la existencia del Plan Satelital Geoestacionario y los contratiempos 
que han marcado su desarrollo.

En resumen, considerando lo expuesto y respondiendo positivamente a la hipótesis original-
mente planteada, es perfectamente factible la inclusión de una «cláusula espacial» en nuestra Consti-
tución Nacional, junto con la sanción de legislación complementaria en forma de una Ley General de 
Actividades Espaciales. Esta consagración legislativa contribuiría a consolidar una política de Estado 
sostenida en el tiempo en esta área, proporcionando un marco normativo claro y estable, y reflejaría 
la importancia estratégica de las actividades espaciales para el desarrollo del país.

Por lo tanto, a fin de sintetizar algunos puntos clave que deberían considerarse en una futura legis-
lación espacial coherente, se concluye:

1.	 Es fundamental reconocer que las circunstancias económicas nacionales pueden convertir 
en letra muerta los postulados establecidos tanto en la Constitución como en la normativa 
interna. Por ello, resulta imprescindible comprender que no existen derechos ni políticas 
públicas sin recursos y que una legislación consecuente debe intentar prever la disponibi-
lidad de medios financieros.

2.	 Es preciso destacar que la técnica de la constitucionalización ofrece ventajas estratégi-
cas que superan a otras alternativas normativas. Esto debido a que una ley o decreto está 
sujeto a los vaivenes de las mayorías parlamentarias circunstanciales y contribuye a la infla-
ción legislativa que caracteriza nuestra historia institucional. Por lo tanto, la incorporación 
de una «cláusula espacial» en la Norma Fundamental otorga un blindaje jurídico ante la dis-
continuidad de los proyectos de gran envergadura. La Constitución que obliga al Estado 
—con independencia del signo político del gobierno de turno— a sostener una planifica-
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ción de largo plazo, garantizando así que la actividad espacial se consolide efectivamente 
como una política de Estado.

3.	 El Plan Espacial Nacional, en todas sus versiones, constituye un ejemplo de una verdadera 
política pública sostenida en el tiempo. En consecuencia, muchos de sus postulados, tanto 
técnicos como políticos, deben considerarse al momento de sancionar nueva legislación 
espacial. Asimismo, sería pertinente otorgarle jerarquía legislativa y eventualmente consti-
tucional al desarrollo de esta planificación de la política espacial, a los fines de asegurar su 
constante renovación.

4.	 Resulta conveniente rescatar la experiencia histórica que implicó la Constitución de 1949 y, 
en la medida de lo posible, considerando el cambio de época, realizar una interpretación 
analógica de sus postulados vinculados con la actividad aérea en el marco de una futura 
legislación espacial. Por ejemplo, el establecimiento de la competencia federal para las 
causas relacionadas con la navegación espacial o el fomento de esta industria.

5.	 En relación con las constituciones provinciales, y tomando en cuenta principalmente la expe-
riencia legislativa chaqueña, se debe prestar especial atención a la protección del patrimonio 
natural de origen extraterrestre, promoviendo disposiciones tanto a nivel nacional como pro-
vincial que regulen y sancionen el tráfico de estos objetos.

6.	 A la luz de las contradicciones surgidas en la definición de ciertos objetos celestes, como 
los meteoritos, resulta esencial considerar los debates tanto en el ámbito jurídico como en 
el científico al momento de adoptar definiciones concretas, debido sobre todo a las conse-
cuencias legales asociadas a las mismas.

7.	 Considerando las experiencias del derecho constitucional comparado y la existencia prác-
ticamente uniforme de una «cláusula de los códigos», en una futura reforma constitucional 
sería conveniente modificar el artículo 75, inciso 12, para otorgar al Congreso la facultad de 
dictar un Código Aeronáutico y un Código Espacial.

8.	 Asimismo, dada la histórica vinculación entre los sectores nuclear y espacial, especialmente 
en el ámbito del desarrollo científico y académico, podría evaluarse la posibilidad de incluir 
ambas materias bajo un mismo título en la Constitución, siguiendo el ejemplo de Brasil, que 
contempla un apartado específico sobre tecnología.

9.	 Hasta que se convoque a una nueva convención constituyente para modificar el texto consti-
tucional vigente —una alternativa que hoy parece lejana—, sería prudente el dictado de una 
Ley General de Actividades Espaciales que sirva como base o complemente disposiciones 
de mayor jerarquía. Este escenario resulta realista, especialmente considerando la experien-
cia brasileña, donde, a pesar de los cambios en la orientación política de sus gobiernos, han 
logrado mantener una política espacial estable y sostenida.

10.	 Evaluando las experiencias de derecho comparado de Colombia y Paraguay, se concluye 
que no es recomendable formular afirmaciones jurídicas que contradigan de manera cate-
górica postulados asentados del derecho internacional. Asimismo, se evidencia que la inclu-
sión de normativa espacial en el ámbito constitucional no garantiza el desarrollo de la indus-
tria, pero puede brindar un marco de certeza jurídica.

11.	 En lo que respecta a la jerarquía normativa, cabe recordar que los tratados que integran el 
Corpus Iuris Spatialis poseen, conforme al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacio-
nal, una jerarquía superior a las leyes. Al analizar la cláusula aquí propuesta, se concluye que 
no existe colisión alguna con los principios del Tratado del Espacio de 1967. Lejos de contra-
venir la normativa internacional, la propuesta encuentra su fundamento legítimo en el artículo 
VI de dicho Tratado, que impone a los Estados el deber de asegurar la vigilancia y supervisión 
constante de las actividades espaciales nacionales —sean estas realizadas por organismos 
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gubernamentales o entidades no gubernamentales—. De este modo, la constitucionaliza-
ción de la materia espacial representa el ejercicio soberano de las facultades de control que 
el propio derecho internacional exige a las naciones con capacidades espaciales.

12.	 Es necesario definir si el Estado debe mantener su rol predominante en la formulación de la 
política espacial o si, por el contrario, debe otorgarse un mayor protagonismo al sector pri-
vado. Como se ha observado, la acción estatal, principalmente a través de la agencia espa-
cial nacional, ha permitido logros significativos en la historia espacial argentina; sin embargo, 
la falta de continuidad ha afectado la viabilidad de proyectos a largo plazo, siendo la inexis-
tencia de un Plan Espacial vigente el ejemplo más evidente de esta situación.

13.	 La CONAE debería recuperar el papel histórico que Conrado Varotto propugnaba, consoli-
dándose como una herramienta de política exterior. Actualmente, esta función se encuentra 
desdibujada, como se evidenció en el fallido intento de la Agencia Espacial Latinoamericana 
y en el ingreso a los Acuerdos Artemisa. En ambas decisiones, no parece haber existido una 
planificación clara ni un análisis profundo de sus implicancias, tanto en el ámbito político 
como en el tecnológico.

14.	 Se aconseja armonizar la contradicción existente entre la asignación de un presupuesto anual 
por parte de la CONAE y la planificación decenal establecida en el Plan Espacial Nacional. 
Al respecto, una nueva estructuración presupuestaria debería contemplar también los cam-
bios de gestión gubernamental para garantizar la continuidad de las políticas y minimizar las 
inconsistencias.

15.	 Se insta a fortalecer el rol reglamentario de la CONAE, considerando la gran cantidad de 
vacíos que existen a nivel procedimental y administrativo. Asimismo, en el marco de una 
futura reforma se podría plantear que la agencia espacial nacional asuma la función de con-
trol de la seguridad operativa espacial, especialmente ante el crecimiento del sector privado 
en el país. Por tanto, esto debería incluir necesariamente el otorgamiento de licencias y con-
cesiones a operadores espaciales y la determinación del régimen de seguros aplicable a los 
lanzamientos, entre otras medidas.

16.	 En consonancia con las disposiciones del derecho internacional en materia de telecomunica-
ciones, la asignación de bandas y frecuencias del espectro radioeléctrico debe permanecer 
bajo la autoridad de los organismos competentes. No obstante, se debe fomentar el desa-
rrollo de la tecnología satelital vinculada.

17.	 Finalmente, la legislación espacial deberá articularse de manera integral con las demás áreas 
relacionadas con el desarrollo de la industria, en particular con el Sistema Nacional de Cien-
cia y Tecnología, haciendo especial hincapié en el fortalecimiento de la formación de recur-
sos humanos y en la mejora del sistema educativo desde sus niveles iniciales

6. Propuesta legislativa
Se realizarán dos propuestas legislativas: una vinculada a una futura reforma constitucional y otra 

referida a una Ley General de Actividades Espaciales o Código Espacial. Para la primera, se tendrán 
en cuenta las experiencias recolectadas en el análisis de las constituciones de derecho comparado, 
considerando como presupuesto básico la adición de una «cláusula de los códigos», que estipule 
las facultades del Congreso Nacional para sancionar un código espacial. Asimismo, considerando lo 
estipulado en el artículo 95 de la Constitución de 1949, se establecerá de forma concreta la jurisdic-
ción federal sobre todas las causas relativas a la navegación espacial.
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Por otro lado, para todas las demás cuestiones que no correspondan a facultades del Congreso 
Nacional, se optará por presentar un artículo general con diversos incisos, tomando como base la 
estructura de la Constitución de Brasil, que no sigue el modelo de nuestra actual constitución vigente 
(que solo se divide en una parte orgánica y otra dogmática), sino que presenta secciones temáticas, 
como el «Título VIII — Orden Social», que incluye un artículo específicamente referido a la ciencia y la 
tecnología. Dado que es imposible prever qué tipo de reforma constitucional se producirá en nuestro 
país a futuro, si será parcial como la de 1994 o general como la de 1949, se presentan estas estipu-
laciones como presupuestos básicos que podrían ser tenidos en cuenta, sin perjuicio de la inclusión 
necesaria de la mencionada cláusula de los códigos, la cual sí debe ser objeto de inclusión obligatoria:

CAPITULO XXXX: Atribuciones del Congreso

Artículo XX.- Corresponde al Congreso:

Inciso xx. Dictar los Códigos Civil y Comercial, Penal, de Minería, Aeronáutico, Espacial y del 
Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las juris-
dicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según 
que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones;

Inciso xx. Establecer el régimen de navegación lacustre, fluvial, marítima, aérea y espacial, y el 
régimen de los puertos marítimos y espaciales.

CAPÍTULO XXXX: Atribuciones del Poder Judicial

Artículo XX.- Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales federales, el conocimiento y 
decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes 
de la Nación, con la reserva hecha en el inciso xx, del artículo XX [cláusula de los códigos]; y por los 
tratados con las naciones extranjeras de las causas concernientes a embajadores, ministros públicos 
y cónsules extranjeros; de las causas de almirantazgo y de jurisdicción marítima, aérea y espacial; 
de los asuntos en que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o más provincias, 
entre una provincia y los vecinos de otra, entre los vecinos de diferentes provincias, y entre una pro-
vincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero.

---x---

CAPITULO XXXX: Del Derecho Espacial

Artículo XX: Política Espacial. Declárase a la actividad espacial como política de Estado. El 
Estado promueve, fomenta y garantiza el desarrollo sostenido de la industria espacial nacional. La 
planificación de la política espacial se instrumenta mediante un Plan Nacional Espacial, cuya vigen-
cia es no inferior a diez (10) años, y que es objeto de revisión cada cinco (5) años. En cada revisión se 
deben considerar los avances tecnológicos a nivel internacional, los resultados de los programas de 
cooperación espacial y los logros alcanzados en los distintos proyectos y misiones desarrollados en 
el marco de la política nacional.
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Artículo XX. Objetos celestes. Los objetos extraterrestres naturales que se encuentren o deposi-
ten en el territorio de la República Argentina forman parte del Patrimonio Natural Nacional o Provin-
cial, según corresponda. Aquellos objetos que a la fecha de entrada en vigencia de esta disposición 
se encuentren en el patrimonio de particulares, se declaran de utilidad pública y sujetos a expropia-
ción conforme a la ley. Se consideran comprendidos en esta disposición los meteoritos, aerolitos 
y sus fragmentos. Queda prohibido el tráfico, comercio o transferencia de estos objetos celestes.

Artículo XX. Código Espacial. En concordancia con lo dispuesto en el artículo XX, inciso xx, que 
confiere al Congreso de la Nación la facultad de dictar un Código Espacial, establézcase que dicho 
cuerpo normativo debe incluir, como mínimo, las disposiciones básicas referidas a:

a)	 La puesta en órbita de satélites y demás estructuras artificiales en el espacio ultraterrestre;
b)	 La utilización de vectores de lanzamiento y la construcción, operación y mantenimiento de 

estaciones terrenas;
c)	 El régimen de licencias y concesiones aplicable a los operadores espaciales;
d)	 Las regulaciones sobre seguridad operacional espacial; y
e)	 El régimen de seguros correspondiente a las actividades espaciales.

La Agencia Nacional Espacial es la autoridad de aplicación de las disposiciones contenidas en el 
presente artículo y en el Código Espacial que se dicte en su consecuencia.

---x---

En lo referido a una Ley General de Actividades Espaciales o Código Espacial, se tomará como 
base las «Recomendaciones sobre la legislación nacional pertinente a la exploración y utilización 
del espacio ultraterrestre con fines pacíficos» de las Naciones Unidas, las Directrices de Sofía de la 
International Law Association (ILA) y la Ley 14.946 de Actividades Espaciales Nacionales de Brasil, 
realizando algunas adaptaciones (teniendo en cuenta nuestra realidad nacional) y presentando una 
versión más simplificada. De igual modo, se entiende que existe una diferencia metodológica entre 
una norma emitida en formato de código y otra en formato de ley; sin embargo, a los efectos de este 
trabajo, se presenta una propuesta conjunta:

CONGRESO DE LA NACIÓN

CÓDIGO ESPACIAL - LEY GENERAL DE ACTIVIDADES ESPACIALES

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de Ley:

CAPÍTULO I: ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1.º — La presente ley establece el régimen jurídico aplicable a las actividades espaciales 
nacionales, realizadas por entidades gubernamentales o no gubernamentales bajo la jurisdicción o 
control del Estado Nacional.



68 CUADERNOS DIGITALES DE DERECHO AERONÁUTICO Y ESPACIAL | N.º 2 
ISBN ELECTRÓNICO: 

 ANDRES PIENIZZIO 

La Constitución Nacional argentina y el derecho del espacio ultraterrestre...

Artículo 2.º — La presente ley es aplicable a las siguientes actividades espaciales nacionales:

i. El despegue de vehículos de lanzamiento efectuado desde el territorio nacional o por vehículos 
inscriptos en el Registro Nacional de Objetos Espaciales;

ii. El retorno de vehículos de lanzamiento a la superficie dentro del territorio nacional o por vehí-
culos inscriptos en el mismo registro;

iii. El transporte de material, carga o personal nacional hacia el espacio ultraterrestre;

iv. Las actividades de turismo espacial;

v. La exploración y utilización de cuerpos celestes, incluidos sus recursos naturales;

vi. La gestión y eliminación de desechos espaciales;

vii. El diseño, desarrollo, fabricación o ensayo de artefactos espaciales; y

viii. La construcción, operación y mantenimiento de infraestructura espacial, tanto en territorio 
nacional como fuera de él, cuando se encuentre bajo control o registro del Estado Argentino.

CAPÍTULO II: DEFINICIONES

Artículo 3.º — A los efectos de esta ley, se entiende por:

i. Artefacto espacial: Vehículo o dispositivo destinado al acceso y operaciones en el espacio ultra-
terrestre; satélites, naves espaciales, vehículos de exploración y de lanzamiento, sus sistemas y com-
ponentes; estaciones espaciales orbitales y bases de apoyo para misiones espaciales prolongadas.

ii. Cuerpo celeste: Objeto natural e identificable, de extensión limitada y situado en el espacio 
ultraterrestre, como la Luna, los planetas, los cometas o los asteroides.

iii. Objeto celeste: Meteoritos o aerolitos y sus fragmentos depositados en territorio nacional o 
provincial, de cualquier tipo de composición, de interés para la humanidad y la comunidad científica 
y cuyo origen sea extraterrestre.

iv. Desecho espacial: Artefacto espacial, o parte del mismo, que se encuentra en el espacio y 
carece de función útil.

v. Estado de registro: El Estado de lanzamiento en cuyo registro se inscribe un artefacto espacial, 
de conformidad con los instrumentos internacionales aplicables en la materia.

vi. Estado de lanzamiento: Estado que lanza o promueve el lanzamiento de un artefacto espacial.

vii. Infraestructura espacial: Equipos terrestres, recursos logísticos, instalaciones y herramientas 
necesarias para la realización de actividades espaciales.
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viii. Recurso espacial: Recurso natural procedente del espacio exterior, incluyendo minerales, 
polvo, gases y agua.

ix. Producto celeste: Recurso natural extraído o recolectado en el espacio ultraterrestre que ha 
sido procesado o transformado a través de actividades de minería espacial para ser utilizado en la 
Tierra o en otras misiones espaciales.

x. Sistema espacial: Conjunto de elementos de infraestructura espacial para una aplicación 
específica.

xi. Vehículo de lanzamiento: Vehículo diseñado para transportar personas o cargas útiles al espa-
cio exterior.

xii. Operador espacial: Persona humana o jurídica, pública o privada, con domicilio en el país, 
que lleva a cabo actividades espaciales.

xiii. Seguridad operacional espacial: Gestión y control de las actividades espaciales a los fines de 
garantizar que se realicen de manera segura, minimizando los riesgos para las personas, el medio 
ambiente y los bienes.

xiv. Daños por actividad espacial: Todo detrimento o menoscabo que afecte a una persona, pro-
piedad pública o privada o al medio ambiente.

CAPÍTULO III: AUTORIDAD DE APLICACIÓN:

Artículo 4.º — La autoridad de aplicación de la presente ley es la Comisión Nacional de Activida-
des Espaciales (CONAE) o el organismo que en el futuro la reemplace.

Artículo 5.º — La autoridad de aplicación está facultada para emitir la reglamentación comple-
mentaria necesaria para la ejecución de actividades espaciales, en consonancia con lo establecido 
en esta norma y con los decretos emitidos por el Poder Ejecutivo.

Artículo 6.º — La autoridad de aplicación es la responsable de supervisar el cumplimiento de 
las normas y procedimientos específicos de seguridad operacional espacial, de conformidad con 
estándares internacionales, para la prevención de accidentes, la reducción de desechos espaciales 
y la mitigación de interferencias perjudiciales con otras actividades espaciales.

CAPÍTULO IV: DEL LICENCIAMIENTO Y LA AUTORIZACIÓN

Artículo 7.º — Toda actividad espacial requiere la autorización expedida por la autoridad de aplica-
ción. Los procedimientos y requisitos para la concesión de licencias se establecen por vía reglamentaria.

Artículo 8.º — El Poder Ejecutivo Nacional puede celebrar acuerdos internacionales para el 
reconocimiento de certificaciones y licencias emitidas por otros países, siempre que cumplan con la 
legislación nacional.
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Artículo 9.º — Las licencias y autorizaciones otorgan a sus titulares el derecho a realizar única-
mente las actividades espaciales para las que fueron concedidas, conforme a esta ley.

Artículo 10.º — Los titulares de las licencias y autorizaciones deben respetar los principios inter-
nacionales sobre el uso del espacio, proporcionar datos para el registro de artefactos espaciales, 
mantener vigentes las pólizas de seguro requeridas y cumplir con todas las disposiciones legales y 
reglamentarias vigentes.

Artículo 11.º — Las condiciones de autorización garantizan que las actividades espaciales se rea-
licen de manera segura, minimizando los riesgos para las personas, el medio ambiente y los bienes, 
y evitando interferencias perjudiciales con otras actividades espaciales.

CAPÍTULO V: RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD Y SEGUROS

Artículo 12.º — Las autorizaciones de lanzamiento requieren que los operadores espaciales 
acrediten obligatoriamente la contratación de un seguro para cubrir los daños causados a terceros, 
a personal propio y a la superficie, incluidas las instalaciones de lanzamiento, resultantes de un lan-
zamiento espacial o actividad conexa.

Artículo 13.º — Los operadores espaciales que cuenten con una autorización emitida por la auto-
ridad espacial argentina están obligados a integrar, por sí o a través de los seguros respectivos, las 
sumas indemnizatorias que correspondan. Esta obligación no puede ser morigerada o transferida a 
la administración pública mediante contratos, acuerdos, transacciones o cualquier otro tipo de acto 
jurídico.

Artículo 14.º — Los obligados a constituir seguro pueden suplir la contratación del mismo si 
demuestran capacidad financiera suficiente para cubrir los montos previstos en la reglamentación o 
los que eventualmente determine la autoridad de aplicación para cada caso concreto. La forma de 
acreditación de solvencia se sujeta a los criterios reglamentarios de esta última, mediante la utiliza-
ción de bonos públicos, depósitos en efectivo o garantías bancarias suficientes.

Artículo 15.º — El monto de los seguros a contratar por los operadores espaciales es determi-
nado por la autoridad de aplicación en cada caso particular, teniendo en cuenta el valor, expresado 
en kilogramos, de la carga útil máxima a transportar por el vehículo de lanzamiento.

Artículo 16.º — La autoridad de aplicación puede exceptuar de la aplicación de los montos enu-
merados en los casos que las cargas útiles puestas en órbita sean inferiores a 50 kg y se relacionen 
con proyectos educativos o científicos, que cuenten o no con subvención estatal. No estarán exen-
tos de acreditar cobertura los vectores de lanzamiento.

Artículo 17.º — En caso de accidentes o incidentes relacionados con las actividades espa-
ciales, la autoridad de aplicación deberá llevar a cabo las investigaciones necesarias para deter-
minar las causas y emitir recomendaciones para mejorar la seguridad. Tendrá acceso a todas las 
instalaciones, equipos, documentos y elementos necesarios para la investigación, y sus análisis 
y conclusiones no deben ser utilizados con fines probatorios en procedimientos administrativos 
o judiciales.
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Artículo 18.º — El operador espacial debe notificar a la autoridad espacial competente en un 
plazo de hasta veinticuatro (24) horas desde que tenga conocimiento de accidentes o incidentes 
ocurridos en sus instalaciones o en el ámbito de su actividad espacial.

CAPÍTULO VI: MEDIO AMBIENTE Y PROTECCION DEL PATRIMONIO NATURAL

Artículo 19.º — La actividad espacial se planifica y ejecuta de forma que se mitigue la genera-
ción de desechos espaciales y los impactos negativos en el medio ambiente terrestre y espacial. Los 
operadores espaciales deben implementar medidas para reducir el riesgo de colisiones en órbita.

Artículo 20.º — La autoridad de aplicación emite regulaciones específicas dirigidas a mitigar 
la generación de residuos espaciales y coordina los medios para el conocimiento de la situación 
espacial de los artefactos y desechos espaciales, recurriendo a alianzas nacionales e internacionales 
cuando sea necesario.

Artículo 21.º — Los meteoritos, sus fragmentos y demás objetos celestes que se encuentren 
o ingresen en el futuro al territorio argentino son bienes que integran el patrimonio natural de la 
Nación o de la Provincia donde se encuentren. Se prohíbe expresamente su comercialización.

Artículo 22.º — Se invita a las Provincias que tengan en su territorio meteoritos, sus fragmentos 
y demás objetos celestes, a dictar sus propias leyes complementarias con el fin de protegerlos, en 
concordancia con las previsiones contenidas en las normas nacionales aplicables a la materia.

CAPÍTULO VII: REGISTRO DE OBJETOS LANZADOS AL ESPACIO

Artículo 23.º — Otórguese rango de ley al Registro Nacional de Objetos Lanzados al Espacio 
Ultraterrestre en el ámbito de la CONAE, el cual mantiene las funciones y competencias establecidas 
en la Resolución CONAE 260/99, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente norma.

Artículo 24.º — En este registro se deben inscribir todos los objetos espaciales lanzados o cuyo 
lanzamiento sea promovido por el Estado Nacional, o que se lancen desde el territorio nacional o 
instalaciones pertenecientes al Estado Nacional, siempre que el objeto no haya sido previamente 
registrado en otro Estado de lanzamiento. También se deben inscribir todas las transferencias de 
propiedad o control de objetos espaciales en órbita.

CAPÍTULO VIII: INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 25.º — El operador espacial incurre en infracción y deberá ser sancionado, sin perjuicio 
de cualquier responsabilidad civil o penal, si en el ámbito nacional efectúa alguna de las siguientes 
conductas:

i. Realizar actividades espaciales sin las debidas licencias o autorizaciones;

ii. Continuar la actividad espacial después de la suspensión de la licencia o autorización;
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iii. Continuar la actividad espacial tras recibir notificación formal de la autoridad espacial compe-
tente para su interrupción;

iv. Incumplir cualquier obligación relacionada con la licencia o la autorización;

v. No mantener el seguro en los términos de esta ley;

vi. Retrasar o no informar sobre accidentes o incidentes, o reportarlos con información falsa o 
incorrecta;

vii. No cumplir con las determinaciones derivadas de la fiscalización y supervisión, conforme a 
esta ley;

viii. Presentar información falsa o incorrecta en los procesos de licenciamiento, autorización o 
transferencia de mando y control de un artefacto espacial.

Artículo 26. La comisión de las infracciones previstas en el artículo anterior da lugar a la aplica-
ción de las siguientes sanciones:

i. Advertencia;

ii. Apercibimiento;

iii. Multa;

iv. Suspensión o revocación de la licencia o autorización.

Artículo 27.º — La autoridad espacial competente aplica las sanciones derivadas de las infrac-
ciones conforme a lo dispuesto en esta ley y en su reglamento específico, garantizando el derecho 
al debido proceso y a la defensa. Las sanciones serán recurribles ante la Justicia Nacional en lo Con-
tencioso Administrativo Federal.

CAPÍTULO IX: DISPOSICIONES FINALES

Artículo 28.º — Derógase la Ley 26.306 de Régimen de Registro del Patrimonio Cultural.

Artículo 29.º — Incorpórese al Código Penal, dentro del Libro Segundo, lo siguiente:

TITULO XIV - DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO NATURAL

Artículo 314.º — Será penado con prisión de seis (6) meses a cuatro (4) años el que traficare meteo-
ritos y sus fragmentos dentro del territorio de la República, o de este hacia el extranjero, cuando el 
destino sea la compraventa o cualquier otro tipo de intercambio. En la misma pena incurrirán los que 
adquieran estos objetos a sabiendas de su origen o los que fomenten este tipo de operaciones.

Artículo 30.º — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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La actividad espacial se ha convertido en un pilar estratégico para el desarrollo tecnológi-
co, científico y soberano de las naciones modernas. Este rol fundamental se ve desafiado 
por un escenario de anomia en la comunidad internacional y la irrupción del fenómeno 
«New Space», que reconfigura el equilibrio entre el sector público y el privado. El trabajo 
analiza cómo la República Argentina, a pesar de su trayectoria histórica, carece de un 
fundamento constitucional explícito que otorgue seguridad jurídica a sus proyectos es-
tratégicos frente a las fluctuaciones políticas y económicas.

A través de un enfoque cualitativo, se examina la evolución de la política espacial nacional 
y la labor de la CONAE, contrastándolas con desafíos contemporáneos como los Acuer-
dos Artemisa y la explotación comercial de recursos espaciales. El estudio profundiza en 
la historia institucional argentina —incluido el antecedente de la Constitución de 1949— y 
realiza un análisis de derecho comparado con las normas fundamentales de Brasil, Co-
lombia y Paraguay.

Finalmente, la obra desarrolla una propuesta legislativa que contempla la incorpora-
ción de una «cláusula espacial» en la Constitución Nacional y las bases de una Ley Ge-
neral de Actividades Espaciales. La investigación postula la constitucionalización como 
herramienta estratégica de blindaje jurídico, orientada a consolidar una política de 
Estado que brinde estabilidad y previsibilidad al desarrollo sostenido de la industria 
aeroespacial argentina.
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se centra en integrar el marco normativo nacional con el derecho inter-
nacional del espacio, analizando el impacto de las políticas públicas en 
la soberanía tecnológica, el desarrollo industrial y el ecosistema univer-
sitario. Ha participado en foros académicos aportando visiones críticas 
sobre la necesidad de regular las actividades espaciales en la región. 
Su enfoque busca modernizar la legislación argentina ante los desafíos 
del sector privado y la exploración comercial del cosmos.
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